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Modificación Autorización Singular
Expediente A 239/98, Asnef-Equifax

■ En Madrid, a 26 de junio del año 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (el Tribu-
nal, TDC), con la composición expresada al margen y siendo
Ponente la Excelentísima Señora Doña M.ª Jesús Muriel Alonso,
ha dictado la siguiente Resolución en el expediente A 239/98,
(1806/98 del Servicio de Defensa de la Competencia), de solicitud
de inicio de procedimiento de modificación de la Resolución defi-
nitiva que recayó en el expediente citado, de fecha 3 de noviembre
de 1999, por la que se autorizaba a Asnef-Equifax Servicios de
Información sobre Solvencia y Crédito, S.L. la constitución de un
Registro de Información de Crédito por un período de cinco años.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. El día 3 de noviembre de 1999 el Tribunal dictó una Resolu-
ción que ponía fin al expediente de referencia y en la que se resolvía:

«1. Autorizar la constitución por Asnef-Equifax Servicios de
Información de Crédito, S.L. de un Registro de Información de
Crédito que se regirá por las normas aportadas al Tribunal en
hoja separada e incorporada al expediente del Servicio en los
folios 35 a 38.

2. Dicho Registro deberá ser accesible a todas las entidades
financieras descritas en dichas normas, previo pago de la corres-
pondiente cuota, en condiciones no discriminatorias.

3. El Registro no deberá desvelar información sobre la parte
acreedora de los datos relativos a posiciones deudoras que en él
se almacenan.

4. La autorización tendrá una duración de cinco años a con-
tar de la fecha de esta Resolución y queda sujeta a las condicio-
nes que establece el artículo 4 de la Ley 16/1989.

5. Encargar al Servicio de Defensa de la Competencia, con
remisión de copia autenticada de las normas de funcionamiento
aportadas, que proceda a su inscripción en el Registro de Defen-
sa de la Competencia.»

2. El 5 de mayo de 2000 tiene entrada en el Tribunal un escrito
de Asnef-Equifax Servicios de Solvencia y Crédito, S.L. en el que
solicita que inicie el procedimiento para la modificación de la auto-
rización otorgada, de manera que el registro que fue autorizado se
amplíe a los créditos inferiores al millón de pesetas, señalando que
el procedimiento a seguir para conceder dicha modificación ha de
ser el previsto en el artículo 8 del Real Decreto 157/1992.

3. El Pleno del Tribunal deliberó y falló sobre la petición indi-
cada en su reunión del día 6 de junio de 2000.

4. Es interesada Asnef-Equifax Servicios de Información
sobre Solvencia y Crédito, S.L.

FUNDAMENTO DE DERECHO

Primero: Para la adecuada resolución de la cuestión planteada
debemos destacar los siguientes extremos:

a) La resolución de este Tribunal de 3 de noviembre de 1999,
después de señalar que el Registro de Información de Crédito soli-
citado por Asnef-Equifax se encontraba incurso en la prohibición
del artículo 1 LDC (Fundamento de derecho 2.°), concedió la
autorización para la constitución del mismo en los términos seña-
lados por la propia interesada (apartado primero de la parte dispo-
sitiva de dicha Resolución).

b) Conforme expresó entonces la propia solicitante, el Regis-
tro de Información de Crédito que se autorizaba «sólo comprende-
ría los créditos iguales o superiores al millón de pesetas».

El objetivo de la presente petición consiste en la modificación
de dicho extremo, de manera que el fichero autorizado pueda
ahora comprender también los créditos inferiores al millón de
pesetas.

Para ello, la solicitante, aunque no realiza un claro encuadra-
miento de los motivos en que fundamenta la modificación que
ahora pretende, admitiendo expresamente que «no ha habido alte-
ración alguna de las circunstancias que concurrieron en el
momento de concederse dicha autorización» expresada, alude a
razones prácticas y al propio contenido de la Resolución antes
señalada para que, al amparo de los artículos 4 LDC y 17 del Real
Decreto 157/1992, se acceda a su petición tramitándose por el
procedimiento establecido en el artículo 8 del citado Real Decreto.

Segundo: El artículo 4 LDC señala que «la autorización
podrá ser modificada… si se produce un cambio fundamental de
las circunstancias que se tuvieron en cuenta para su concesión»,
estableciendo el artículo 17 del real Decreto 157 /92 que El Tribu-
nal dictará Resolución acordando la incoación de expediente para
modificar o revocar la autorización si se produce un cambio fun-
damental de las circunstancias que se tuvieron en cuenta para su
concesión.

Por su parte, el artículo 8 del citado Real Decreto dispone que
el Tribunal dictará Resolución sin más trámite en los siguientes
casos:

«a) Cuando, de conformidad con la calificación del Servicio y
sin que ningún otro interesado hubiese formulado oposición a la
autorización, proceda declarar que el acuerdo o práctica no está
incluido entre las conductas prohibidas…

b) Cuando, de acuerdo con la calificación del Servicio y sin
que ningún otro interesado hubiese formulado oposición a la auto-
rización, proceda declarar su autorización, sin modificación, con-
diciones u obligaciones.»

Del examen de dichos preceptos resulta clara la improcedencia
de su aplicación a la presente petición.

En efecto, por un lado, no procede aplicar el citado artícu-
lo 17, habida cuenta de que conforme al mismo es preciso que
se produzca una alteración de las circunstancias que fueron
tenidas en cuenta en el momento de concederse la autoriza-
ción. Dicha alteración implica que se hayan modificado los
presupuestos de hechos determinantes de la autorización con-
cedida. Esto no ocurre evidentemente en el presente caso, en
el que la propia solicitante admite que no ha habido alteración
alguna, aludiendo tan sólo como fundamento de su pretensión
al contenido de los Fundamentos Jurídicos de la Resolución
que otorgó la autorización cuya modificación ahora se preten-
de.

En segundo lugar, los supuestos previstos en el citado artí-
culo 8 tampoco concurren. No cabe duda de la que iniciación

Resoluciones del Tribunal de Defensa de la Competencia



BOLETIN ECONOMICO DE ICE N° 2679
28 DEL 22 AL 28 DE ENERO DE 2001

S E C C I O N
J U R I D I C O -
E C O N O M I C A

por este Tribunal del procedimiento que prevé el expresado pre-
cepto exige una calificación del Servicio de Defensa de la
Competencia, obtenida tras la tramitación del expediente
correspondiente, condicionando la ley la viabilidad de dicho
procedimiento a los supuestos expresados, que no concurren en
el presente caso.

En definitiva, sin entrar a analizar lo acertado o no del fondo
de la modificación pretendida, habida cuenta de que este Tribunal
dicta actos administrativos cuya modificación sólo es posible en
los términos previstos en la ley y que no concurren los supuestos
para el procedimiento elegido por la solicitante, procede desesti-
mar su pretensión, sin que por ello se vulnere derecho alguno,
toda vez que, como ha señalado el Tribunal Constitucional (entre
otras, SSTC 241/1991, 20/1993 y 185/1995), «la inadmisión de
peticiones por motivos formales no supone vulneración de dere-
cho constitucional alguno siempre que se realice mediante una
resolución motivada y esté fundada en una causa legalmente esta-
blecida».

Por todo ello, el Tribunal

RESUELVE

Unico. Desestimar la pretensión, deducida por Asnef-Equifax
Servicios de Información sobre Solvencia y Crédito, S.L., de que
se amplíe el Registro autorizado por Resolución de este Tribunal
de 3 de noviembre de 1999 a los créditos inferiores al millón de
pesetas por el procedimiento previsto en el artículo 8 del Real
Decreto 157/1992.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a la interesada, haciéndole saber que
contra ella sólo cabe recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses a contar desde su
notificación. ■

Expediente A 124/95 (Morosos Reprografía)

■ En Madrid, a 27 de julio de 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia, con la
composición expresada al margen, y siendo Ponente el Vocal
Señor Martínez Arévalo, ha dictado la siguiente Resolución en el
expediente A 124/95 (1202/95 del Servicio de Defensa de la Com-
petencia), iniciado como consecuencia de la solicitud de renova-
ción de autorización singular, para la creación y mantenimiento de
un registro de morosos, formulada al amparo del artículo 4 de la
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia, por la
Asociación Española de Reprografía (en adelante, la Asociación),
autorización que le fue concedida por Resolución de 27 de abril
de 1995.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. Por Resolución de 27 de abril de 1995, en el expediente de
referencia, el Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia
(en adelante, TDC) acordó:

— Otorgar a la Asociación autorización singular para el
establecimiento de un registro de morosos, regido por las normas
contenidas en el Reglamento mencionado en el Antecedente de
Hecho número 1; la autorización se otorga por un plazo de cinco
años contados a partir de la presente Resolución.

2. Cumpliendo con las funciones de vigilancia que le están
encomendadas, el Servicio, con fecha 22 de marzo de 2000, emite
informe en el que señalaba:

a) Que el Reglamento por el cual se regula actualmente el
funcionamiento del registro de morosidad de la Asociación, y
cuya copia se adjunta como documento 1, no ha sufrido ninguna
modificación con respecto de aquél que fuera autorizado por ese
Tribunal.

b) Que la imprecisa formulación en el citado Reglamento
del principio de voluntariedad de adhesión y de reciprocidad
en el intercambio de información ha motivado la incorrecta
interpretación de la Asociación en cuanto al segundo de los
mencionados principios, lo que ha dado lugar a un registro de
morosidad parcial, desfasado y discriminatorio en el que,
consecuentemente, no se dan las garantías que actualmente
son requeridas para la autorización de los registros de este
tipo.

3. En términos más concretos el Servicio señalaba las siguien-
tes deficiencias de funcionamiento:

a) La Asociación ha entendido que la voluntariedad del
Registro no sólo se refiere a la adhesión de sus miembros al siste-
ma, sino también a la cesión de los datos que les afectan.

b) Unicamente tres de los veintidós asociados que supuesta-
mente participan en el Registro de morosidad han cedido datos
relativos a incidencias acaecidas.

c) El Registro permite identificar al acreedor cedente de la
información por lo que contraviene la doctrina establecida por el
Tribunal a este respecto.

4. Con fecha 29 de marzo de 2000 la Asociación acordó soli-
citar la renovación de la autorización para el funcionamiento del
Registro, dirigiendo a estos efectos un escrito que fue recibido el
12 de abril de 2000 en la sede del Tribunal.

5. El Pleno del Tribunal, en su sesión de 9 de mayo de 2000,
deliberó sobre este asunto y resolvió:

Interesar del Servicio de Defensa de la Competencia la incoa-
ción de expediente de renovación de la autorización del Registro
de Morosos concedida a la Asociación Española de Reprografía
por Resolución de 27 de abril de 1995.

6. En cumplimiento de dicha Resolución, el 13 de julio de
2000 el Secretario General de Política Económica y Defensa
de la Competencia emitió informe en el que se comunicaba
haber recibido informe de la Asociación del que se desprende
que:

— Se ha modificado el artículo 37 de su Reglamento de Régi-
men Interno en el sentido de incorporar un nuevo párrafo según
el cual «No podrán ser objeto de cesión los datos identificativos
del acreedor o acreedores cedentes de la deuda objeto de anota-
ción en el registro de morosos de la Asociación».

— En cuanto a los principios de voluntariedad en la cesión
de datos y de reciprocidad, se establece la «obligatoriedad» de la
cesión, por parte de los adheridos de las incidencias de cobro que
sufra debido a sus relaciones comerciales.

En consecuencia, a la vista de las modificaciones introducidas
en el Reglamento de Régimen Interno de la ASOCIACION
ESPAÑOLA DE REPROGRAFIA, en el capítulo destinado a regu-
lar el funcionamiento de registro de morosidad, el Servicio de
Defensa de la Competencia estima que la autorización que ese
Tribunal concedió por Resolución de 27 de abril de 1995, para el
establecimiento de un Registro de Morosos es susceptible de
renovación, al amparo del artículo 4 de la LDC, por un período
de cinco años.
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7. Recibido ese informe, el Pleno del Tribunal, en su sesión
de 25 de julio de 2000, volvió a deliberar sobre este asunto.

8. Es interesada en este expediente la Asociación Española de
Reprografía.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Unico: El Tribunal estimó en su día que el Registro cuya auto-
rización se solicita constituía una práctica contraria al artículo 1
LDC pero susceptible de autorización al cumplirse los supuestos
previstos en el artículo 3.

El Servicio, en cumplimiento de las funciones de vigilancia
que le están encomendadas detectó ciertas anomalías que podían
mermar los efectos positivos que exige el citado artículo 3.

A la vista del Informe del Servicio, el Tribunal puso en marcha
el mecanismo de renovación que prevé el artículo 17 del Real
Decreto 157/1992, de 21 de febrero y consideró que «la aplicación
del procedimiento previsto por el Real Decreto, que permite la
aportación de información por quienes se consideran afectados,
hará posible emitir juicio sobre los efectos del registro a la luz de
su funcionamiento real y de la evolución experimentada por la
doctrina del Tribunal en relación con este tipo de solicitudes».

Al seguir las etapas previstas en el citado procedimiento de reno-
vación, la Asociación ha puesto de manifiesto su voluntad de subsa-
nar esas irregularidades, introduciendo para ello las oportunas modi-
ficaciones en la redacción y la interpretación de su reglamento.
Subsanados los problemas de funcionamiento puestos de manifiesto
por el Servicio, procede la renovación de la solicitud de autorización.

Vistos los preceptos legales citados y los demás de general
aplicación

RESUELVE

1. Conceder a la Asociación Española de Reprografía la reno-
vación de la autorización para el funcionamiento de morosos, ini-
cialmente concedida por la Resolución del Tribunal de Defensa de
la Competencia de 27 de abril de 1995 (Expediente A 124/95), en
los términos señalados en dicha Resolución y con las modificacio-
nes propuestas por la Asociación en su escrito de 22 de junio de
2000, reseñadas en el AH 6, y que obran en las páginas 31 y 32
del expediente del Servicio.

2. Conceder dicha autorización por cinco años desde la fecha
de esta Resolución, quedando sujeta al régimen general del artícu-
lo. 4 LDC.

3. Interesar del Servicio la vigilancia del funcionamiento del
registro autorizado, dentro de los límites y con las condiciones previs-
tas en el Reglamento elaborado por la Asociación Española de Repro-
grafía el 24 de febrero de 1995, con el que ha venido funcionando
hasta la fecha, y con las modificaciones señaladas en el punto 1.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a los interesados haciéndoles saber a
éstos que contra ella no cabe recurso alguno en vía administrativa,
pudiendo interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses contados desde la
notificación de esta Resolución. ■

Expediente 463/99, Esquí Sierra Nevada

■ En Madrid, a 18 de septiembre de 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (en ade-
lante, el Tribunal), con la composición antes expresada y siendo

Ponente el Vocal Don José Hernández Delgado, ha dictado la
siguiente Resolución incidental en el expediente 463/99 (1708/97,
del Servicio de Defensa de la Competencia), sobre el recurso de
reposición interpuesto por la Escuela de Esquí de Solynieve, S.L.-
Escuela Oficial de Esquí contra la Providencia del Tribunal de 24
de mayo de 2000, por la que se le deniega la condición de intere-
sado en dicho expediente.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. Mediante escrito de 23 de marzo de 2000 Don Francisco
José Castro Hernández, actuando en representación, como Admi-
nistrador Unico, de la Escuela de Esquí de Solynieve, S.L.-Escue-
la Oficial de Esquí, solicita que ésta sea considerada parte intere-
sada en el presente expediente, así como la celebración de vista y
la práctica de determinadas pruebas.

2. Por Providencia de 24 de mayo de 2000 el Tribunal le
denegó la condición de interesado.

3. Con fecha 15 de junio de 2000 se dictó, en este expediente,
Resolución definitiva en vía administrativa.

4. Mediante escrito que tiene entrada en el Tribunal el 7 de
julio de 2000 la Escuela de Esquí de Solynieve, S.L.-Escuela Ofi-
cial de Esquí interpone recurso de reposición contra la anterior
Providencia.

5. El Pleno del Tribunal deliberó y falló en la sesión celebrada
el 13 de septiembre de 2000.

6. Es interesado en este incidente la Escuela de Esquí de Soly-
nieve, S.L.-Escuela Oficial de Esquí.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. En su escrito de recurso la Escuela de Esquí de Solynie-
ve, S.L.-Escuela Oficial de Esquí reitera las alegaciones efec-
tuadas en su escrito de 23 de marzo de 2000 y considera eviden-
te que tiene un derecho que puede resultar afectado, pero no
explica, ni siquiera mínimamente, cuál es ese derecho o interés
legítimo.

Como se señalaba en la Providencia recurrida, según la juris-
prudencia constitucional, el interés legítimo «equivale a la titu-
laridad potencial de una posición o ventaja o de una utilidad
jurídica por parte de quien ejercite la pretensión y que se mate-
rializaría de prosperar ésta», por lo que no es suficiente con
alegar un interés genérico, sino que es necesario que la resolu-
ción que vaya a recaer en el procedimiento de que se trate sea
capaz de otorgarle un beneficio apreciable que, como señala la
Sentencia de la Sala 30 del Tribunal Supremo de 23 de junio de
1997, ha de ser alegado y probado por la parte que considera que
tiene dicho interés legítimo.

2. En este caso, dado que la Resolución que se dictó en este
procedimiento, de fecha 15 de junio de 2000, examinaba determi-
nadas prácticas realizadas en el pasado por Cetursa Sierra Nevada,
S.A. no podía afectar directamente a derechos o intereses legíti-
mos de la solicitante, procedía denegar la solicitud de ser tenida
por parte interesada en este expediente.

Por todo lo expuesto, el Tribunal

HA RESUELTO

Unico. Desestimar el recurso de reposición interpuesto por la
Escuela de Esquí de Solynieve, S.L.-Escuela Oficial de Esquí con-
tra la Providencia del Tribunal de Defensa de la Competencia de
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24 de mayo de 2000, por la que se deniega la petición de la recu-
rrente de ser reconocida como interesada en este expediente
número 463/99.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a los interesados en el expediente prin-
cipal y al interesado en este incidente, haciéndole saber a éste que
contra la misma no cabe recurso alguno en vía administrativa,
pudiendo interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses a contar desde su
notificación. ■

Expediente A 137/95, Morosos Cerámica Valencia

■ En Madrid, a 19 de septiembre de 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (en ade-
lante, el Tribunal), con la composición antes expresada y siendo
Ponente el Vocal Don José Hernández Delgado, ha dictado la
siguiente Resolución en el expediente A 137/95 (1248/95 del Ser-
vicio de Defensa de la Competencia —en adelante, el Servicio—)
de solicitud presentada por la Asociación Valenciana de Empresa-
rios de Cerámica (AVEC) de renovación de la autorización singu-
lar que le fue concedida por Resolución de 27 de julio de 1995
para un Registro de Morosos.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. Por Resolución de 27 de julio de 1995 el Tribunal autorizó
la constitución de un Registro de Morosos por parte de la Aso-
ciación Valenciana de Empresarios de Cerámica (AVEC), otor-
gándose la autorización por un plazo de cinco años.

2. Con fecha 18 de noviembre de 1999, próximo a expirar el
plazo de la autorización concedida, el Secretario General de Polí-
tica Económica y Defensa de la Competencia remitió a este Tribu-
nal Informe de Vigilancia de la Resolución antes citada en el que
se indica que el citado registro ha sido implantado en fechas
recientes y está iniciando su desarrollo. Por ello y dado que el
Reglamento que rige su funcionamiento coincide con el autoriza-
do, el Servicio considera que procede la prórroga de la autoriza-
ción singular concedida que ha sido solicitada expresamente
mediante escrito de 15 de febrero de 2000.

3. El Pleno del Tribunal en su sesión de 13 de septiembre de
2000 deliberó y falló el presente expediente de renovación de la
autorización.

4. Se considera interesada a la Asociación Valenciana de
Empresarios de Cerámica (AVEC).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. El artículo 4.3 de la Ley de Defensa de la Competencia
establece que la autorización será renovada a petición de los inte-
resados si, a juicio del Tribunal, persisten las circunstancias que la
motivaron, una vez oídos los interesados y el Servicio de Defensa
de la Competencia.

2. A la vista de la solicitud de renovación presentada por la
Asociación Valenciana de Empresarios de Cerámica (AVEC) y
del informe favorable del Servicio, así como constatada la persis-
tencia de las condiciones que aconsejaron la autorización inicial,
el Tribunal considera que procede renovar la autorización conce-
dida por Resolución de 27 de julio de 1995, por un nuevo plazo de
cinco años.

En su virtud, vistos los preceptos legales citados y los demás
de general aplicación, este Tribunal

HA RESUELTO

Primero. Renovar por un plazo de cinco años la autorización
singular concedida por Resolución de 27 de julio de 1995 a la
Asociación Valenciana de Empresarios de Cerámica (AVEC)
para el establecimiento y funcionamiento de un registro de
morosos.

Segundo. El plazo de cinco años a que se refiere el apartado
anterior comenzará a contarse a partir del vencimiento de la auto-
rización anterior.

Tercero. Trasladar la presente Resolución al Servicio de
Defensa de la Competencia para su inscripción en el Registro de
Defensa de la Competencia.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a la interesada, haciéndole saber que
contra ella no cabe recurso alguno en vía administrativa, pudien-
do interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses contados desde su
notificación. ■

Expediente 474/99 Lonja Pescado Vigo

■ En Madrid, a 21 de septiembre de 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia, con la
composición expresada al margen y siendo Ponente el Vocal
Señor Martínez Arévalo, ha dictado la siguiente Resolución en el
expediente 474/99 (1827/98 del Servicio de Defensa de la Compe-
tencia, en adelante el Servicio), iniciado de oficio contra la Aso-
ciación de Comercializadores de Pescado de Vigo (en adelante,
ACOPEVI), y contra la Asociación Provincial de Vendedores
Consignatarios de Pescado en Puertos (en adelante, Asociación de
Vendedores), por supuestas conductas prohibidas por los artículos
1 y 6 de la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Compe-
tencia (en adelante LDC) consistentes en la adopción de una serie
de acuerdos tendentes a la fijación directa de condiciones comer-
ciales.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. El Tribunal, en Resolución de 15 de junio de 1998 dictada
en el Expediente r 290/98 decidió:

«Primero. …

Segundo. Interesar del Servicio de Defensa de la Competen-
cia la instrucción de un expediente de oficio para, tal como regula
el artículo 37 de la Ley de Defensa de la Competencia, esclarecer
los hechos y determinar las responsabilidades que pudieran deri-
varse de la actuación presuntamente colusoria que revela el
acuerdo tomado por la asamblea general de la Asociación de
Comercializadores de Pescado de Vigo el 16 de abril de 1997 que
se reproduce en el AH 6. La investigación del Servicio comporta-
rá, al menos, el examen de los Estatutos de la Asociación y las
actas de todas las reuniones de sus órganos de gobierno celebra-
das los últimos cinco años.»

2. De acuerdo con la Resolución del Tribunal de Defensa de la
Competencia, el Servicio inició la instrucción de un expediente
para esclarecer los hechos y determinar las responsabilidades que
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pudieran derivarse de la actuación presuntamente colusoria de
ACOPEVI. A la vista de la información obtenida en la tramitación
de dicho expediente, el Director del Servicio, mediante Providen-
cia de 7 de marzo de 1999, acordó la ampliación de la incoación
de expediente contra la Asociación de Vendedores por la adop-
ción de ciertos acuerdos que podrían resultar contrarios a la prohi-
bición del artículo 1 LDC.

3. El 5 de febrero de 1999, la Asociación de Vendedores soli-
citó autorización singular, al amparo del artículo 3 LDC, para el
establecimiento y mantenimiento de un registro de morosos.
Dicha autorización, tramitada como Expediente A 259/99, fue
concedida por el Tribunal mediante Resolución de 22 de diciem-
bre de 1999.

4. Con fecha 27 de octubre de 1999 el Servicio emitió el
correspondiente Informe-Propuesta en el que se proponía:

«a) Se declare la existencia de una práctica restrictiva de la
competencia prohibida por el artículo 1.1. a) de la Ley 16/89, de
Defensa de la Competencia, consistente en la adopción de acuer-
dos por los que se fija el horario y organización de la subasta de
pescado fresco en la Lonja de Altura del puerto de Vigo y se limi-
ta la compra a empresas de otras provincias, cuya finalidad es
unificar los comportamientos de sus asociados excluyendo la libre
iniciativa empresarial, incluso frente a sus proveedores, y cuyo
cumplimiento es impuesto a los asociados, bajo amenaza de san-
ción e incluso expulsión de acuerdo con los estatutos, y a los pro-
veedores, mediante la adopción de una fórmula común de pago,
de la que es responsable a la Asociación de Comercializadores de
Pescado de Vigo.

b) Se declare la existencia de prácticas restrictivas de la
competencia prohibidas por el artículo 1.1.a de la Ley 16/89,
de Defensa de la Competencia, consistentes en adoptar acuer-
dos tendentes a la fijación del horario y organización de la
subasta y elaboración de una lista negra o de impagados, cuya
finalidad es unificar los comportamientos de sus asociados
excluyendo la libre iniciativa empresarial, incluso frente a sus
comercializadores, y cuyo cumplimiento es impuesto a los aso-
ciados, bajo amenaza de sanción e incluso expulsión de acuer-
do con los estatutos, de la que es responsable la Asociación
Provincial de Vendedores Consignatarios de Pescado en Puer-
tos.»

5. Por Providencia de 11 de noviembre de 1999 el Tribunal
admitió a trámite el expediente y concedió plazo para la proposi-
ción de prueba y solicitud de vista. En este trámite, las partes pre-
sentaron las siguientes alegaciones:

5.1. ACOPEVI, tras solicitar como prueba única que se tuvie-
ran por reproducidos todos los documentos aportados al expedien-
te, prueba que fue aceptada por el Tribunal, alegó esencialmente:

5.1.1. que los propios Estatutos de la Asociación establecen la
obligación de los asociados de ajustar su actuación a la Ley.

5.1.2. que ACOPEVI entiende que sus actuaciones se han
ajustado siempre a la Ley y a los previsto por sus Estatutos.

5.1.3. que dichos Estatutos prevén la posibilidad de imponer
sanciones a quienes incumplan los acuerdos de los órganos de
gobierno.

5.1.4. que los acuerdos objeto del presente expediente no han
perjudicado a tercero alguno.

5.2. La Asociación de Vendedores en sus alegaciones expuso:

5.2.1. que la citada Asociación no pudo imponer horarios
puesto que no dispone de capacidad legal para ello.

5.2.2. que las disposiciones tomadas por la Asociación de
Vendedores para exigir el pago por parte de ciertas empresas no
surtieron efecto, por lo que fue necesaria la constitución formal de
un registro de morosos.

5.2.3. que en ningún momento ha sido ni es intención de la
Asociación de Vendedores establecer algún tipo de sanción por
los Asociados que procedan a la venta de pescado a una empresa
o particular inscrito en la lista.

6. El Pleno del Tribunal deliberó y falló el presente expedien-
te en su reunión del día 13 de septiembre de 2000, encargando al
Vocal Ponente redactar la correspondiente Resolución.

7. Son interesados:

— Asociación de Comercializadores de Pescado de Vigo.
— Asociación Provincial de Vendedores Consignatarios de

Pescado en Puertos.

HECHOS PROBADOS

1. ACOPEVI adoptó, en las fechas indicadas, las siguientes
decisiones:

1.1. En la reunión de la Asociación General Ordinaria (en
adelante, AGO) de 24 de marzo de 1994 (folio 114 del expe-
diente del Servicio), ante la falta de respuesta de las demandas
realizadas a la Asociación de Vendedores y el reiterado incum-
plimiento por ésta de los compromisos que se habían pactado,
se acuerda por mayoría enviar un escrito a la Asociación de
Vendedores en los siguientes términos: «Debido al reiterado
incumplimiento de las demandas solicitadas por esta Aso-
ciación a Vds. en contrapartida al pago de las facturas exigidas
por éstos los viernes de cada semana, todas las empresas aso-
ciadas a ACOPEVI deberán depositar en sobre cerrado en las
oficinas de nuestra Asociación el miércoles día 30 de marzo de
1994, todos los talones o facturas firmadas que debieran ser
entregadas a los vendedores dicha semana, hasta tanto no se de
cumplimiento por éstos a las demandas presentadas, y en cual-
quier caso serían entregadas el viernes 8 de abril de 1994, para
hacerlo así sucesivamente en tanto no sean atendidas nuestras
peticiones».

En dicha reunión uno de los asociados pone de manifiesto
el hecho de que no pudo comprar pescado porque distintas
casas vendedoras se lo negaron, al parecer por no haber
pagado la semana anterior a alguna casa, al encontrarse de
viaje.

En la reunión de la Asociación General Extraordinaria (en
adelante, AGE) de 2 de junio de 1994, se hace mención a la deci-
sión adoptada por la Junta Directiva de entregar las facturas a los
vendedores, sin consultar a la Asamblea, incumpliendo el acuerdo
de ésta respecto al pago de facturas a los vendedores adoptado en
el mes de marzo (folio 104).

1.2. El 7 de abril de 1994 se reúnen las dos asociaciones en la
sede de la Asociación de Vendedores (folio 392), informando el
representante de ACOPEVI de los siguientes puntos a acordar: No
dar pescado antes de las 6 de la mañana, sancionando a quien no
cumpla dicho horario y subastar la totalidad del pescado, cuando
haya poco, no antes de las 7,30 horas.

1.3. En la reunión de la AGE de 16 de septiembre de 1994, se
adopta el acuerdo de subastar por kilos y no por cajas, subastando
una fila a escoger para los minoristas y el resto de las filas, com-
pletas, para el exportador, debiendo traer los barcos el pescado
unificado en cuanto a calidades.

Estas demandas deberán ser tomadas en consideración y lleva-
das a la práctica a partir del 1 de octubre; de lo contrario, se adop-
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tarán, según el Acuerdo, las medidas que sean necesarias para
garantizar su cumplimiento (folio 113).

1.4. En la reunión de la AGE de 12 de enero de 1995, el Vice-
presidente presenta su dimisión, que no es aceptada, al reconocer
que, en contra del acuerdo adoptado en la reunión de 16 de sep-
tiembre, retiró pescado antes de la hora fijada para el comienzo de
la subasta y a la empresa armadora que había incumplido el acuer-
do (folio 120).

En dicha reunión se pone de manifiesto la posibilidad de
elaborar un censo propio, al margen del oficial, para impedir
que en el futuro empresas de otras provincias puedan comprar
en el Puerto de Vigo, debiéndose presentar dicha propuesta a la
Asociación de Vendedores que, en caso de no aceptarla, lleva-
ría a «adoptar las medidas de presión más convenientes» (folio
123).

1.5. La Junta, en su reunión del 21 de febrero de 1995, ante el
hecho de que algunas asociadas compran en lonja a nombre de sus
clientes de fuera de Vigo, con el perjuicio para el exportador
mayorista, acuerda enviar una carta a la Asociación de Vendedo-
res en los siguientes términos: «las empresas asociadas a ACO-
PEVI no comprarán pescado a aquellas casas vendedoras que
vendan a empresas compradoras que no estén ubicadas en Vigo».
(folio 314).

1.6. En la reunión de la AGE de 2 de marzo de 1995, ante el
incumplimiento reiterado del horario de subasta por parte de ven-
dedores y compradores, se decide por mayoría Aque a partir del
próximo viernes, día 17 de marzo, las empresas asociadas efec-
tuarán el pago a las casas vendedoras en las oficinas de ACOPE-
VI, depositando en sobre cerrado los talones y facturas en las ofi-
cinas de nuestra Asociación antes de las 12 de la mañana del
viernes. Por otra parte, ACOPEVI entregará a la Asociación de
Vendedores los citados sobres a partir de la 1 de la tarde de cada
viernes (folio 124).

1.7. En la reunión de la AGE de 16 de marzo de 1995 y
como consecuencia de la amenaza por parte de una empresa
vendedora de no dar pescado a las empresas que cumplan con
el acuerdo adoptado en la reunión del 2 de marzo antes men-
cionada, se acuerda ratificar dicho acuerdo, bajo la amenaza de
dar de baja a las empresas que lo incumplan, así como no reti-
rar el pescado antes de la hora de subasta, y si alguna empresa
vendedora niega el pescado a algún exportador miembro de
ACOPEVI, o se lo hace pagar al contado, los demás asociados
no comprarán pescado de las citadas empresas vendedoras
(folio 127).

1.8. En la reunión de la AGE de 28 de marzo de 1995, se lee
la carta recibida de la Asociación de Vendedores en la que se
expresa la conformidad con las propuestas de ACOPEVI (folio
361) en lo referente a no subastar ni vender pescado antes de la 6
de la mañana, permaneciendo las puertas cerradas hasta esa hora,
o de las 7 de la mañana, para determinadas especies. Ante la posi-
bilidad de que alguna empresa vendedora pida aval a algún aso-
ciado, se adopta el acuerdo de no comprar pescado a esa casa ven-
dedora por ninguno de los miembros asociados a ACOPEVI (folio
130).

1.9. En la reunión de la AGE de 19 de abril de 1995, ante el
incumplimiento de una empresa vendedora, se decide a partir del
24 de abril no retirar pescado de dicha empresa hasta que sea
subastado, dando de baja a las asociadas que incumplan dicho
acuerdo (folio 135).

1.10. En la reunión de la AGE de 19 de mayo de 1995, se
adopta el acuerdo de enviar a la Asociación de Vendedores un
escrito en el que se informe de que «nuestra Asociación ha toma-
do la decisión de no comprar ningún tipo de pescado a la empre-

sa vendedora que incumpla el acuerdo de vender en la subasta de
las panderetas pequeñas de gallito una fila a escoger y otra com-
pleta para hacer precio para la exportación, exactamente igual
como venden en estos momentos las cajas de 40 kilogramos por
filas completas, reservándose el derecho a modificar los acuerdos
en materia de pagos a la casa vendedora que no lo cumpla» (folio
139).

1.11. En la reunión de la AGE de 8 de mayo de 1996, se
acuerda que «las empresas pertenecientes a esta Asociación no
comprarán ningún tipo de pescado, si a partir de este miércoles
15 de mayo, alguna empresa vendedora realiza operaciones
comerciales a partir de las 6,30 horas en los pabellones 1 y 2.
Esta medida se mantendrá mientras la Autoridad portuaria no
anule la disposición anteriormente mencionada, estableciendo de
nuevo el inicio de subasta de altura a las 7,30. Solo accedemos a
la subasta si ésta se inicia tal y como está regulada actualmente»
(folio 164).

En la circular enviada a los asociados de dicho acuerdo (folio
350) se les indica además que no se deberá marcar o se procederá
a retirar las marcas que se hubiesen puesto en las cajas de pesca-
do.

1.12. En la reunión de la AGE de 16 de abril de 1997 tam-
bién se acuerda, por unanimidad, comunicar a todos los asociados
la siguiente decisión: «A partir del próximo lunes, día 5 de mayo
a aquella empresa(s) vendedora(s) que subasten o vendan antes
de la 7 de la mañana en la Lonja de altura, se le retendrá, por
parte de nuestras empresas Asociadas, los documentos de pago
correspondientes durante 1 semana, dos semanas, y así sucesiva-
mente, si incumplen por primera, segunda o más veces, respecti-
vamente».

2. La Asociación de Vendedores adoptó, en las fechas indica-
das, las siguientes decisiones:

2.1. La venta de pescado procedente de Galicia se efectuará
en la parte de atrás de la Lonja de altura (folio 378).

2.2. En la reunión de 25 de febrero de 1994 se pone de mani-
fiesto la falta de respeto por algún vendedor de la lista de impaga-
dos y del horario de las 5,30 horas, adoptando el acuerdo de impo-
ner una sanción económica a aquéllos que no los respeten (folio
394).

2.3. En la reunión de la Asamblea de 6 de septiembre de 1996
se solicita de los asistentes que se respeten los acuerdos adoptados
por la Asociación, en concreto el del horario de venta y el de la
lista de impagados (folio 381).

2.4. En el acta de la reunión de 11 de abril de 1997, ante
el incumplimiento de los acuerdos adoptados por la Asamblea,
se menciona la necesidad de recopilar los acuerdos adoptados
en los últimos años (folio 378), acuerdos entre los que cabe
destacar el de febrero de 1994, por el que a todas las nuevas
empresas compradoras se les exigirá la presentación de aval
ante la Asociación de Vendedores y el de marzo de 1995 por
el que no se puede repartir, marcar ni vender pescado hasta las
6 de la mañana, comenzando la subasta a las 7 separando el 25
por 100 del pescado de las cajas y subastando el resto (folio
439).

2.5. En cuanto al funcionamiento de la lista negra o de impa-
gados, y, según informa la propia Asociación de Vendedores al
Servicio, la información es facilitada por los vendedores asocia-
dos, dando cada uno la información relativa al número de factura
y el importe no abonado. La información, una vez elaborada, se
suministra al resto de los asociados. Los asociados se ponen así
en contacto con los compradores morosos con el fin de informar-
les que deberán pagar antes de hacer ninguna compra, refiriéndo-
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se el «respeto a la lista de impagados» exclusivamente a «que no
se realice ninguna venta, si antes no es pagada la factura que
deben y cuyo sistema de pago es el usual en este Puerto, ya que
las normas de venta establecidas por la Autoridad Portuaria, es
que las ventas deberán ser al contado». (Documento de respuesta
de la Asociación de Vendedores a las preguntas del Servicio, en
el que se describe el funcionamiento de la lista de impagados;
folio 411).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. Los hechos objeto del presente expediente no son objeto de
controversia, por lo que procede analizar directamente su califica-
ción jurídica. En el trámite de formulación de conclusiones, ACO-
PEVI alega que los Estatutos de la Asociación prevén ajustar su
actuación a las leyes y a los principios básicos en que se inspiran
estas normas estatutarias y que la Asociación ha cumplido celo-
samente sus obligaciones. Ante esta alegación resulta claro que el
hecho de que unos estatutos prevean explícitamente que una aso-
ciación debe cumplir con la normativa vigente no implica necesa-
riamente que así ocurra en todos sus actos. Por tanto, son esos
actos, y en concreto los acuerdos cuya antijuridicidad es alegada
por el Servicio y negada por ACOPEVI (que estima que los acuer-
dos relativos a la fijación de horario y organización de la subasta
fueron adoptados sin contravenir norma establecida ninguna), los
que han de ser analizados por el Tribunal a la luz de la normativa
vigente.

2. Atendiendo a los aspectos fundamentales de su conteni-
do, los acuerdos adoptados por ACOPEVI, tendentes todos
ellos a imponer ciertas condiciones relacionadas con la cele-
bración de las subastas, pueden agruparse bajo los siguientes
epígrafes:

2.1. Intento de imposición de forma de pago (acuerdos conte-
nidos en los HECHOS PROBADOS, en adelante HP, 1.1; 1.6; 1.8
y 1.9).

2.2. Intento de imposición de horarios, en el desarrollo de las
subastas (HP 1.2; 1.7; 1.8; 1.11 y 1.12).

2.3. Intento de impedir el acceso a empresas no locales (HP
1.4 y 1.5).

2.4. Exigencia de subasta (HP 1.3 y 1.10) y condiciones
diversas.

3. Los intentos de imposición de una determinada forma y
unas determinadas condiciones de pago que aparecen en los HP
1.1 y 1.8 obedecen explícitamente al deseo de ejercer presión
colectiva sobre la Asociación de Vendedores con el fin de obte-
ner de éstos la satisfacción de determinadas reivindicaciones.
En este sentido las decisiones colectivas tomadas en la asam-
blea general ordinaria de 24 de marzo de 1994 y en la AGE de
28 de marzo de 1995 son perfectamente subsumibles en el artí-
culo 1 LDC, cuyo texto prohíbe los acuerdos y decisiones
colectivas que tengan por objeto Yrestringir o falsear la compe-
tencia. Es más, dicha práctica constituye un claro caso de fija-
ción de condiciones comerciales distintas de los precios a las
que, y a modo de simple ejemplo, hace referencia el apartado a)
de dicho artículo.

El hecho de que la parte contraria, a la que se trata de impo-
ner esas condiciones, sea también una asociación de comercian-
tes que pretende, ella misma, influenciar en la situación
mediante actuaciones de carácter colectivo no constituye un
factor que lleve a alterar la calificación jurídica de los hechos.
No obstante, el contexto esencialmente bilateral en el que se
han desarrollado las presiones de una parte sobre la otra, en las
materias que son objeto del presente expediente, es algo que el

Tribunal debe tener en cuenta a la hora de determinar la modali-
dad de la conducta y sus efectos restrictivos de la competencia
y, por tanto, y de acuerdo con el artículo 10.2 LDC, la cuantía
de la sanción.

4. En relación con el intento de imposición de determinados
horarios para la celebración de las subastas de algunas varieda-
des de pescado que aparece en los HP 1.2; 1.4; 1.7; 1.8; 1.11 y
1.12, debe tenerse en cuenta que la facultad de fijar los horarios
corresponde a la Administración. Así lo señala la Autoridad Por-
tuaria en la comunicación dirigida por ese organismo a la propia
ACOPEVI, con fecha 17 de junio de 1996, que funda su compe-
tencia en el artículo 42. a) de la Ley 27/1992, de Puertos del
Estado y la Marina Mercante. La misma conclusión se desprende
de la lectura de diversos artículos del Reglamento de las Instala-
ciones y Servicios Pesqueros del Puerto de Vigo, Reglamento,
que lleva vigente desde 1949, y cuya legalidad las partes no
cuestionan. Dicho Reglamento atribuye facultades de fijación y
modificación de horarios a diversos órganos administrativos: el
artículo 36, párrafo primero, señala que el Ingeniero Director
propondrá los horarios de venta al Comandante de Marina y el
artículo 36, párrafo segundo, establece la posibilidad de recurrir
contra la fijación de horarios a la Dirección del Puerto y a la
Autoridad de Marina; el artículo 23 hace referencia a las modifi-
caciones de horario, que pueden ser propuestas, pero no autori-
zadas, por la Mesa de Subasta (organismo que, a su vez, se cons-
tituye, según el artículo 15, de la forma que determine la
Autoridad de Marina).

Resulta, por tanto, que las diversas asociaciones empresaria-
les que operan en el puerto de Vigo no tienen atribuida facultad
legal alguna para fijar el horario de las subastas de pescado, y
que las decisiones de ACOPEVI referenciadas en los HP 1.2;
1.7; 1.8; 1.11 y 1.12 constituyen intentos de afectar colectiva-
mente, y mediante cauces distintos a los establecidos por la Ley,
a los horarios de las subastas y, por tanto, de desviar las condi-
ciones de éstas respecto de la situación que se hubiera producido
caso de haber actuado cada miembro de ACOPEVI de forma
individual. Tal desviación resulta particularmente clara al obser-
var que, en casi todos los casos, ACOPEVI considera oportuno
amenazar con sanciones a los miembros que actúen según sus
propios criterios. Por ello, las decisiones de las diversas asam-
bleas incluidas en los mencionados Hechos Probados, tendentes
a fijar los horarios de celebración de las subastas, deben cali-
ficarse de decisiones colectivas que tienen por objeto falsear la
competencia mediante la fijación de unas determinadas condi-
ciones comerciales, por lo que constituyen prácticas prohibidas
por el artículo 1 LDC.

5. El HP 1.4 referencia también el debate celebrado en el
seno de la AGE de 12 de enero de 1995 respecto a la forma de
impedir que en el futuro empresas de otras provincias puedan
comprar en el Puerto de Vigo. Una decisión en este sentido
resultaría claramente contraria a la prohibición del artículo 1
LDC puesto que falsearía la competencia al impedir que
empresas sitas en otra localidad pudieran tener acceso a los
suministros de pescado efectuados a través del puerto de Vigo
(puerto que tiene la característica especial de ser, con gran
diferencia, el más importante de España en lo relativo a descar-
ga de pescado).

No obstante, la naturaleza del HP 1.4, que como ya se ha seña-
lado narra un debate, exige determinar previamente si se ha llega-
do o no a algún tipo de decisión. En este sentido no queda acredi-
tado que la propuesta de crear un censo de empresas establecidas
fuera de Vigo, a efectos de impedirles la compra de pescado en
este puerto, y que hubiera constituido una clara violación del artí-
culo 1 LDC, llegara a materializarse. Sin embargo, sí consta que,
en la reunión de 21 de febrero de 1995, ACOPEVI adoptó la deci-
sión de no comprar a aquellas empresas que vendieran sus produc-
tos a empresas no ubicadas en Vigo, decisión de la que se informó
debidamente a la Asociación de Vendedores. Tal conducta consti-
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tuye una amenaza de boicot, práctica que claramente se encuentra
incursa en la prohibición del artículo 1 LDC y constituye para el
Tribunal la infracción más grave de cuantas ha cometido ACOPE-
VI en este expediente.

6. El acuerdo reseñado en el HP 1.9 supone también la ame-
naza de una actuación colectiva; no obstante, dicha amenaza se
formula respecto de empresas que no hayan subastado el pesca-
do, es decir hayan incumplido la obligación claramente estable-
cida en el artículo 15 del Reglamento de las Instalaciones y Ser-
vicios Pesqueros del Puerto de Vigo. Por tanto, en la medida que
supone reforzar una exigencia legal, dicho acuerdo no resulta
sancionable.

Los HP 1.3 y 1.10 se refiere a acuerdos relativos a la forma
de celebrar la subasta. Al valorar dicho acuerdo debe tenerse
en cuenta que el Reglamento, que no omite regular aspectos
muy detallados del tráfico de pescado por el puerto, no entra en
los detalles técnicos a los que hace referencia dicho acuerdo y
que quedarían indeterminados si alguien no procediese a regu-
larlos.

Por ello, el Tribunal considera que el acuerdo de ACOPEVI,
que decide sobre aspectos organizativos que necesariamente han
de ser abordados de forma colectiva y que no incide sobre las
competencias otorgadas legalmente a otras instituciones, no es
contrario al artículo 1 de la LDC.

7. En relación con los acuerdos adoptados por ella, la Aso-
ciación de Vendedores, en trámite de conclusiones, alega fun-
damentalmente: que la facultad de organización del horario de
la subasta no corresponde a la Asociación de Vendedores, sino
a las Autoridades Portuarias del Puerto Pesquero de Vigo, por
lo que, al carecer de derecho, la Asociación de Vendedores no
puede pretender afectar a dichos horarios. En cuanto al estable-
cimiento de una lista de impagados, la Asociación de Vendedo-
res alega que su establecimiento tuvo un efecto meramente
informativo ya que bajo ningún concepto dispone la Aso-
ciación de un poder coercitivo de cara a los compradores y
malos pagadores. La Asociación pone de relieve, asimismo,
que posteriormente solicitó autorización singular para el esta-
blecimiento de un Registro de Morosos, autorización que fue
concedida.

Respecto a la alegación relativa a la ausencia de facultad
legal para la fijación de horarios, debe señalarse que la imputa-
ción que se hace a la Asociación de Vendedores es la de que, sin
gozar de ningún tipo de facultad legal para ello, pretendió impo-
ner a las otras partes contratantes sus propias condiciones, utili-
zando mecanismos de presión colectiva que se encuentran prohi-
bidos por el artículo 1 LDC. Respecto a la alegación relativa al
carácter meramente informativo de lista de impagados, y además
de las consideraciones que se formulan en el FD número 8, debe
señalarse que tal conclusión no puede desprenderse del texto de
la decisión tomada el 25 de febrero de 1994 (HP 2.2), en la que
se amenaza claramente con imponer una sanción a quien no la
respete; el mismo HP 2.5, que recoge las explicaciones de la
propia Asociación de Vendedores, y aun cuando se intenta limi-
tar los efectos de la denominada lista negra o de impagados, se
recomienda que no se realice ninguna venta si antes no es paga-
da la factura que deben.

8. Atendiendo a los aspectos fundamentales de su contenido,
los acuerdos adoptados por la Asociación de Vendedores pueden
agruparse bajo los siguientes epígrafes:

8.1. Intento de imposición de determinados horarios (HP
2.2; 2.3 y 2.4). Respecto de estos intentos, que plasman en las
actas de las reuniones de 25 de febrero de 1994, 6 de septiem-
bre de 1996 y 11 de abril de 1997, son pertinentes los juicios
emitidos en relación con acuerdos tendentes al mismo fin alcan-
zados en el seno de ACOPEVI, la Asociación de Vendedores no
se encuentra facultada legalmente para establecer dichos hora-

rios y el intento de imponerlos unilateralmente, con amenaza de
sanciones en caso de incumplimiento, supone un intento de
modificar las condiciones a las que se hubiera llegado en caso
de que hubieran actuado libremente las fuerzas de la competen-
cia. Tal actuación resulta, por tanto, contraria a la prohibición
del artículo 1 LDC.

8.2. Imposición de política comercial a sus miembros
mediante la elaboración de una lista negra de impagados (HP 2.2
y 2.3). En relación con estos acuerdos que el Tribunal considera
los más graves de cuantas conductas antijurídicas se imputan a la
Asociación de Vendedores, deben distinguirse dos aspectos dife-
rentes: el de la creación de un registro de compradores morosos y
el de la fijación de una actitud colectiva frente a las empresas
incluidas en él.

Como ha reiterado el Tribunal en numerosas ocasiones
(véase, por ejemplo, la Resolución de 3 de noviembre de 1999,
al Expediente A 239/98), la simple instauración de un registro
de morosos constituye una práctica contraria al artículo 1.1
LDC. De la lectura del acta de la reunión de 25 de febrero de
1994 se desprende que la Asociación de Vendedores tenía en
funcionamiento un registro de esa índole, de donde resulta que
había incurrido en una práctica contraria a la Ley. Por otra par-
te, el Tribunal ha reconocido que dichos registros pueden tener
consecuencias positivas sobre la actividad económica que pue-
den compensar los efectos negativos de restricción de la com-
petencia, por lo que puede solicitarse una autorización que el
Tribunal concede siempre que estime que se cumplen las con-
diciones que exige el artículo 3 LDC. En el caso que nos ocu-
pa, la Asociación de Vendedores presentó ante el Servicio, con
fecha 5 de febrero de 1999, escrito formulando solicitud de
autorización singular para la constitución de dicho Registro,
autorización que fue concedida por el Tribunal con fecha 22 de
diciembre de 1999, como Resolución al Expediente A 259/99.
El hecho de que la Asociación de Vendedores tuviera en fun-
cionamiento sin autorización dicho registro entre febrero de
1994 y diciembre de 1999 constituye, por tanto, una práctica
contraria a la prohibición del artículo 1.1 de la LDC. A efectos
de sancionar dicha práctica el Tribunal ha tenido, sin embargo,
en cuenta, y como circunstancia atenuante, de acuerdo con el
artículo 10.2 LDC, el hecho de que la Asociación, al tomar
conciencia de que su actuación resultaba contraria a la Ley,
decidió adoptar las medidas oportunas a fin de regularizar su
situación.

No obstante, aunque la constitución y mantenimiento de un
registro de morosos puede ser objeto de una autorización singu-
lar, el Tribunal exige (como se puso de relieve en el FD 1 de la
propia Resolución al Expediente A 259/99) como requisito
necesario para su aprobación que dicho registro respete la liber-
tad de comportamiento comercial de las empresas que forman
parte de él. En otros términos, la práctica de intercambiar infor-
mación sobre impagos es susceptible de autorización siempre
que se respete la libertad de las empresas de actuar como esti-
men oportuno frente a quiénes han sido calificados como moro-
sos por dicho registro. En este sentido, las llamadas a que no se
realice ninguna venta a las empresas tachadas de morosas y las
amenazas ante quienes no respeten la lista de impagados que
aparecen el los HP 2.2 y 2.3 constituyen claros intentos de arti-
culación de una política comercial común, contrarios al artículo
1 LDC, con independencia de que el registro haya sido autoriza-
do o no.

9. Por razones similares a las expuestas en relación con los
HP 1.10 y 1.13, y que hace referencia a la necesidad de adoptar
decisiones colectivas a efectos de organizar la subasta, el Tribunal
considera que no se encuentra acreditado que el acuerdo descrito
en el HP 2.1 sea contrario a la LDC.

10. Como resultado de las consideraciones anteriores el Tribu-
nal estima que ACOPEVI es responsable de una conducta contraria
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al artículo 1 de la LDC como consecuencia de las decisiones toma-
das en sus asambleas generales ordinarias y extraordinarias reseña-
das en los HP 1.2; 1.6; 1.7; 1.8; 1.11 y 1.12, tendentes a afectar
directamente los horarios de celebración de las subastas de pescado,
y de la decisión reseñada en el HP 1.1 tendente a imponer determi-
nadas condiciones de pago. Se considera también responsable a
ACOPEVI de una conducta contraria al artículo 1 de la LDC por la
decisión referenciada en el HP 1.5 que supone un intento de repartir
el mercado mediante la exclusión de empresas de otras provincias.
El Tribunal no considera acreditado que las decisiones referidas en
los HP 1.3; 1.9 y 1.10 constituyan prácticas contrarias al artículo 1.

11. Al fijar la cuantía de la sanción que corresponde a ACO-
PEVI, y de acuerdo con el artículo 10.2, apartados b) y c), el Tri-
bunal ha tenido en cuenta que el mercado afectado es el de descar-
ga de pescado fresco en el puerto de Vigo y que la cuota de
mercado de dicha asociación es, de acuerdo con la información
trasmitida por la Autoridad Portuaria de Vigo, mediante carta de 7
de octubre de 1998 (página 289 del expediente del Servicio), del
95 por 100.

El Tribunal ha tenido también en cuenta, como elemento
reductor de la sanción, y de acuerdo con el apartado a) del artículo
10.2 LDC, que el carácter esencialmente bilateral de las acciones
sancionadas, como medio de presión frente a otros agentes impor-
tantes del mercado, constituye una actuación cualitativamente
menos grave que aquellas decisiones tendentes a imponer condi-
ciones comerciales a unos clientes atomizados. Finalmente, el Tri-
bunal ha considerado particularmente grave el intento de segmen-
tación geográfico del mercado que suponen los acuerdos tendentes
a excluir a las empresas no ubicadas en Vigo.

12. El Tribunal estima que la Asociación de Vendedores es
responsable de una conducta contraria al artículo 1 de la LDC
como consecuencia de las decisiones reseñadas en los HP 2.2; 2.3
y 2.4, tendentes a afectar directamente los horarios de celebración
de las subastas de pescado. Se considera también responsable a
dicha Asociación de alcanzar decisiones contrarias a la LDC
como consecuencia de las decisiones referenciadas en los HP 2.2
y 2.3, en las que se instrumenta un registro de impagados y se pre-
tende el establecimiento de una política comercial conjunta frente
a quienes se encuentra incluidos en él. El Tribunal considera que
no se encuentra acreditado que la decisión reseñada en el punto
2.1 sea contraria a la LDC.

13. Al fijar la cuantía de la sanción que corresponde a la Aso-
ciación de Vendedores, y de acuerdo con el artículo 10.2, aparta-
dos b) y c), el Tribunal ha tenido en cuenta que el mercado afecta-
do es el de descarga de pescado fresco en el puerto de Vigo y que
la cuota de mercado de dicha asociación es del 47 por 100.

El Tribunal ha tenido también en cuenta, como elemento
reductor de la sanción, y de acuerdo con el apartado a) del artículo
10.2 LDC, el carácter esencialmente bilateral de las presiones para
imponer horarios. El Tribunal ha tenido también en cuenta, de
acuerdo con el artículo 10.2. a) LDC, que el registro de impagados
establecido por la Asociación ha estado en funcionamiento de for-
ma contraria a la Ley entre febrero de 1994 y diciembre de 1999.
No obstante, y como circunstancia reductora de la sanción, el Tri-
bunal ha tenido en cuenta que, al resultar evidente la ilegalidad de
los acuerdos adoptados en este sentido como consecuencia de las
actuaciones del Servicio, la Asociación solicitó autorización sin-
gular para la creación y funcionamiento de dicho registro.

Por todo ello, el Tribunal

RESUELVE

1. Declarar que los acuerdos adoptados por la Asociación de
Comercializadores de Pescado de Vigo reseñados en los Hechos Pro-
bados 1.1; 1.2; 1.5; 1.6; 1.7; 1.8; 1.11 y 1.12, tendentes a imponer
determinados horarios en la celebración de la subasta, determinadas

condiciones en los pagos y a impedir el acceso al mercado a empresas
foráneas, son contrarios a la libre competencia por tratarse de conduc-
tas prohibidas en el artículo 1.1 b) LDC. Es responsable de estas prác-
ticas la Asociación de Comercializadores de Pescado de Vigo.

2. Declarar que los acuerdos adoptados por la Asociación Pro-
vincial de Vendedores Consignatarios de Pescado en Puertos reseña-
dos en los Hechos Probados 2.2; 2.3 y 2.4, tendentes a imponer deter-
minados horarios en la celebración de la subasta, a la creación de una
lista de impagados no autorizada y a la fijación de una política comer-
cial común frente a las empresas incluidas en dicha lista, son contra-
rios a la libre competencia al tratarse de conductas prohibidas en el
artículo 1.1 b) LDC. Es responsable de estas prácticas la Asociación
Provincial de Vendedores Consignatarios de Pescado en Puertos.

3. Imponer a la Asociación de Comercializadores de Pescado
de Vigo una sanción de 25 millones de pesetas.

4. Imponer a la Asociación Provincial de Vendedores Consig-
natarios de Pescado en Puertos una sanción de 35 millones de
pesetas.

5. Intimar a la Asociación de Comercializadores de Pescado
de Vigo para su cese inmediato en los citados acuerdos y para que
en lo sucesivo se abstenga de tomar acuerdos semejantes a los
anteriores.

6. Intimar a la Asociación Provincial de Vendedores Consig-
natarios de Pescado en Puertos para su cese inmediato en los cita-
dos acuerdos y para que en lo sucesivo se abstenga de tomar
acuerdos semejantes a los anteriores.

7. Ordenar a la Asociación de Comercializadores de Pescado
de Vigo la publicación, en el plazo de tres meses, de la parte dis-
positiva de esta Resolución en el BOE y en un diario que tenga
difusión en todo el territorio nacional, a su costa.

8. Ordenar a la Asociación Provincial de Vendedores Consigna-
tarios de Pescado en Puertos la publicación, en el plazo de tres
meses, de la parte dispositiva de esta Resolución en el BOE y en un
diario de que tenga difusión en todo el territorio nacional, a su costa.

9. Ordenar a la Asociación de Comercializadores de Pescado
de Vigo a la comunicación individualizada de esta Resolución a
cada uno de sus Asociados, en el plazo de tres meses.

10. Ordenar a la Asociación Provincial de Vendedores Con-
signatarios de Pescado en Puertos a la comunicación individuali-
zada de esta Resolución a cada uno de sus Asociados, en el plazo
de tres meses.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a los interesados, haciéndoles saber
que contra ella no cabe recurso alguno en vía administrativa,
pudiendo interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses contados desde la
notificación de esta Resolución. ■

Expediente A 142/95, Morosos Instrumentación Dental

■ En Madrid, a 25 de septiembre de 2000.

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (el Tribu-
nal), con la composición expresada arriba y siendo Ponente el Vocal
Señor PASCUAL Y VICENTE, ha dictado la siguiente Resolución
en el expediente A 142/95, Morosos Instrumentación Dental (1263
del Servicio de Defensa de la Competencia, el Servicio), seguido por
solicitud de prórroga de un Registro de morosos de la Federación
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Nacional de Empresas de Instrumentación Científica, Médica, Téc-
nica y Dental (FENIN) autorizado por un plazo de cinco años
mediante Resolución del Tribunal de 14 de septiembre de 1995.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. FENIN ha solicitado, antes de su vencimiento, prórroga por
cinco años de la mencionada autorización, mediante escrito dirigi-
do al Servicio el 6 de marzo de 2000.

2. El Servicio emitió opinión favorable al respecto el 11 de
septiembre de 1999, en el Informe de vigilancia redactado sobre la
precitada autorización, al mismo tiempo que daba cuenta al Tribu-
nal de que la solicitud de prórroga había sido presentada.

3. El Tribunal deliberó y falló en Pleno celebrado el 19 de
septiembre de 2000.

4. Es interesada la Federación Nacional de Empresas de Ins-
trumentación Científica, Médica, Técnica y Dental (FENIN).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. El presente procedimiento tiene por objeto resolver sobre la
solicitud de prórroga de la autorización singular otorgada por el Tri-
bunal a FENIN mediante Resolución de 14 de septiembre de 1995.

2. El artículo 4.3 de la Ley 16/1989, de Defensa de la Com-
petencia (LDC), establece que las autorizaciones singulares
serán renovadas a petición de los interesados y oído el Servicio
si, a juicio del Tribunal, persisten las circunstancias que la
motivaron.

3. El Tribunal, una vez examinada la solicitud, coincide con el
Servicio en que dichas circunstancias persisten, por lo que consi-
dera procedente conceder por cinco años la prórroga solicitada, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.3 LDC.

Vistos los preceptos citados y demás de general aplicación, el
Tribunal

RESUELVE

Primero: Prorrogar por cinco años, a partir de la expiración
de su plazo el 14 de septiembre de 2000, la autorización singular
concedida a FENIN para un Registro de morosos por Resolución
de 14 de septiembre de 1995.

Segundo: Encargar al Servicio de Defensa de la Competencia
que vigile la ejecución y el cumplimiento de lo dispuesto en la
presente Resolución y que proceda a su inscripción en el Registro
de Defensa de la Competencia.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a los interesados, haciéndoles saber
que contra la misma no cabe recurso alguno en vía administrativa,
pudiendo interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses contados desde la
notificación de la presente Resolución. ■

Expediente 473/99 Igualatorio Médico Quirúrgico Cantabria

■ En Madrid, a 27 de septiembre de 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (en
adelante, el Tribunal, TDC), con la composición expresada al

margen y siendo Ponente Don Miguel Comenge Puig, ha dicta-
do la siguiente Resolución en el expediente 473/99 (1429/96 del
Servicio de Defensa de la Competencia, en adelante, el Servi-
cio, SDC) iniciado de oficio por la Dirección General de Políti-
ca Económica y Defensa de la Competencia contra el IGUALA-
TORIO MEDICO QUIRURGICO COLEGIAL, S.A. DE
SEGUROS (el Igualatorio) por presuntas conductas prohibidas
por la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competen-
cia (LDC).

ANTECEDENTES DE HECHO

1. Con fecha 21 de junio de 1996 tuvo entrada en el Servicio
de Defensa de la Competencia un oficio de la Dirección General
de Seguros en el que se comunicaba que la entidad aseguradora
de asistencia sanitaria IGUALATORIO MEDICO QUIRURGI-
CO, S.A. DE SEGUROS, con sede en Cantabria, imponía la
exclusividad a los miembros de su cuadro médico, no permitién-
doles pertenecer a los de otras entidades aseguradoras de asisten-
cia sanitaria, lo que, en opinión de algunas de éstas, le situaba en
posición de absoluto predominio en la referida Comunidad
Autónoma.

2. A la vista de la citada información el Director General de
Política Económica y Defensa de la Competencia, mediante Pro-
videncia de 2 de septiembre de 1996, acordó incoar de oficio
expediente sancionador contra el IGUALATORIO por posibles
conductas prohibidas por el artículo 6.1 de la LDC.

3. Con fecha 6 de agosto de 1998 se formuló el Pliego de
Concreción de Hechos (folios 727 a 731).

4. Recibidas las alegaciones del Igualatorio y valoradas las
pruebas, el SDC remitió al Tribunal el 20 de octubre de 1999 el
expediente y el correspondiente informe con la siguiente propues-
ta:

«… se propone que por el Tribunal de Defensa de la Compe-
tencia:

Primero: Se declaren prácticas restrictivas de la competencia
prohibidas por el artículo 6.2.b) de la LDC, consistentes en abuso
de la posición de dominio que la entidad imputada tiene en el
mercado de entidades aseguradoras de asistencia sanitaria de
Cantabria:

a) La exigencia de exclusividad a los miembros del cuadro
médico en los artículos 9 y 9 bis de sus Estatutos (cuando la par-
ticipación económica en otra sociedad aseguradora de asistencia
sanitaria sea requisito necesario para formar parte de su cuadro
médico) y 5.2) de su Reglamento de Régimen Interno.

b) El Acuerdo del Consejo de Administración de 5de junio de
1996, en cuyo cumplimiento se remitió una carta de fecha 13 de
junio de 1996 a los médicos del IGUALATORIO integrados en
HISPASALUD, recordándoles la exclusividad prevista en el
Reglamento y advirtiéndoles de la ejecución de las acciones pre-
vistas al respecto, de confirmarse la pertenencia del destinatario
a dicha entidad aseguradora, lo que motivó que la mayoría de
ellos causara baja en la misma.

Segundo: Se declare la nulidad del Acuerdo del Consejo de
Administración del IGUALATORIO, de 5 de junio de 1996, citado
en el punto anterior.

Tercero: Se intime a la Sociedad autora de dichas prácticas
para que cese en las mismas y se abstenga en el futuro de reali-
zarlas de nuevo, así como que dirija una carta a los destinatarios
de la de fecha 13 de junio de 1996 comunicando la nulidad del
Acuerdo que motivó su remisión.
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Cuarto: Se ordene a la entidad imputada la publicación, a su
costa, de la parte dispositiva de la Resolución que en su momento
se adopte en el Boletín Oficial del Estado, en uno de los diarios
de mayor circulación de ámbito nacional y en el de mayor tirada
de ámbito autonómico.

Quinto: Se imponga al IGUALATORIO una multa en la cuan-
tía que estime oportuno atendiendo a la gravedad de las infrac-
ciones.

Sexto: Se adopten los demás pronunciamientos del artículo 46
de la LDC.

No obstante ese Tribunal resolverá.»

9. Por Providencia de 26 de octubre de1999 el Tribunal admi-
tió a trámite el expediente y lo puso de manifiesto al Igualatorio
para que propusiera las pruebas que considerase necesarias y soli-
citase, en su caso, la celebración de Vista.

14. El 18 de noviembre de 1999 se recibe en el Tribunal el
escrito de alegaciones del Igualatorio solicitando determinadas
pruebas y la celebración de Vista oral.

19. Por Auto de 30 de marzo de 2000 el Tribunal se pronun-
cia sobre las pruebas solicitadas, considera improcedente la Vista
y concede al Igualatorio el plazo de quince días para la formula-
ción de conclusiones.

24. El 4 de mayo de 2000 el Igualatorio presenta su escrito de
conclusiones.

29. El Tribunal deliberó sobre este asunto en su sesión plena-
ria del día 25 de julio de 2000.

34. Es interesado:

— Igualatorio Médico Quirurgico Colegial, S.A. de Seguros.

HECHOS PROBADOS

1. La estructura de la oferta privada de seguros de asistencia
sanitaria en la Comunidad Autónoma de Cantabria en el año 1997
se resume en el siguiente cuadro:

POSICION DEL IGUALATORIO EN LA COMUNIDAD 
AUTONOMA DE CANTABRIA 1997

Número de Primas
Entidades aseguradoras asegurados % suscritas %

(Mil. ptas.)

IGUALATORIO ............................. 56.337 2.901.575
ADESLAS ........................................ 10.059 582.442
ASISA .............................................. 1.690 95.064
SANITAS ......................................... 1.490 75.597
ALIANZA MEDICA ...................... 1.635 66.817
CAJA SALUD ................................. 190 11.044
PREVIASA ...................................... 148 9.218
CASER SALUD .............................. 61 3.000
WINTHERTUR .............................. 33 2.384

TOTAL

Esta estructura es análoga a la de los años 1995 y 1996 en
los que los porcentajes correspondientes al Igualatorio sobre el
total de asegurados fueron 74,86 por 100 y 78,84 por 100 y
sobre el de primas suscritas 77,73 por 100 y 77,76 por 100, res-
pectivamente.

2. Entre 1995 y 1997 todas las entidades competidoras del
IGUALATORIO, salvo ALIANZA MEDICA, CASER SALUD y
WINTERTHUR SALUD, al carecer de cuadros médicos y de ins-

talaciones hospitalarias propias en la Comunidad Autónoma de
Santander, prestaban servicio a sus asegurados a través del IGUA-
LATORIO mediante acuerdos con éste y el pago de las correspon-
dientes contraprestaciones. (folios 214, 763).

3. Los Estatutos del Igualatorio, cuyo texto refundido se apro-
bó en Junta General de Accionistas el 24 de junio de 1992, esta-
blecen (folios 169 y 170):

«Artículo 9.° Solo podrán ser accionistas de esta Sociedad
las personas individuales en quienes concurran, imprescindible-
mente, las siguientes condiciones:

1.ª Ser licenciado en Medicina y Cirugía y estar colegiado en
el Ilustre Colegio oficial de Médicos de Santander.

2.ª No tener participación económica en Entidades de Seguro
Libre de Enfermedad que presten servicios de asistencia médico-
quirúrgica de carácter libre, ni desempeñar cargos de Director
Técnico en mencionadas Entidades.

Si llegase a concurrir en algún accionista alguna de estas
incompatibilidades el Consejo de Administración pondrá en cono-
cimiento del interesado la situación de incompatibilidad; y si no
accediera a corregirla en el plazo de treinta días, perderá el dere-
cho a la propiedad de sus acciones, que pondrá a disposición del
Consejo para su transmisión a un nuevo accionista, con arreglo a
las normas que se establecen en el artículo 11.° de estos Estatu-
tos, reembolsando al accionista cedente sus títulos por el valor
contable a que se refiere el apartado c/ del artículo 23.° de los
propios Estatutos.»

«Artículo 9.° bis. La calidad de accionista confiere a su
titular el derecho a formar parte del Cuadro de Facultativos
de la Entidad. Consecuentemente, para ejercer en la misma
será condición poseer o adquirir la calidad de accionista del
mismo o figurar inscrito en el Libro-Registro de aspirantes a
ingreso en la Sociedad, así como cumplimentar las condiciones
y requisitos estatutarios y aquellas otras establecidas por el
Consejo de Administración, a que se refiere el artículo 25.°
bis.

En referido Libro-Registro, debidamente diligenciado por el
Consejo de Administración, se anotarán, por orden cronológico y
de especialidades, el nombre, apellidos y circunstancias persona-
les del aspirante.

Con excepción a lo anterior y en los casos en que no existan
suficientes médicos accionistas o aspirantes en determinadas
zonas, el Consejo de Administración podrá regular la asistencia
facultativa por o con otros médicos.»

4. El Reglamento de Régimen Interno del Igualatorio, aproba-
do en Junta General Extraordinaria de 6 de junio de 1990, con
modificación del artículo 5 en 1994, establece (folios 41 y 42):

«Artículo 5.° Para ejercer como médico a través del Igualato-
rio Médico-Quirúrgico Colegial, S.A. de Seguros son condiciones
indispensables las siguientes:

35. Poseer o adquirir la calidad de accionista del mismo o
figurar inscrito en el Libro Registro de Aspirantes a ingreso de la
Sociedad.

Para la inscripción en el Libro Registro se precisará:

1.° Cumplir las condiciones que para ser accionista exigen
los Estatutos.

2.° Ejercicio profesional con consulta propia durante cinco
años en Cantabria. El anterior plazo no será de aplicación para
los hijos de Médico siempre y cuando el progenitor que ostente
tal calidad haya ejercido en el Igualatorio durante quince años de
forma ininterrumpida o veinte en forma discontinua.
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3.° Depositar a cuenta, a título de derecho de inscripción, el
valor contable de una acción que será reintegrado cuando, en su
día, se haya suscrito y desembolsado la acción o rehusara hacer-
lo.

…

36. Se considerará incompatible el desarrollo de la práctica
profesional de todos los médicos del I.M.Q. en Sociedades de
Seguros Sanitarios que pudieran instalarse en esta Región con
posterioridad a la aprobación de este Reglamento o que, estable-
cida en la actualidad, su integración en ellas pudiera considerar-
se lesiva para los intereses de esta Entidad.»

5. Con fecha 26 de febrero de 1996, el Consejero Delegado
del IGUALATORIO, remitió a 58 facultativos de su cuadro médi-
co un escrito (folios 638 a 640, 714 a 716; y 724 a 726) al que
pertenecen los siguientes párrafos:

«Durante cuarenta y cuatro años nuestros antecesores lucha-
ron y se sacrificaron por ello, quizás el mayor dolor se produjo
cuando incompatibilizaron el ejercicio del IMQ con Zaldivar y
tuvieron que expulsar de su cuadro médico a numerosos compa-
ñeros. Ahora estamos ante un caso similar: HISPASALUD, con
el Doctor Pérez Bouzo a la cabeza pretende no sólo hacer un
cuadro médico sino utilizar los recursos del Igualatorio; ya en
1994, se me ofertó la posibilidad de canalizarlo a través de mi
persona, con claras ventajas a título individual, mi decisión de
negarme a colaborar con esta y otras compañías para nada fue-
ron idealistas: las tarifas de Hispasalud pueden parecer altas,
altísimas, pero debes darte cuenta que son tarifas calculadas
sobre CERO actos médicos, puesto que no disponen de cartera
de clientes.

Cuando tengan su cuadro médico y vayan logrando sus póli-
zas, sin lugar a dudas miraran su balance y sus beneficios mer-
cantiles, y las Tarifas serán para aquellos que acepten trabajar
más baratos, bajo los parámetros del Beneficio al Capital, muy
lícito, muy legal pero muy distante de la constitución de los Igua-
latorios.

Por último y me ofrezco a aclarar cualquier duda que te surja
tras estas líneas, insisto personales, debiendo recordar algo tan
sencillo como el REGLAMENTO DE REGIMEN INTERNO del
Igualatorio, que nosotros mismos nos impusimos en la JUNTA
GENERAL EXTRAORDINARIA del 6 de junio de 1990, si a ello
añadimos que voluntariamente TODOS hemos firmado en nues-
tra solicitud de ingreso, el acatamiento a Estatutos y Reglamento
mencionado, así como otros beneficios que tenemos que cumplir-
los, … y que perderíamos por incumplimiento, … con leer el artí-
culo 5.°, apartado 2, queda muy claro.»

6. Con fecha 5 de junio 96, el Consejo de Administración del
IGUALATORIO, al tener conocimiento de la inclusión en el cua-
dro médico de HISPASALUD de treinta y tres accionistas del
IGUALATORIO, adoptó por unanimidad el siguiente acuerdo
(folios 617 y 618):

Mandar un escrito a los Accionistas firmantes del cuadro
médico de Hispasalud, recordándoles sus obligaciones con el
Igualatorio Medico Quirúrgico Colegial, S.A. de Seguros, dán-
doles un plazo razonable de tiempo, 1 mes, para que reconsi-
deren su postura y de no hacerlo iniciar los oportunos expe-
dientes.

En cumplimiento de este acuerdo se remitió, con fecha 13 de
junio de 1996, a los accionistas incluidos en el cuadro médico de
HISPASALUD, un escrito firmado por el Presidente y el Secreta-
rio (folio 619) que, literalmente, decía:

«Enterados de que figuras incluido en el cuadro médico de
HISPASALUD y no constando si ello ha sido con tu conocimiento

y consentimiento, te rogamos nos comuniques, a la mayor breve-
dad posible y en todo caso antes de quince días, si ello es así,
pues como sabes el Reglamento de Régimen Interno, aprobado en
Junta General Extraordinaria, del 6 de junio de 1990, considera
incompatible, a sus Accionistas, el ejercicio profesional en socie-
dades cuyas actuaciones puedan ser consideradas lesivas para los
intereses de nuestra Sociedad.

De confirmar tu pertenencia al citado cuadro nos veríamos
obligados a ejecutar las acciones correspondientes previstas al
respecto».

7. Como consecuencia, la mayoría de los médicos a los que
fue dirigida la carta transcrita causaron baja en el cuadro médico
de HISPASALUD (folio 665).

FUNDAMENTOS DE DERECHO

37. El Igualatorio despliega su actividad económica en el
mercado de seguros privados de asistencia sanitaria en la Comuni-
dad Autónoma de Cantabria.

La delimitación geográfica de este mercado ha sido discuti-
da por el Igualatorio en el procedimiento ante el SDC. Sin
embargo, el Tribunal coincide plenamente con la delimitación
citada ya que resulta de constante aplicación, tanto en expedien-
tes relativos a conductas anticompetitivas como en expedientes
de concentración de empresas, la doctrina establecida ya en el
asunto United Brands (1976) y definida con mayor amplitud y
precisión en el artículo 9.7 del Reglamento CEE 4064/89 sobre
el Control de Operaciones de Concentración de Empresas y en
la Comunicación relativa a la definición del mercado de
referencia de 9 de diciembre de 1997. Según esta doctrina, el
mercado geográfico de referencia está constituido por un terri-
torio en el que las condiciones de competencia son suficiente-
mente homogéneas y puede distinguirse de los territorios veci-
nos por diferencias notables de tales condiciones, entre las que
hay que tener en cuenta, desde el lado de la oferta, las que se
derivan de diferencias considerables de las cuotas de mercado
de las empresas.

Desde este punto de vista, el Tribunal ha comprobado en expe-
dientes anteriores que guardan gran similitud con el actual (Expe-
diente 305/91, IMECOSA; Expediente 464/99, Aseguradores
Médicos Vizcaya) la fuerza con la que en distintas provincias
están implantadas empresas privadas de seguros de asistencia
médica cuyo origen puede establecerse en los Colegios Profesio-
nales que tradicional y reglamentariamente han tenido un ámbito
provincial.

Cantabria no es una excepción y constituye un mercado
geográfico de condiciones homogéneas en el que la preferen-
cia de la demanda se orienta hacia una asistencia sanitaria cer-
cana, con el menor coste y tiempo de desplazamiento posible,
de forma que para la mayoría de los asegurados la asistencia
que se presta en la propia Comunidad Autónoma no encuentra
sustitutivos próximos en la que se pueda prestar fuera de ella.
Este mercado se diferencia además nítidamente de los que le
rodean por la propia estructura de la oferta caracterizado por
un predominio del Igualatorio que no existe en las demás pro-
vincias.

38. En el mercado relevante de seguros privados de asisten-
cia sanitaria de la Comunidad Autónoma de Cantabria, el Igua-
latorio ostenta una clara posición dominante como se despren-
de, no sólo del elevado porcentaje, próximo al 80 por 100, tanto
en el total de asegurados como en el total de las primas suscri-
tas, sino también de la circunstancia de que la mayor parte de
sus competidores carecen de cuadros médicos y de instalaciones
y prestan sus servicios a través del mismo Igualatorio, de forma
que la actividad conjunta de las empresas competidoras con
medios propios para prestar sus servicios con independencia del
Igualatorio sólo alcanzaba en 1997 el 2,42 por 100 del número
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de asegurados y el 1,92 por 100 del total de primas suscritas en
Cantabria, tal como puede deducirse de los dos primeros hechos
probados.

En estas condiciones, el Igualatorio goza de una amplia inde-
pendencia de comportamiento con relación al de sus competido-
res, rasgo que mejor define la existencia de una posición domi-
nante.

39. Los titulares de pólizas de asistencia sanitaria del Iguala-
torio tienen derecho, mediante el pago de la prima correspondien-
te, a recibir asistencia de los médicos integrados en el Cuadro
Médico de la entidad y en las instalaciones sanitarias que tiene el
Igualatorio en Cantabria.

Los médicos perciben del Igualatorio la remuneración corres-
pondiente a cada acto médico de acuerdo con el baremo estableci-
do por el Igualatorio, manteniendo la libertad de atender a pacien-
tes no asegurados, con libertad en el establecimiento de sus
honorarios pero con la obligación de igualar el trato a los pacien-
tes asegurados en el Igualatorio al que conceden a sus pacientes
privados (artículo 9 del Reglamento de Régimen Interno, folio
42).

Sólo pueden formar parte del Cuadro Médico del Igualato-
rio los accionistas o los aspirantes registrados, quienes tendrán
que cumplir los mismos requisitos estatutarios que los accio-
nistas.

40. Desde el punto de vista del derecho de competencia, la
posición dominante del Igualatorio no admite, en sí misma,
reproche alguno, pero le hace principal responsable de las condi-
ciones de competencia en el mercado en que la ostenta. Su con-
dición de empresa dominante exige que, en el esfuerzo compe-
titivo que, en todo caso, está obligada a mantener, no utilice más
medios que los objetivamente necesarios, entre los cuales no se
encuentra el vincular con exclusividad a los médicos integrantes
de su cuadro médico quienes podrían simultanear su asistencia a
los asegurados en el Igualatorio y a los asegurados en empresas
competidoras.

41. El artículo 9 de los Estatutos del Igualatorio prohibe a
sus accionistas tener participación económica en Entidades de
Seguro Libre de Enfermedad y desempeñar cargos de Director
Técnico en ellas, mientras que el artículo 5.2 del Reglamento
extiende la prohibición al desarrollo de la práctica profesional en
empresas competidoras instaladas o que puedan instalarse en la
Región.

La incompatibilidad establecida por el artículo 5.2 del Regla-
mento de Régimen Interno resulta ahora, en sí misma, abusiva al
producir la vinculación exclusiva al Igualatorio de los miembros
de su cuadro médico, con prohibición expresa de trabajar para
empresas competidoras.

El hecho de que los Estatutos reconozcan el derecho de los
médicos al ejercicio libre de su profesión con pacientes no asegu-
rados, muestra que la limitación impuesta no es producto de lo
que objetivamente pudiera ser necesario para conseguir la mayor
atención y dedicación a los clientes del Igualatorio sino una medi-
da cuyo único objeto es la deliberada obstaculización al acceso de
empresas competidoras.

La advertencia contenida en la carta dirigida por el Consejero
Delegado del Igualatorio a cincuenta y ocho miembros de su cua-
dro médico, que se habían integrado además en el de una empresa
competidora, invoca el citado artículo 5.2 del Reglamento y pre-
cede al acuerdo del Consejo de Administración de 5 de junio de
1996 en el que se decide recordar a treinta y un miembros inclui-
dos en el cuadro médico de Hispasalud (hoy Winterthur Salud) su
vinculación exclusiva al Igualatorio e iniciar, si no reconsideran
su postura, los oportunos expedientes.

Como consecuencia de tales presiones, la mayoría de los
médicos causaron baja en la entidad competidora Hispasalud.

El Tribunal considera que, al aplicar de esta forma la cláusula
de vinculación exclusiva de los integrantes de su cuadro médico,

el Igualatorio ha incurrido en un abuso de su posición dominante
en el mercado, prohibido por el artículo 6 LDC, perjudicando gra-
vemente no sólo a las empresas competidoras que deseen implan-
tarse en el mercado, sino también a los médicos que ven limitado
innecesariamente el ejercicio de su profesión y a los consumidores
interesados en suscribir pólizas más ventajosas de otras empresas
competidoras sin, por ello, renunciar a la asistencia de sus médi-
cos habituales.

6. El Igualatorio alega ante el Tribunal que la Sentencia del
Tribunal Supremo de 16 de febrero de 1998 indica que es perfec-
tamente lícita la prohibición a los socios de hacer competencia a
la Sociedad, máxime cuando los accionistas y aspirantes a accio-
nistas aceptan libremente dicha prohibición que afecta solamente
a una quinta parte de los médicos ejercientes en el ámbito territo-
rial.

El Tribunal no puede aceptar esta alegación puesto que, en
realidad, la sentencia citada, correspondiente al recurso conten-
cioso-administrativo interpuesto contra la Resolución del TDC
de 1 de abril de 1992, (Resolución IGUALATORIO MEDICO
COLEGIAL de Pontevedra) tras señalar en su cuarto fundamen-
to de derecho que en principio no puede estimarse como contra-
ria a la legalidad la cláusula de los Estatutos de IMECOSA que
prohibe a los accionistas participar en los cuadros médicos de
otras compañías aseguradoras acepta en el quinto fundamento
de derecho la diferenciación que realiza el TDC entre las rela-
ciones internas de los socios y la utilización de esa incompatibi-
lidad para la eliminación de competidores, considerando que
«en estas condiciones de posición dominante en el sector de los
seguros médicos es indudable que la activación de la norma
estatutaria que prohibe a los accionistas prestar servicio en
otras entidades, como venían haciendo muchos de los médicos
del Igualatorio, no puede conducir sino a la acentuación de la
posición dominante de IMECOSA, a la reducción de las posibi-
lidades de actuación de las competidoras e, incluso, a su elimi-
nación del mercado al verse sin cuadros médicos en algunas
localidades.»

48. Se alega también que en el Igualatorio sólo trabajan 360
médicos, frente a los 2400 adscritos al Colegio de Cantabria.

Ante idéntica alegación, el SDC señala en su informe (folio
1016) que de la cifra total de colegiados habría que deducir los
más de quinientos activos en la Sanidad Pública afectados por
incompatibilidad y que habría que tener en cuenta también las
localidades en las que los médicos del Igualatorio son los únicos
ejercientes.

En todo caso, es obvio que la vinculación exclusiva que el
Igualatorio impone a los médicos no impide totalmente la forma-
ción de otros cuadros por nuevas compañías competidoras, pero sí
que la obstaculiza gravemente, al reducir de forma sustancial el
número de posibles integrantes de dichos cuadros.

55. Se alega, por último, que todas las empresas competido-
ras han ido aumentando el número de pólizas pese a que la activi-
dad que han desplegado ha sido prácticamente nula y no se les
puede «regalar por vía de una sanción una cuota de mercado que
no se han trabajado».

La evolución de las cuotas de mercado que se describe en
el primer Hecho Probado y que puede seguirse con mayor
detalle en los folios 1003 y 1004 del expediente del Servicio
muestra que las cuotas del Igualatorio no han sufrido merma
alguna en el período 1995 a 1997, por lo que el incremento de
cuota de algunos de sus competidores sólo puede haber sido a
costa de la de otros competidores y no a costa de la cuota del
Igualatorio.

Por otra parte, a efectos de calificar la conducta del Igualato-
rio, resulta absolutamente irrelevante el que la actividad de los
competidores haya sido esforzada o negligente y la sanción que le
pueda corresponder de ninguna forma afectará al mercado de
seguros en el que las cuotas de mercado se establecerán en fun-
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ción del precio y calidad del servicio que cada empresa sea capaz
de ofrecer compitiendo libremente tanto en la captación de clien-
tes como en la utilización de los recursos necesarios para prestar
tal servicio.

9. El artículo 10.1 de la LDC establece el límite máximo de la
capacidad sancionadora del Tribunal en 150 millones de pesetas o
hasta el 10 por 100 del volumen de ventas del ejercicio económico
anterior a esta Resolución.

Por otra parte, el artículo 10.2 de la LDC señala que la cuantía
de las sanciones se fijará atendiendo a la importancia de la infrac-
ción, para lo que se tendrá en cuenta la modalidad y el alcance de
la restricción de la competencia, la dimensión del mercado afecta-
do, la cuota de mercado de la empresa, los efectos producidos, la
duración de la infracción y la reiteración en la realización de las
conductas prohibidas.

Por lo que se refiere a la modalidad de la infracción, el abuso
de posición dominante, tanto si se dirige a la explotación de los
consumidores como a restringir la acción de los competidores,
constituye junto al cartel de precios, una de las modalidades más
perjudiciales para el mantenimiento de competencia en el mercado
y es, por ello, objeto de severa represión en todos los ordenamien-
tos.

La dimensión del mercado afectado fue en 1997 de 3.747
millones de pesetas y en él obtuvo el Igualatorio un volumen de
primas suscritas de 2.901 millones de pesetas.

Como efecto inmediato de la conducta del Igualatorio puede
señalarse el hecho de que la mayoría de los treinta y un médicos a
los que se exigió incompatibilidad tuvieron que causar baja en la
empresa competidora.

Atendiendo a estas circunstancias, el Tribunal ha acordado
imponer al Igualatorio la sanción de cuarenta y cuatro millones de
pesetas. Esta sanción se sitúa muy por debajo de la máxima que
permite la Ley.

10. El Tribunal estima que es preciso dar a la presente
Resolución una amplia difusión. Por ello, de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 46.5 LDC, considera que debe orde-
nar al Igualatorio la publicación de su parte dispositiva en el
BOE y en las páginas de información económica de dos de los
diarios de información general de máxima circulación, uno de
ámbito nacional y otro de la Comunidad Autónoma de Canta-
bria.

Vistos los preceptos citados y los demás de general aplicación,
el Tribunal

RESUELVE

Primero. Declarar acreditada la realización por parte del Igua-
latorio Médico Quirúrgico Colegial, S.A. de Seguros, de una con-
ducta restrictiva de la competencia, prohibida por el artículo 6 de
la Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia,
consistente en obstaculizar el acceso al mercado de nuevos com-
petidores al exigir a treinta y un miembros de su cuadro médico el
abandono de la práctica profesional en una compañía competido-
ra.

Segundo. Imponer al Igualatorio Médico Quirúrgico Cole-
gial, S.A. de Seguros, como autor de esta conducta prohibida la
multa de cuarenta y cuatro millones de pesetas (44.000.000 de
pesetas).

Tercero. Intimar al Igualatorio Médico Quirúrgico Colegial,
S.A. de Seguros, a que se abstenga de realizar dicha conducta en
el futuro.

Cuarto. Ordenar al Igualatorio Médico Quirúrgico Colegial,
S.A. de Seguros que en el plazo de tres meses a contar desde la
notificación de esta Resolución elimine la incompatibilidad

establecida por el artículo 5.2 de su Reglamento de Régimen
Interno.

Quinto. Ordenar al Igualatorio Médico Quirúrgico Colegial,
S.A. de Seguros la publicación, a su costa y en el plazo de dos
meses a contar desde la notificación de esta Resolución, de la par-
te dispositiva de la misma en el Boletín Oficial del Estado y en las
páginas de información económica de dos de los diarios de infor-
mación general de mayor circulación, uno de ámbito nacional y
otro de la Comunidad Autónoma de Cantabria. En caso de incum-
plimiento se le impondrá una multa coercitiva de 100.000 pesetas
por cada día de retraso en la publicación.

Sexto. El Igualatorio Médico Quirúrgico Colegial, S.A. de
Seguros justificará ante el Servicio de Defensa de la Competencia
el cumplimiento de lo acordado en los anteriores apartados segun-
do, tercero, cuarto y quinto.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese al interesado, haciéndole saber que
contra ella no cabe recurso alguno en vía administrativa, pudiendo
interponer recurso contencioso-administrativo ante la Audiencia
Nacional en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación. ■

Expediente A 135/95 Prórroga MOROSOS DETERGENTES

■ En Madrid, a 29 de septiembre de 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia, con la
composición expresada al margen y siendo Ponente la Vocal
Doña M.ª Jesús Muriel Alonso, ha dictado la siguiente Resolución
en el Expediente A 135/95 (1243/95 del Servicio de Defensa de la
Competencia: SDC, el Servicio) de prórroga de la autorización
para el funcionamiento de un Registro de morosos, concedida a la
Asociación de Fabricantes de Detergentes, Tensioactivos y Pro-
ductos Afines por Resolución de 21 de julio de 1995 modificada
por Resolución de 29 de marzo de 1996.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. Por Resolución de 21 de julio de 1995, el Tribunal conce-
dió una autorización por un plazo de cinco años a la Asociación
de Fabricantes de Detergentes, Tensioactivos y Productos Afines
para la puesta en funcionamiento de un registro de morosos.
Posteriormente, por Resolución de este Tribunal de 29 de marzo
de 1996, se modificó la norma 2 que regía dicho registro en el
siguiente sentido: «se elimina la referencia cifrada a una cuantía
mínima para la definición de moroso y la modificación del calen-
dario mensual para la revisión de la información, convirtiéndolo
en trimestral».

2. El SDC realizó un informe sobre la vigilancia del funciona-
miento del registro concluyendo que el Reglamento no había
sufrido modificación respecto al autorizado y que el funciona-
miento del registro de morosidad se ajusta, efectivamente, al cita-
do Reglamento.

3. En el curso de la actuación de vigilancia, la Asociación de
Fabricantes de Detergentes, Tensioactivos y Productos Afines
solicitó la prórroga de la autorización.

4. El Pleno deliberó y resolvió en su sesión de 26 de septiem-
bre de 2000.

5. Es interesada la Asociación de Fabricantes de Detergentes,
Tensioactivos y Productos Afines.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. El artículo 4.3 de la Ley de Defensa de la Competencia
establece que «la autorización será renovada a petición de los
interesados si, a juicio del Tribunal, persisten las circunstancias
que la motivaron».

Tal es el caso y así lo ha apreciado el Servicio de Defensa de
la Competencia, tras realizar las correspondientes investigacio-
nes sobre el grado de cumplimiento de la Resolución de autori-
zación y los efectos de la misma sobre la competencia en el mer-
cado.

2. En consecuencia, el Tribunal considera que procede pro-
rrogar la autorización concedida por Resolución de 21 de julio
de 1995, con la modificación efectuada por Resolución de 29 de
marzo de 1996, a la Asociación de Fabricantes de Detergentes,
Tensioactivos y Productos Afines para el establecimiento y fun-
cionamiento de un registro de morosos, por un período de cinco
años.

Vistos los preceptos legales citados y los demás de general
aplicación,

HA RESUELTO

Primero. Prorrogar por un nuevo período de cinco años la
autorización singular concedida a la Asociación de Fabricantes de
Detergentes, Tensioactivos y Productos Afines para el estableci-
miento y funcionamiento de un registro de morosos, por Resolu-
ción de 21 de julio de 1995.

Segundo. El plazo comenzará a contar a partir del fin de la
autorización anterior.

Tercero. Ordenar la inscripción de esta Resolución en el
Registro de Defensa de la Competencia.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a la interesada, haciéndole saber que
contra la misma no cabe recurso alguno en vía administrativa,
pudiendo interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses a contar de su noti-
ficación. ■

Expediente A 268/99 Optometristas Embarcaciones

■ En Madrid, a 29 de septiembre de 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (el Tribu-
nal, TDC), con la composición expresada arriba y siendo Ponente
el Vocal Señor Comenge Puig, ha dictado la siguiente Resolución
en el expediente A 268/99 (2068/99 del Servicio de Defensa de la
Competencia, el Servicio, SDC), iniciado como consecuencia de
la solicitud, al amparo de lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia (LDC), del
Colegio Nacional de Opticos Optometristas (CNOO) de autoriza-
ción singular de un Acuerdo de su Junta de Gobierno establecien-
do tarifas para la emisión de informes de aptitud para el gobierno
de embarcaciones.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. El 24 de septiembre de 1999, tuvo entrada en la Direc-
ción General de Política Económica y Defensa de la Competen-
cia escrito firmado por el Decano del CNOO, formulando soli-
citud de autorización singular para (folios 8 y 9 del expediente
SDC):

1. Crear el Registro de Especialistas en Informes de Aptitud
Psicofísica para el gobierno de embarcaciones.

2. Aprobar las condiciones de inscripción de especialistas en
dicho registro.

3. Aprobar el modelo de impreso para el informe de aptitud
para el gobierno de embarcaciones y la obligatoriedad de su
uso.

4. Aprobar las tarifas por honorarios profesionales, de obliga-
do cumplimiento.

5. Fijar el precio de los impresos del informe de aptitud.

2. Tras requerir del solicitante que completase la información
necesaria, el SDC acordó el 22 de octubre de 1999 la admisión a
trámite de la solicitud y la incoación de expediente, disponiendo,
asimismo, la publicación en el BOE de una nota extracto, a los
efectos del trámite de información pública a que se refiere el artí-
culo 38.3 de la LDC y artículo 5 del Real Decreto 157/1992 (folio
58), y la solicitud al Instituto Nacional del Consumo del informe
del Consejo de Consumidores y Usuarios previsto en el artículo
38.4 de la Ley 16/1989 y artículo 5 del Real Decreto 157/1992
(folio 60).

3. El 25 de noviembre de 1999 el SDC remitió al Tribunal el
expediente acompañado del preceptivo informe en el que señalaba
lo siguiente:

— En primer lugar, se habla en todo momento de «Tarifas»
por Informes de Aptitudes Psicofísicas para el Gobierno de
Embarcaciones; Registro de Especialistas en Informes Psico-
fisicos para el Gobierno de Embarcaciones; Libro de Registro de
Informes…; sin embargo, la normativa que regula las condiciones
para el gobierno de embarcaciones de recreo, Resoluciones de 30
de diciembre de 1997 y de 17 de noviembre de 1998, al regular el
Cuadro de aptitudes psicofísicas (folio 26) de acreditación nece-
saria para la expedición, renovación o convalidación de los títu-
los, refiere dicha acreditación a un certificado médico comprensi-
vo de las aptitudes relacionadas en el Anexo I (folios 29-34), en el
que la capacidad visual es sólo uno de los trece apartados de
aptitudes a acreditar y dentro de este apartado sólo el punto «1.3.
Sentido luminoso y visión de los colores» es objeto del informe
para el que el CNOO fija las Tarifas.

Por lo tanto, este Servicio considera que las denominaciones
dadas tanto a las Tarifas como al Registro de Especialistas y al
Registro de Informes son erróneas y pueden conducir a confusión,
ya que se refieren a «aptitudes psicofísicas» con carácter general,
cuando lo que certifican es la aptitud en un único apartado: el
sentido luminoso y visión de los colores. Pero a su vez, están
fijando precios para uno de los múltiples apartados de aptitudes a
acreditar, bajo una denominación que parece comprensiva de
todas ellas.

— Se han equiparado en todo momento, en la solicitud, las
Tarifas propuestas con las periódicamente aprobadas por la
Dirección General de Tráfico para la emisión de informes de
aptitudes psicofísicas en los Centros de Reconocimiento, sin que
se justifique en ningún momento las razones de seguridad, la
mejora en la calidad o el establecimiento de un precio asequible a
la gran masa de los ciudadanos que justificaron el establecimien-
to, en su día, de aquéllas.

Termina el SDC estimando que se trata de un acuerdo prohibi-
do no susceptible de autorización al amparo del artículo 3.1 de la
Ley 16/1989.

4. El 29 de noviembre de 1999, mediante Providencia, el Tri-
bunal admitió a trámite el expediente.
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5. El 1 de marzo de 2000, el SDC remitió el informe del Con-
sejo de Consumidores y Usuarios oponiendo reparos a la autoriza-
ción solicitada por el CNOO (folio 7, Expediente TDC).

6. Por Providencia de 7 de abril de 2000 el Tribunal dispuso
la apertura de la tramitación contradictoria a que se refiere el artí-
culo 10.a del Real Decreto 157/1992, poniendo de manifiesto el
expediente al solicitante y dando plazo para la proposición de
pruebas y la solicitud de Vista.

7. El 10 de mayo de 2000 se recibieron las alegaciones de
CNOO.

8. Es interesado:

— Colegio Nacional de Opticos-optometristas.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. El artículo 3 LDC permite autorizar acuerdos que, estan-
do prohibidos por el artículo 1 de la misma Ley, contribuyen,
sin embargo, a mejorar la producción o la comercialización de
bienes y servicios o promover el progreso técnico o económico
siempre que permitan a las empresas interesadas o usuarios par-
ticipar de forma adecuada en sus ventajas, no impongan a las
empresas restricciones que no sean indispensables para la con-
secución de aquellos objetivos y no consientan a las empresas
partícipes la eliminación de la competencia respecto de una par-
te substancial de los productos o servicios contemplados en el
acuerdo.

2. El CNOO, en su solicitud de autorización, señala que el
establecimiento de tarifas no puede considerarse regulación cole-
gial de honorarios (ni orientativos, ni mínimos), sino la necesaria
colaboración con la administración ante una norma de imposible
aplicación (folio 2, Expediente SDC).

Sin embargo, el acuerdo que se somete a autorización dice
textualmente en su punto 4.°: Aprobar las tarifas por honora-
rios autorizadas por el CNOO a los especialistas inscritos y
señala en su punto 2.° c): … los acuerdos sobre tarifas en con-
cepto de honorarios profesionales, serán de obligado cumpli-
miento por los colegiados, sin que puedan percibirse cantida-
des distintas a las aprobadas por el CNOO, ni en exceso, ni
por debajo de los autorizados; y constituyendo la exigencia de
derechos distintos a los autorizados … faltas muy graves de
competencia ilícita del apartado b) del artículo 52 de los
Estatutos por los que se rige el CNOO (folio 9, Expediente
SDC).

3. La fijación colectiva de precios constituye siempre una gra-
ve restricción de la competencia para la que difícilmente se pue-
den encontrar condiciones compensatorias.

El solicitante de la autorización no presenta ninguna razón que
permita presumir que la fijación de tarifas conllevará una mejoría
del servicio que los ópticos optometristas prestan al informar
sobre la capacidad visual de los aspirantes a obtener una licencia
de conducción de embarcaciones.

En sus alegaciones ante el Tribunal (folios 16, 17 y 18, Expe-
diente TDC) el CNOO razona la necesidad del acuerdo en el vacío
legal que produce la Resolución de 30 de diciembre de 1997, de la
Dirección General de la Marina Mercante, que permite que la
capacidad visual en cuanto al sentido luminoso y visión de los
colores pueda ser certificada por informe de un médico o de un
diplomado en óptica y, sin embargo, no establece las tarifas
correspondientes para los diplomados en óptica cuando tales tari-
fas existen para los Centros de Reconocimiento que emiten infor-
mes de aptitud no sólo para la obtención de licencias de gobierno
de embarcaciones sino también para el de otros permisos (conduc-
ción, armas, etcétera).

Añade el CNOO que se trata de la histórica discriminación de
los óptico-optometristas en actividades distintas a la de correc-
ción óptica hoy superada de forma manifiesta por la calidad y
reconocimiento universitario del título óptico conforme a los pla-
nes de estudio vigentes.

El Tribunal no puede aceptar estas alegaciones ya que el pro-
cedimiento de autorizaciones que establece el artículo 3 LDC de
ninguna forma puede servir para establecer honorarios de los
Colegios Profesionales ni tampoco para satisfacer reivindicacio-
nes corporativas que deben plantearse, en su caso, ante las instan-
cias que correspondan.

Vistos los preceptos citados y demás de general aplicación, el
Tribunal

RESUELVE

Primero: Denegar la autorización singular solicitada por el
Colegio Nacional de Opticos Optometristas para el establecimien-
to de tarifas y de un Registro de especialistas en informes de apti-
tud psicofísica para el gobierno de embarcaciones.

Segundo: Intimar al Colegio Nacional de Opticos Optometris-
tas para que desistan de la aplicación del acuerdo previniéndole de
que si desobedeciera incurriría en las sanciones previstas en el
artículo 10 de la Ley de Defensa de la Competencia.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese al interesado, haciéndole saber que
contra la misma no cabe recurso alguno en vía administrativa,
pudiendo interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses contados desde su
notificación. ■

(Expediente r 183/96, Prensa Barcelona)

■ En Madrid, a 29 de septiembre de 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (en
adelante, el Tribunal), con la composición antes expresada y
siendo Ponente el Vocal Don José Hernández Delgado, ha dic-
tado la siguiente Resolución en el incidente del expediente r
183/96 (1375/96 del Servicio de Defensa de la Competencia, en
adelante, el Servicio), para la ejecución de la Sentencia de la
Audiencia Nacional de 7 de junio de 2000, que estimó parcial-
mente el contencioso-administrativo interpuesto contra la Reso-
lución del Tribunal de 27 de diciembre de 1996, que desestimó
el recurso contra el Acuerdo del Servicio, de 16 de septiembre
de 1996, por el que se archivó la denuncia de Doña Olimpia
Rozas Fernández contra DISTRIBARNA, S.A. y la ASO-
CIACION PROFESIONAL DE VENDEDORES DE PRENSA
DE BARCELONA por prácticas concertadas de carácter coerci-
tivo, discriminación entre vendedores de la misma plaza y abu-
so de posición de dominio.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. El 19 de septiembre de 2000 se recibió en el Tribunal el
testimonio de la Sentencia de la sección 60 de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, de 7 de junio
de 2000, recaída en el recurso contencioso-administrativo número
6/272/97 interpuesto por Doña Olimpia Rozas Fernández contra la
Resolución de este Tribunal de 27 de diciembre de 1996, recaída
en el expediente administrativo antes aludido.

En el oficio de remisión del testimonio de la Sentencia se indi-
caba que, contra la misma ha sido interpuesto y admitido recurso
de casación por los codemandados.
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2. Por oficio de 19 de septiembre de 2000 el Tribunal acusa
recibo de dicho testimonio a la sección 60 de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional y por Providencia
de 26 de septiembre forma expediente y nombra Ponente al Señor
Hernández Delgado para la tramitación del incidente de ejecución
de dicha Sentencia.

3. El Pleno del Tribunal deliberó y falló sobre este incidente
en su sesión de 26 de septiembre de 2000, encargando al Vocal
Ponente la redacción de la presente Resolución.

4. Son interesados:

— Doña Olimpia Rozas Fernández.
— Asociación Profesional de Vendedores de Prensa de Bar-

celona.
— Distribarna, S.A.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. El objeto de este incidente es llevar a efecto lo acordado
en la Sentencia de 7 de junio de 2000 de la sección 60 de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional de recurso (número 6/272/1997) contra la Resolución
del Tribunal de 27 de diciembre de 1996 dictada en el expedien-
te r 183/96.

2. El expediente objeto de la citada Resolución tiene su origen
en la denuncia presentada por Doña Olimpia Rozas Fernández el 3
de abril de 1996 en relación con los siguientes hechos:

a) Que la denunciante mantiene relaciones comerciales con
DISTRIBARNA, S.A., quien distribuye en exclusiva distintas
publicaciones (Epoca, Actualidad Económica, Pronto, fascículos
de Editorial Planeta, etcétera) y que el 13 ó 14 de enero de dicho
año la visitó en su librería quiosco un inspector de la referida
empresa para preguntarla si estaba afiliada a la ASOCIACION y,
ante la contestación negativa, le manifestó que tendría que impo-
nerle un cargo en cada factura por trabajos auxiliares, lo cual se
llevó a efecto a partir del 20 de enero de 1996 por importe de
1.600 pesetas semanales.

b) Que la denunciante, según manifiesta, quiso afiliarse a la
ASOCIACION y no se le dio de alta por no estar su punto de ven-
ta a 200 m de otro afiliado.

La Resolución del Tribunal de Defensa de la Competencia de
27 de diciembre de 1996 resuelve:

«Primero: Desestimar el recurso interpuesto por Doña Olim-
pia Rozas Fernández contra el Acuerdo del Director General de
Política Económica y Defensa de la Competencia de fecha 19 de
septiembre de 1996 por el que se procede al archivo de la denun-
cia de la hoy recurrente contra DISTRIBARNA, S.A. y la ASO-
CIACION PROFESIONAL DE VENDEDORES DE PRENSA DE
BARCELONA que se mantiene en sus propios términos.

Segundo: Interesar del Servicio de Defensa de la Competencia
la instrucción de expediente para investigar la posible realiza-
ción, en el mercado de la distribución de la prensa periódica y
demás publicaciones, de prácticas prohibidas y/o abuso de posi-
ción dominante que pudiera afectar a la libre competencia en
cualquier mercado geográfico delimitable dentro del territorio
nacional, formulando, en su caso, el correspondiente pliego de
cargos.»

3. El fallo de la Sentencia de la Audiencia Nacional decide
sobre el recurso interpuesto contra la citada Resolución:

«Estimar parcialmente el recurso contencioso administrativo
interpuesto por la representación procesal de Doña Olimpia

Rozas Fernández contra la resolución de 27 de diciembre de 1996
y remitir las actuaciones al Tribunal de Defensa de la Competen-
cia, para que dicte nueva resolución en la que examine si los
hechos descritos en el Fundamento de Derecho Octavo de esta
sentencia son constitutivos de una práctica sancionada por la Ley
16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia».

Por su parte, el Fundamento Jurídico Octavo dice:

«… la Sala estima que, en el año 1996 existía un pacto entre
Distribarna, S.A. y la APVPByP, en virtud del cual la primera
repartía gratuitamente las revistas a los asociados a la segunda,
al tiempo que por el mismo servicio cobrara 1.600 pesetas a la
semana a los no asociados.

Ciertamente, el artículo 1.3 de la LDC, en la redacción dada por
el Real Decreto-Ley 7/1996, de 7 de junio, sobre Medidas Urgentes
de carácter Fiscal y de Fomento y Liberalización de la Actividad
Económica, permite que los órganos de Defensa de la Competencia
decidan no perseguir las conductas prohibidas que, por su escasa
importancia, no sean capaces de afectar de manera significativa a
la competencia, y en tal caso estarían los hechos investigados, cuya
cuantía, como se ha repetido a lo largo de esta resolución, es de
1.600 pesetas a la semana, pero dicha pequeña cuantía, pudiera no
ser de tan escasa importancia si se toma en consideración a todos
los vendedores a quienes la Distribuidora cobra esas cantidades.

Por estas razones, procede remitir las actuaciones al Tribunal
de Defensa de la Competencia, para que dicte nueva resolución
en la que examine si el pacto existente entre Distribarna y la
APVPByP, al que nos hemos referido, y que excede de las parti-
culares relaciones entre la demandante y los codemandados, pue-
da ser constitutivo de una práctica contraria a la libre competen-
cia sancionada por la Ley.»

4. En cumplimiento de esta Sentencia, y de acuerdo con el Capí-
tulo I del Título III («Del procedimiento en materia de acuerdos y
prácticas prohibidas y autorizadas») de la Ley de Defensa de la
Competencia, procede ordenar al Servicio que instruya el expediente
que corresponda para decidir si los hechos antes descritos son consti-
tutivos de una infracción de la Ley de Defensa de la Competencia.

Por todo lo anterior y vistos los preceptos de general aplica-
ción, el Tribunal,

HA RESUELTO

1. Ordenar al Servicio la instrucción de expediente en los tér-
minos que se contienen en la Sentencia de la sección 6.ª de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, de 7
de junio de 2000, recaída en el recurso contencioso-administrativo
número 6/272/97.

2. Remitir al Servicio de Defensa de la Competencia el original
o copia compulsada del expediente r 183/96, así como de las actua-
ciones que en el número 1375/96 llevó éste a cabo hasta el Acuerdo
de archivo de las mismas, de 16 de septiembre de 1996, actuaciones
que obran en el Tribunal como antecedente del citado r 183/96.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a las interesadas, haciéndoles saber
que contra la misma no cabe otro recurso que el contencioso-
administrativo que, en su momento, proceda contra la Resolución
del Tribunal que ponga fin al expediente en vía administrativa. ■

Expediente r 430/00, Agencia Valores

■ En Madrid, a 29 de septiembre de 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (en ade-
lante, el Tribunal), con la composición arriba expresada y siendo



BOLETIN ECONOMICO DE ICE N° 2679
44 DEL 22 AL 28 DE ENERO DE 2001

S E C C I O N
J U R I D I C O -
E C O N O M I C A

Ponente el Vocal Don José Hernández Delgado, ha dictado la
siguiente Resolución en el expediente r 430/00 (2142/00 del Ser-
vicio de Defensa de la Competencia, en adelante el Servicio) inco-
ado para resolver el recurso interpuesto por Don Antonio Contre-
ras Fernández y Don Angel Cerón Baez contra el Acuerdo del
Servicio, de 10 de abril de 2000, por el que se archivan las actua-
ciones que tuvieron como origen su denuncia contra Renta 4
Sociedad de Valores y Bolsa, S.A. (en adelante, Renta 4) por
supuestas conductas prohibidas por la Ley 16/1989, de Defensa de
la Competencia (en adelante, LDC), consistentes, entre otras, en la
realización de publicidad engañosa para la captación de clientes.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. El 22 de marzo de 2000 Don Antonio Contreras Fernández
y Don Angel Cerón Baez denunciaron ante la Dirección General
de Política Económica y Defensa de la Competencia a Renta 4
Sociedad de Valores y Bolsa, S.A. Según la denuncia:

a) Los denunciantes fueron captados por una publicidad de la
entidad Renta 4 Sevilla, en la cual se decía «ponga en manos de
profesionales cualificados sus ahorros, las inversiones son en
tiempo real, al instante, en directo».

b) Firmaron un contrato de adhesión con Renta 4 Sevilla para
la mediación en Bolsa.

c) Entre las ventajas, autorizadas por la central Renta 4 en
Madrid, se ofrecían créditos al consumo en inmejorables condi-
ciones.

d) Estas expectativas se han visto defraudadas, entre otros
motivos porque la información no era en tiempo real, se han des-
viado las inversiones a favor de otras personas, se han falseado las
cuentas, etcétera.

Estos hechos, a juicio de los denunciantes, son contrarios a la
LDC, en sus artículos 1, 6 y 7.

2. El Servicio, con fecha 10 de abril de 2000, dictó Acuerdo
por el que se decretaba el archivo de las actuaciones derivadas de
la denuncia, como consecuencia de considerar que no se observa-
ban indicios racionales de la existencia de conductas prohibidas
por la Ley 16/1989.

3. El denunciante recurrió dicho Acuerdo de archivo ante el
Tribunal mediante escrito con fecha de entrada 4 de mayo de
2000, en el que básicamente reitera los argumentos esgrimidos en
su escrito de denuncia.

4. Mediante escrito de 8 de mayo, el Tribunal solicitó al Ser-
vicio, según lo dispuesto en el artículo 48.1 LDC, la remisión del
informe sobre el citado recurso, así como las actuaciones seguidas
hasta el Acuerdo de archivo. El Servicio, mediante escrito de 10
de mayo, comunicó que el recurso había sido interpuesto dentro
del plazo de diez días establecido en el artículo 47 LDC. En cuan-
to al fondo, el Servicio se reafirma en la motivación dada para
proceder al archivo de las actuaciones.

5. Por Providencia de 23 de mayo de 2000 se puso de mani-
fiesto el expediente a los interesados para que formularan alega-
ciones.

6. En su escrito los recurrentes reiteran las alegaciones hechas
con anterioridad y solicitan la práctica de determinadas pruebas.
Renta 4 no evacuó el trámite.

7. Con fecha 30 de junio de 2000 se recibió un nuevo escrito
de los recurrentes en el que aportan nueva información y solicitan
que se investigue la verdad de las denuncias.

8. El Pleno del Tribunal en su reunión del 19 de septiembre
de 2000 deliberó y falló este expediente, encargando al Vocal
Ponente la redacción de la presente Resolución.

9. Son interesados:

— Don Antonio Contreras Fernández.
— Don Angel Cerón Baez.
— Renta 4 Sociedad de Valores y Bolsa, S.A.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. Antes de entrar a examinar el fondo del asunto hay que
resolver una cuestión previa, la práctica de determinada prueba
solicitada por los recurrentes. Es doctrina reiterada de este Tribu-
nal (véase por todas la Resolución de 24 de septiembre de 1999,
Expediente r 368/99, Ortopedias Galicia) que en los expedientes
de recurso no existe un verdadero proceso probatorio, tal como
está regulado por la LDC en sus artículos 40 y 41 previstos en las
disposiciones relativas a la fase de resolución por este Tribunal de
los expedientes sancionadores o de autorización previamente ins-
truidos por el Servicio. Este hecho está en concordancia con el
carácter sumario del procedimiento para la tramitación de los
recursos. Sólo excepcionalmente se ha admitido la práctica de
prueba por el Tribunal cuando la información obrante en el expe-
diente no le permite disponer de los elementos necesarios para
fundar su decisión y éstos no pueden ser aportados por las partes.
En el presente caso, el Tribunal considera que en el expediente
hay suficientes elementos para dictar Resolución por lo que no
estima necesaria la práctica de las pruebas solicitadas.

2. En relación con el fondo, los denunciantes, ahora recurren-
tes, consideran que los hechos denunciados vulneran los artículos
1, 6 y 7 LDC. Sin embargo, hay que tener en cuenta que los con-
tratos firmados por ellos con Renta 4 para la mediación en Bolsa
no infringen el artículo 1 LDC, que prohibe los acuerdos coluso-
rios que tengan por objeto, produzcan o puedan producir el efecto
de impedir, restringir o falsear la competencia, lo que no es el
caso, pues dichos contratos de mediación no tienen el objeto ni el
efecto de restringir la competencia.

Por otra parte, tampoco puede hablarse de abuso de posición
dominante puesto que no se cumple el requisito necesario de exis-
tencia de tal posición. Es obvio que Renta 4 no tiene, ni tenía en el
momento de producirse los hechos objeto de la denuncia, una
posición dominante en el mercado español de sociedades de valo-
res y bolsa, en el sentido de disponer de autonomía de actuación y
la posibilidad de fijación de precios u otras condiciones comercia-
les respecto a sus rivales, pues éste es un mercado en el que ope-
ran un considerable número de entidades que compiten activa-
mente por la captación de clientes.

En relación con la posible infracción del artículo 7 LDC, el Tri-
bunal ha declarado reiteradamente que para entender que un acto
desleal es contrario a la libre competencia no basta con que se pro-
duzca la deslealtad, sino que es necesario que como consecuencia
de la misma se afecte sensiblemente a la libre competencia, con
entidad suficiente para alterar de manera significativa el desenvolvi-
miento regular del mercado. No es suficiente, pues, cualquier desle-
altad, sino que es necesario que la misma sea cualificada. En este
sentido, la Ley 52/1999, de 28 de diciembre, de reforma de la LDC,
ha establecido que el Tribunal conocerá de los actos de competencia
desleal siempre y cuando concurran las siguientes circunstancias:

a) Que ese acto de competencia desleal distorsione gravemen-
te las condiciones de competencia en el mercado.

b) Que esa grave distorsión afecte al interés público.

En este caso, aún cuando los hechos denunciados se encuadra-
sen dentro de los actos desleales regulados por la Ley 3/1991, de
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Competencia Desleal, no reúnen los requisitos precisos para ser
calificados de infracción tipificada por el artículo 7 LDC. En estas
condiciones, las cuestiones planteadas en la denuncia son de pura
legalidad ordinaria, cuya competencia corresponde a la jurisdic-
ción civil.

3. Por tanto, dado que, como se ha señalado, los hechos obje-
to de la denuncia no constituyen conductas prohibidas por la LDC
procede desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo del Servicio
de 10 de abril de 2000, por el que se archivaron las actuaciones
derivadas de la denuncia presentada por los ahora recurrentes, no
entrándose a valorar las cuestiones planteadas cuya competencia
corresponde a la jurisdicción ordinaria.

Vistos los preceptos citados y los demás de general aplicación,
el Tribunal

HA RESUELTO

Unico. Desestimar el recurso interpuesto por Don Antonio
Contreras Fernández y Don Angel Cerón Baez contra el Acuerdo
del Servicio de 10 de abril de 2000, que se confirma.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a los interesados, haciéndoles saber
que agota la vía administrativa y que contra ella sólo se puede
interponer recurso contencioso-administrativo ante la Audiencia
Nacional en el plazo de dos meses a contar desde su notifica-
ción. ■

Expediente r 438/00, Empresas alarmas Alicante

■ En Madrid, a 29 de septiembre de 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (en
adelante, el Tribunal), con la composición antes expresada y
siendo Ponente el Vocal Don José Hernández Delgado, ha dic-
tado la siguiente Resolución en el expediente r 438/00
(2094/99 del Servicio de Defensa de la Competencia, en ade-
lante el Servicio) incoado para resolver el recurso interpuesto
por SEGURIDAD THRON, S.L. (en adelante, THRON) contra
el Acuerdo del Servicio, de 2 de junio de 2000, por el que se
archivan las actuaciones que tuvieron como origen su denuncia
contra PREVESER, S.L. (en adelante, PREVESER) por
supuesta conducta prohibida por los artículos 1, 6 y 7 de la Ley
16/1989, de Defensa de la Competencia (en adelante, LDC),
consistentes en ofrecer sus servicios a los posibles clientes de
su representada y de otras empresas competidoras a precio
inferior al de coste.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. El 12 de noviembre de 1999 THRON denunció ante la
Dirección General de Política Económica y Defensa de la Com-
petencia a PREVESER. Según la denunciante —que es una
empresa de instalación y mantenimiento de sistemas de alarmas,
con domicilio en Alicante, que desde 1999 presta además servi-
cios como central receptora de alarmas— desde el comienzo de
esta actividad tuvo conocimiento de que PREVESER, empresa
receptora de alarmas con domicilio en Elche, había remitido car-
tas a potenciales clientes de la denunciante y, posiblemente, de
otras empresas del sector, ofertando sus servicios a 1.000 pese-
tas/mes, cantidad que, en opinión de la denunciante, no supera el
20 por 100 de su coste de prestación. Añade THRON que en
dichas cartas se falsean los hechos al decir que los precios de
mercado son incrementados por la intermediación de la denun-
ciante y además la oferta de PREVESER constituye competencia

desleal contra ella y la totalidad de las empresas de su actividad,
así como engaño y trato discriminatorio a los propios clientes de
la denunciada a los que presta servicio a un precio superior al
ofertado en sus cartas.

2. El Servicio, con fecha 2 de junio de 2000, dictó Acuerdo
por el que se decretaba el archivo de las actuaciones derivadas de
la denuncia, como consecuencia de considerar que no se observa-
ban indicios racionales de la existencia de conductas prohibidas
por la Ley 16/1989.

3. La denunciante recurrió dicho Acuerdo de archivo ante el
Tribunal mediante escrito con fecha de entrada 22 de junio de
2000, en el que básicamente considera que no ha existido prácti-
camente actividad investigadora por el Servicio y reitera la
supuesta infracción de los artículos 1, 6 y 7 LDC.

4. Mediante escrito de 22 de junio, el Tribunal solicitó al Ser-
vicio, según lo dispuesto en el artículo 48.1 LDC, la remisión del
informe sobre el citado recurso, así como las actuaciones seguidas
hasta el Acuerdo de archivo. El Servicio, mediante escrito de 27
de junio, comunicó que el recurso había sido interpuesto dentro
del plazo de diez días establecido en el artículo 47 LDC. En cuan-
to al fondo, el Servicio se reafirma en la motivación dada para
proceder al archivo de las actuaciones.

5. Por Providencia de 29 de junio de 2000 se puso de mani-
fiesto el expediente a los interesados para que formularan alega-
ciones.

6. En su escrito la recurrente interesa que se tengan por reprodu-
cidos todos los argumentos y alegaciones hechas con anterioridad,
mientras que la denunciada muestra su acuerdo con las valoraciones
efectuadas por el Servicio y solicita la desestimación del recurso.

7. El Pleno del Tribunal en su reunión del 19 de septiembre
de 2000 deliberó y falló este expediente, encargando al Vocal
Ponente la redacción de la presente Resolución.

8. Son interesados:

— Seguridad Thron, S.L.
— Preveser, S.L.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

1. La recurrente ha alegado una supuesta falta de actividad
investigadora del Servicio. En relación con esta alegación hay que
señalar que, de acuerdo con la doctrina de este Tribunal, la trami-
tación de una información reservada constituye un procedimiento
sumario, inquisitivo y no contradictorio, en el que el Servicio no
tiene obligación de realizar todas las pesquisas, siendo bastante
que indague los elementos idóneos para fundamentar el acuerdo
de incoar expediente o archivar la denuncia. En este caso, del
expediente se deduce que se ha llevado a cabo una información
reservada, que el Servicio ha considerado suficiente para adoptar,
de forma fundada, el Acuerdo de archivo recurrido.

2. En relación con el fondo de la denuncia, es decir, la oferta
de servicios a precios que la denunciante considera inferiores al
coste y que alega que infringen los artículos 1, 6 y 7 LDC, el Ser-
vicio ha actuado correctamente al valorar que no es aplicable a los
hechos denunciados el artículo 1 LDC ya que una conducta prohi-
bida por dicho artículo requiere la participación de una pluralidad
de sujetos activos y en este caso se trata de la actuación unilateral
de la empresa denunciada.

Por otra parte, para que una empresa incurra en abuso tipificado
por el artículo 6 LDC es preciso que tenga una posición de dominio en
el mercado, y ello supone que la empresa ha de disponer de poder eco-
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nómico o independencia de comportamiento suficientes como para
tener capacidad de actuar sin temer las posibles reacciones de los com-
petidores o los consumidores y ser, de esta manera, capaz de modificar
en su provecho el precio o cualquier otra característica del producto.

Considerando, como hace el Servicio y no es discutido por las
partes, que el mercado relevante es el de los servicios de recepción
de alarmas en Alicante y su provincia, no puede decirse que la
denunciada, con una cuota de mercado aproximada del 9,5 por 100
y que ocupa el 41 lugar en número de clientes entre 16 empresas,
tenga posición de dominio. Si, en general, una elevada cuota de
mercado no proporciona necesariamente a una empresa posición de
dominio, menos puede hacerlo una cuota de mercado reducida.
Además, hay que tener en cuenta que la denunciada es la única
empresa receptora de alarmas en la provincia que no presta los ser-
vicios de instalación y mantenimiento de aparatos y sistemas de
alarmas —pues para la conexión a una central receptora de alarmas
es necesaria la instalación previa de la alarma así como su posterior
mantenimiento— dependiendo de otras empresas para ello.

Finalmente, sin necesidad de valorar si el precio del servicio
ofertado por PREVESER es o no inferior a su coste, los hechos
denunciados aparentemente no cumplen las condiciones para
reputarlos desleales y, evidentemente, no cumplen los demás
requisitos del artículo 7 LDC para considerar una conducta como
infractora. Como es sabido, el Tribunal ha declarado reiterada-
mente que para entender que un acto desleal es contrario a la libre
competencia no basta con que se produzca la deslealtad, sino que
es necesario que como consecuencia de la misma se afecte sensi-
blemente a la libre competencia, con entidad suficiente para alte-
rar de manera significativa el desenvolvimiento regular del merca-
do. En este sentido, la Ley 52/1999, de 28 de diciembre, de
reforma de la LDC, ha establecido que el Tribunal conocerá de los
actos de competencia desleal siempre y cuando concurran: a) que
ese acto de competencia desleal distorsione gravemente las condi-
ciones de competencia en el mercado, y b) que esa grave distor-
sión afecte al interés público.

En este caso, aún cuando los hechos denunciados se encuadrasen
dentro de los actos desleales regulados por la Ley 3/1991, de Compe-
tencia Desleal, no se reúnen los requisitos precisos para ser califica-
dos de infracción tipificada por el artículo 7 LDC. En estas condicio-
nes, las cuestiones planteadas en la denuncia son de pura legalidad
ordinaria, cuya competencia corresponde a la jurisdicción civil.

Por tanto, de lo anterior se deduce que no hay indicios racio-
nales de la existencia de conductas prohibidas por la LDC, por lo
que procede desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo del Ser-
vicio de 2 de junio de 2000, por el que se archivaron las actuacio-
nes derivadas de la denuncia presentada por la recurrente.

Vistos los preceptos citados y los demás de general aplicación,
el Tribunal

HA RESUELTO

Unico. Desestimar el recurso interpuesto por Seguridad Thron,
S.L. contra el Acuerdo del Servicio de 2 de junio de 2000, que se
confirma.

Comuníquese esta Resolución al Servicio de Defensa de la
Competencia y notifíquese a las interesadas, haciéndoles saber
que agota la vía administrativa y que contra ella sólo se puede
interponer recurso contencioso-administrativo ante la Audiencia
Nacional en el plazo de dos meses a contar de su notificación. ■

Expediente 476/99, Agencias de Viaje

■ En Madrid, a 25 de octubre del año 2000

El Pleno del Tribunal de Defensa de la Competencia (en ade-
lante, el Tribunal), con la composición expresada al margen y

siendo Vocal Ponente Don José Juan Franch Menéu, ha dictado
la siguiente Resolución en el expediente 476/99 (1799/98 del Ser-
vicio de Defensa de la Competencia; en adelante, el Servicio)
incoado de oficio —a la vista del informe anual de 1995 del Tri-
bunal de Cuentas en lo que se refiere al «Programa de vacaciones
para personas de la tercera edad, durante la temporada 1995/96»
del Instituto Nacional de Servicios Sociales—, contra Viajes Hal-
cón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes Iberia, S.A., Viajes Bar-
celó, S.L. y Mundosocial AIE, por la supuesta realización de
prácticas restrictivas de la competencia prohibidas en los artícu-
los 1 y 6 de la Ley de Defensa de la Competencia (LDC) consis-
tentes en la concertación mediante la presentación de cuatro ofer-
tas idénticas al concurso después de haber constituido una
Agrupación de Interés Económico con posición de dominio que
impedía la participación de otros eventuales licitadores; así
como, también de oficio, contra Viajes Ecuador, S.A., Carlson
Wagonslit Travel, Viajes 2000, S.A., Viajes Interopa, Viajes
Cyrasa Internacional, Viajes Ciberviaxes, Viajes Cavaltour, Via-
jes Internacional Expreso, S.A., Viajes Sidetours, S.A., Viajes
Lamia Tours, S.A., Viajes Tep, S.A., Viajes Valdés, Viajes Lla-
mar y Viajar, y Viajes Travelcar por supuestas conductas prohibi-
das por los artículos 1 y 6 de la LDC consistentes en haber sus-
crito contratos con Mundosocial AIE que contienen una cláusula
de prohibición de competencia.

ANTECEDENTES DE HECHO

1. Este expediente se incoa de oficio por el Servicio, por Pro-
videncia de fecha 12 de mayo de 1998, tras recibir el acuerdo del
Pleno del Tribunal de Cuentas de darle traslado de los hechos des-
critos en el Informe Anual de 1995 relativos a la contratación del
«Programa de vacaciones para personas de la tercera edad durante
la temporada 1995/96», programa gestionado por el entonces Ins-
tituto Nacional de Servicios Sociales (INSERSO) y actual Institu-
to de Migraciones y Servicios Sociales (IMSERSO), de los cuales
se desprende la existencia de posibles prácticas prohibidas por la
LDC.

El acuerdo de incoación se llevó a cabo contra Viajes Hal-
cón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes Iberia, S.A., Viajes Bar-
celó, S.L. y Mundosocial AIE, así como con cualquiera otras
personas o entidades que pudieran aparecer vinculadas con los
hechos, por supuestas prácticas restrictivas de la competencia
prohibidas en los artículos 1 y 6 de la LDC consistentes en la
concertación mediante la presentación de cuatro ofertas idénti-
cas, hasta en múltiples detalles, al concurso para la ejecución del
programa de vacaciones anteriormente indicado, así como cons-
tituir con anterioridad una Agrupación de Interés Económico
entre ellas que había contratado los servicios necesarios con los
diferentes prestadores de servicios en el sector turístico, obte-
niendo una posición de dominio que impedía incluso la partici-
pación de otros eventuales licitadores. En dicha Providencia se
nombró Instructora y Secretaria del expediente ordenando dar
traslado de la misma a las partes interesadas e informando al Tri-
bunal de Cuentas.

2. Por Providencia de fecha también 12 de mayo de 1998, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 36.4 de la LDC y con
el fin de conocer la opinión de posibles interesados, se formuló
nota extracto a efectos del trámite de información pública. El avi-
so fue publicado en el BOE, número 127, de fecha 28 de mayo de
1998.

3. Conforme a lo dispuesto en el artículo 36.3 de la LDC se
notificó el Acuerdo de incoación de expediente a las partes intere-
sadas indicando además que podían tomar vista del expediente,
conforme al artículo 35 a) de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, así como aportar los documentos y proponer las
pruebas que, siendo pertinentes y admisibles, consideraran ade-
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cuadas para mejor defensa de sus intereses. Tanto Mundosocial
AIE como Viajes Iberia, S.A., Viajes Barceló, S.L., Viajes Hal-
cón, S.A. y Viajes Marsans hicieron uso de tales derechos toman-
do vista del expediente y formulando las alegaciones que conside-
raron oportunas.

4. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37.1 de la LDC,
con fecha 23 de junio de 1998 se solicitó información y diversa
documentación al Director General del Instituto de Migraciones y
Servicios Sociales. Tal requerimiento fue contestado con fecha 7
de julio de 1998 aportando documentación de Halcón Viajes
(folios 1515-2475), Viajes Iberia (folios 2476-3478), Viajes Bar-
celó (folios 3479-4442) y modelo de proposición económica para
Viajes Halcón, Barceló e Iberia (folios 4443-4451). También se
recibieron, el 29 de junio de 1998, los documentos solicitados al
Tribunal de Cuentas relativos al «Programa de vacaciones para
personas de la tercera edad durante la temporada 1995/96» (folios
170-516). Asimismo, con fecha 6 de julio de 1998, tuvo entrada
en el Servicio un escrito del Secretario General del Tribunal de
Cuentas, adjuntando más documentación solicitada inventariada
en un índice pormenorizado (folios 520-525). En los anejos figu-
ran: 1) el expediente de contratación del programa de vacaciones
para personas de la tercera edad durante la temporada 1995/1996
(folios 526/1270). 2) Escritos remitidos por el Tribunal de Cuen-
tas requiriendo al IMSERSO el envío de documentación e infor-
mación complementarias y contestaciones remitidas por el
IMSERSO (folios 1271-1463). 3) Documentación relativa a la
elaboración por el Tribunal de Cuentas del Informe Anual corres-
pondiente a 1995, en lo que afecta al análisis de los contratos cele-
brados por el IMSERSO (folios 1464-1503).

5. Por Providencia de 9 de julio de 1998 se solicitó también
diversa información a Viajes Halcón, S.A., Viajes Iberia, S.A.,
Viajes Barceló, S.L. y Viajes Marsans, de acuerdo con lo dispues-
to en el artículo 37.1 de la LDC.

6. El 14 de julio de 1998 el Director del Servicio dictó Provi-
dencia complementaria de la de 12 de mayo de 1998, en la que,
como consecuencia del requerimiento de información practicada
en que se pudo conocer la existencia de contratos suscritos entre
Mundosocial AIE y diversas empresas que contenían una cláusula
de prohibición de competencia, se acordó la incoación de oficio
de expediente sancionador por prácticas restrictivas de la compe-
tencia prohibidas en los artículos 1 y 6 de la LDC. Las actuacio-
nes se entendían, además de con las cuatro empresas licitadoras
del programa, con Viajes Ecuador, S.A., Carlson Wagonslit Tra-
vel, Viajes 2000, S.A., Viajes Interopa, Viajes Cyrasa Interna-
cional, Viajes Ciberviaxes, Viajes Cavaltour, Viajes Internacional
Expreso, S.A., Viajes Sidetours, S.A., Viajes Lamia Tours, S.A.,
Viajes Tep, S.A., Viajes Valdés, Viajes Llamar y Viajar y Viajes
Travelcar, así como con cualquiera otras personas o entidades que
pudieran aparecer vinculadas con los hechos denunciados. De
dicha Providencia, además de notificarse a los interesados, se dió
cuenta al Tribunal de Cuentas.

7. Además de la documentación que los interesados fueron
aportando al expediente, por Providencias de fechas 4 de agosto
de 1998, 9 de septiembre de 1998, 14 de septiembre de 1998, 16
de septiembre de 1998, 24 de septiembre de 1998, 5 de octubre de
1998 y 21 de octubre de 1998, se solicitó diversa información que
también se incorporó al expediente.

8. El 25 de enero de 1999 el Servicio formuló el correspon-
diente Pliego de Concreción de Hechos (folios 7780 a 7803) en el
que, con respecto al mercado relevante, se consideraba lo siguien-
te:

«III. EL MERCADO.

1. Definición del mercado relevante del producto.

El mercado relevante del producto es la prestación de servi-
cios para la ejecución de Programas subvencionados de Turismo
en temporada baja. Por tratarse de Programas subvencionados,
en este caso por el INSERSO, los operadores económicos oferen-
tes de los servicios, en este caso las Agencias de Viajes, deben
presentarse al Concurso Público convocado para la asignación
de los Contratos de Asistencia Técnica para la ejecución del Pro-
grama y, por tanto, cumplir los requerimientos exigidos tanto en
el Pliego de Claúsulas Administrativas (ejemplo, clasificación
para concursar, la documentación técnica exigida, etcétera),
como en el Pliego de Prescripciones Técnicas (red comercial de
agencias a nivel nacional, software para las reservas, etcétera).
En segundo lugar, las Agencias de Viajes deben resultar adjudi-
catarias de dicho Concurso.

Además, para el desarrollo y ejecución del Programa por la
Agencia de Viajes que haya resultado adjudicataria del Concurso
Público convocado para la asignación de Contratos de Asistencia
Técnica, es preciso que se haya asegurado de la obtención del
suministro adecuado de los servicios necesarios, que funcionan
como factores de la producción, tales como Agencias de Viajes
comercializadoras, Hoteles, Medios de transporte.

Los factores necesarios para que se puedan ofrecer los pro-
gramas turísticos relevantes coinciden en parte con los factores
necesarios para otros tipos de programas turísticos, pero las con-
diciones de contratación varían sustancialmente puesto que los
programas subvencionados son objeto de un concurso o subasta,
de modo que los operadores que concurren en condiciones nor-
males no deberían poder estar seguros de ser adjudicatarios y por
tanto, no pueden suscribir contratos firmes de adquisición de ser-
vicios, sino, como máximo, una obligación de compra en el caso
de resultar ganadores del concurso.

Aunque el servicio prestado sea la ejecución y desarrollo del
Programa de Vacaciones, el hecho de que dicho Programa sea
subvencionado a nivel nacional y para el conjunto de personas de
la Tercera Edad, hace que la oferta de algunos factores (especial-
mente agencias de viajes comercializadoras) se encuentre atomi-
zada y por ello las barreras de entrada para nuevos oferentes son
muy elevadas, puesto que la mayoría de la Agencias de Viajes no
pueden ser licitadores al Concurso, por el elevado coste de pre-
paración de ofertas, así como las rigurosas exigencias del Pliego
de Prescripciones Técnicas, consistentes en hallarse dotados de
una amplia red comercial de agencias a nivel nacional y de un
software informático específico para el desarrollo de dicho Pro-
grama para cada una de las agencias de la red. Finalmente, como
barrera de entrada hay que señalar también que la Mesa de Con-
tratación prioriza la experiencia probada en la ejecución de
dichos Contratos en otros concursos. Por tanto, la relación
durante el desarrollo del programa fideliza la elección del ante-
rior ganador.

La prestación de servicios de Turismo subvencionados en tem-
porada baja tiene ciertas especificidades en cuanto al precio,
público objetivo al que van dirigidos (ancianos, estudiantes, etcé-
tera), elasticidades de la demanda respecto al precio, etcétera,
que lo convierten en un mercado claramente diferenciado de los
servicios de Turismo de temporada alta, que suponen una oferta
más amplia en cuanto a itinerarios, servicios de más alta calidad,
precio, etcétera. Además, la demanda de dichos Programas, por
ser subvencionados, es mucho mayor que la oferta, siendo nulo el
coste derivado del riesgo asumido por los adjudicatarios en cuan-
to a la ocupación de plazas.

2. Definición del mercado geográfico.
El mercado geográfico de referencia es el territorio nacional

por diversos motivos. En primer lugar, los lugares de destino de
los viajes subvencionados por el Programa (Península, Baleares
y Canarias) se encuentran ubicados en España.

En segundo lugar, es muy importante señalar que la cobertura
del Programa es nacional, dado que el propio Pliego de Prescrip-
ciones Técnicas exige que se tenga al menos un punto de venta en
cada capital de provincia, un punto de venta en cada población
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de más de 40.000 habitantes, un punto de venta por cada 200.000
habitantes o fracción, etcétera. Todos estos requerimientos técni-
cos del Pliego suponen que no todas las Agencias puedan ni
siquiera licitar al concurso ya que la cobertura nacional del pro-
grama y dicho mercado geográfico requiere una cierta red
comercial de oficinas y puntos de venta, que no todas las empre-
sas poseen.

En tercer lugar, hay que tener en cuenta que determinadas
plazas se destinan a usuarios residentes en el extranjero. En el
concurso correspondiente a la temporada 1995/96 la asignación
de plazas para usuarios residentes en el extranjero fue la siguien-
te:

— Países Iberoamericanos ...................... 3.800 plazas. (1,06%)
— Australia .............................................. 100 plazas. (0,03%)
— Norte de Africa .................................... 100 plazas. (0,03%)
— Antigua Unión Soviética ...................... 200 plazas. (0,06%)
— Europa ................................................. 7.100 plazas. (1,97%)

No obstante, dado que el número de plazas destinadas a usua-
rios extranjeros supone un 3,14 por 100 sobre el total de plazas
ofertadas, el mercado geográfico es básicamente el territorio
nacional, aunque haya afectación a los países en que residen los
usuarios extranjeros, sobre todo en aquellos en que se permite la
comercialización a dichos usuarios.

Por tanto, el mercado geográfico relevante y del producto es
el mercado de prestación de servicios para la ejecución de Pro-
gramas subvencionados de Turismo en temporada baja en el
territorio nacional, con procedencia en cualquier punto del terri-
torio nacional (97 por 100) o en paises europeos (1,97 por 100) y
excepcionalmente Rusia (0,06 por 100), Iberoamérica (1,06 por
100), Australia (0,03 por 100) y Africa (0,03 por 100).

En dicho Pliego y respecto a la expugnabilidad del mercado se
decía:

«Mundosocial, AIE Viajes Halcón, Viajes Iberia, Viajes Bar-
celó y Viajes Marsans, a través de los distintos acuerdos, se com-
prometen a actuar conjuntamente en el mercado relevante defini-
do. Mundosocial, AIE ostenta la posición de dominio en la
contratación de los servicios precisos para la ejecución del pro-
grama y, con el pacto suscrito entre sus miembros (Viajes Halcón,
Viajes Iberia, Viajes Barceló y Viajes Marsans) podrían haber
abusado colectivamente de dicha posición de dominio mediante la
progresiva expulsión de otras posibles licitadoras del mercado de
oferta y prestación del Programa subvencionado de Turismo en
temporada baja.

El lazo de unión por el cual las cuatro Agencias se compro-
menten a actuar conjuntamente es que en las ofertas relativas al
Concurso número 19/95, correspondiente a la temporada
1995/96, presentadas por las cuatro empresas licitadoras: Viajes
Halcón (folios 1662-1665), Viajes Iberia (folios 2650-2653), Via-
jes Barceló (folios 3615-3618) y Viajes Marsans (folios 4503-
4506); cada una de ellas se compromete a, en caso de ser adjudi-
cataria de todos o parte de los lotes, ejecutar el programa
conjuntamente y en exclusiva con las otras tres Agencias, en los
siguientes términos:

«Por todo ello esta Empresa, en caso de ser adjudicataria de
todos o parte de los lotes, y consciente de la importancia que una
unión de fuerzas empresariales tendría para el Programa Vaca-
ciones Tercera Edad, se compromete a ejecutar el programa
conjuntamente y en exclusiva con las Empresas…» (Las otras
tres licitadoras).

«Con este acuerdo, además de aunar esfuerzos en la ejecu-
ción del Programa en beneficio del usuario, se consigue por pri-
mera vez y con esta sola finalidad, la unificación de empresas
líderes en el mercado turístico español que, junto con sus
empresas participadas, se engloban en la totalidad de los sec-
tores.»

Al analizar los volúmenes de facturación a finales de 1994
se observa que efectivamente las cuatro imputadas y Mundo-
social conjuntamente tienen un gran poder de mercado, dado
que, junto con sus empresas participadas (ver apartado II.
relativo a empresas), englobadas en los distintos sectores
suministradores de los factores (agencias de comerciali-
zación, autobuses, aviones, hoteles, etcétera), alcanzan un
volumen de facturación de en torno a los 365.000 millones de
pesetas.

La vinculación en exclusiva a través de Mundosocial, AIE,
a las empresas que suministran los servicios, que funcionan
como factores de producción, supone el cierre a otros even-
tuales licitadores de las posibilidades de suscribir con los ter-
ceros prestadores de servicios contratos de adquisición de
servicios sujetos a la condición de resultar adjudicataria.
Además, Mundosocial, AIE suscribe contratos en los que sus
competidores potenciales —como Viajes Ecuador, Carlson
Wagonslit Travel, Viajes 2000, Viajes Interopa, Viajes Cyrasa
Internacional, Viajes Ciberviaxes, Viajes Cavaltour, Viajes
Internacional Expreso, Viajes Sidetours, Viajes Lamia Tours,
Viajes Tep, Viajes Valdés— se obligan a no presentarse al
Concurso.

Por tanto, el poder de mercado está asegurado: en primer
lugar, por la propia cuota que ostentan las cuatro Agencias y
sus empresas participadas, tanto en el mercado de prestación
del servicio como en el mercado de los factores; en segundo
lugar, por el compromiso conjunto de las cuatro Agencias y
Mundosocial, AIE de ejecución del Programa sea quien sea el
adjudicatario; y, en tercer lugar, por la vinculación en exclusi-
va tanto a los suministradores de servicios, como la exigencia
de prohibición de concurrencia a otros potenciales competido-
res.

En el mercado relevante, apenas quedan operadores econó-
micos libres con capacidad de competir, puesto que la mayoría
de Agencias de Viajes con posibilidad de presentar ofertas han
quedado vinculadas a Mundosocial, AIE mediante la obligación
de no concurrencia. Tan sólo podrían competir las siguientes
Agencias: Viajes Soltur, con una cuota de mercado de en torno
a 8,9 por 100, Juliatours, con aproximadamente 3,4 por 100,
Politours, con 3,2 por 100 y Circuitos a Fondo, con 3,4 por
100. También queda libre Viajes El Corte Inglés, con una cuota
de un 36,5 por 100, pero se trata de un operador que se dedica
a segmentos del mercado de producto de precio y calidad supe-
riores.

La posición de dominio conjunta existe e incluso se ha visto
reforzada por la adjudicación continuada en los diferentes con-
cursos, dado que, como ha quedado expuesto en los hechos acre-
ditados, desde el ejercicio 1991/92 hasta el ejercicio 1997/98
han resultado adjudicatarias del «Programa de Vacaciones de la
Tercera Edad», Viajes Halcón, Viajes Iberia y Viajes Barceló, y
la ejecución de dicho Programa ha sido llevada a cabo por las
adjudicatarias y Viajes Marsans, bien directamente o a través de
Mundosocial, AIE. También ha quedado acreditado que, desde el
ejercicio 1991/92 hasta el ejercicio 1994/95, se presentaron
como licitadores Viajes Cemo, y la UTE formada por Viajes
Olimpia y Viajes Tep, que progresivamente han sido expulsados
del mercado y han decaido como oferentes en los siguientes con-
cursos.

Finalmente, hay que señalar que en un mercado con impor-
tantes barreras de entrada y de salida, y por tanto bastante inex-
pugnable, la constitución de una posición de dominio conjunta de
las cuatro Agencias y Mundosocial, AIE es difícil de combatir por
otros operadores, dado que en un medio-largo plazo ninguna
agencia ni grupo de agencias alternativas tendrá posibilidades de
éxito, fundamentalmente porque el sistema de reservas, estructura
y desarrollo del programa está muy consolidado y la consecución
de una oferta alternativa y competitiva está mediatizada por las
anteriores adjudicaciones.»

Con todo ello se concluía con la siguiente valoración jurídica:
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«Los hechos acreditados y anteriormente expuestos podrían
constituir diversas infracciones de la LDC:

Cargo Primero.

La absoluta identidad de las ofertas presentadas por Viajes
Halcón, Viajes Barceló, Viajes Iberia y Viajes Marsans al
Concurso público número 19/95, correspondiente a la adjudi-
cación de los contratos de asistencia para la ejecución del
«Programa de vacaciones para personas de la tercera edad
durante la temporada 1995/1996», programa gestionado por
el INSERSO, podría constituir prueba de la existencia de
acuerdo restrictivo de la competencia, prohibido por el artícu-
lo 1.1.a) de la LDC.

De esta conducta se consideran responsables a: Viajes Hal-
cón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes Iberia, S.A.y Viajes Barce-
ló, S.L.

Cargo Segundo.

Los hechos acreditados ponen de manifiesto que cualquiera
que hubiera sido el resultado de la licitación, es decir, aunque se
hubiera adjudicado a una sola de las cuatro empresas licitadoras,
a dos, a tres o a las cuatro, la interposición de la AIE y los pactos
entre ellas garantizaban que las cuatro empresas licitadoras iban
a ejecutar finalmente el contrato, resultaran o no adjudicatarias
del concurso, lo que desvirtuó todo el proceso de contratación
con la fórmula elegida para concurrir a la licitación, que quedó
convertida en mera ficción desde el momento en que las empresas
que licitaron habían constituido la AIE y habían pactado la ejecu-
ción conjunta del programa.

El conjunto de hechos descritos podría ser constitutivo de una
conducta restrictiva de la competencia prohibida por el artículo
1.1.c) de la LDC. Se consideran responsables de dicha infracción
a: Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes Iberia, S.A.,
Viajes Barceló, S.L. y Mundosocial, AIE.

Cargo Tercero.

La suscripción por parte de Mundosocial, AIE de contratos
con Viajes Ecuador, S.A., Carlson Wagonslit Travel, Viajes 2000,
S.A., Viajes Interopa, Viajes Cyrasa Internacional, Viajes Ciber-
viaxes, Viajes Cavaltour, Viajes Internacional Expreso, S.A., Via-
jes Sidetours, S.A., Viajes Lamia Tours, S.A., Viajes Tep, S.A.,
Viajes Valdés, en cuyas claúsulas se establece el compromiso por
parte de dichas Agencias de no presentarse al concurso convoca-
do por el INSERSO para la ejecución del Programa de vacacio-
nes para la Tercera Edad correspondiente a la temporada 95/96,
ni a ayudar, colaborar o participar en la presentación de ninguna
candidatura de cualquier otra empresa; podría constituir una
práctica concertada que tiene por objeto y produce el efecto de
restringir la competencia, prohibida por el artículo 1.1 a) y b) de
la LDC.

Se consideran responsables de dicho cargo a: Viajes Ecuador,
S.A., Carlson Wagonslit Travel, Viajes 2000, S.A., Viajes Intero-
pa, Viajes Cyrasa Internacional, Viajes Ciberviaxes, Viajes
Cavaltour, Viajes Internacional Expreso, S.A., Viajes Sidetours
S.A., Viajes Lamia Tours, S.A., Viajes Tep, S.A., Viajes Valdés y
Mundosocial, AIE.

Cargo Cuarto.

Dado que Mundosocial, AIE y las cuatro Agencias licitadoras
del programa, ostentan una posición de dominio conjunta, la con-
ducta descrita en el cargo anterior podría haber producido una
expulsión del mercado de potenciales competidores, ya que desde
la temporada 1995/96 hasta la fecha, ninguna otra empresa, ni
UTE, ni AIE intentó concursar a dichos Programas.

Esta conducta podría constituir un abuso de posición de
dominio, prohibido por el artículo 6.2. b) y e) de la LDC, de la

que se consideran responsables a: Viajes Halcón, S.A., Viajes
Marsans, S.A., Viajes Iberia, S.A., Viajes Barceló, S.L. y Mundo-
social, AIE.

Cargo Quinto.

Dada la posición de dominio conjunta que ostentan Viajes
Halcón, Viajes Marsans, Viajes Iberia, Viajes Barceló y Mundo-
social, AIE en el mercado de prestación de Programas subvencio-
nados de Turismo en temporada baja en el territorio nacional, el
compromiso de las cuatro Agencias de que, en caso de ser adjudi-
cataria de todos o parte de los lotes, ejecutarán el programa con-
juntamente, bien de forma directa o indirecta a través de Mundo-
social, AIE, podría consituir un abuso de posición de dominio
prohibido por el artículo 6.2.d) de la LDC, consistente en el
reparto del mercado entre las cuatro Agencias, cualquiera que
sea la resolución del concurso.

Son responsables de dicha conducta: Viajes Halcón, S.A., Via-
jes Marsans, S.A., Viajes Iberia, S.A., Viajes Barceló, S.L. y Mun-
dosocial, AIE».

9. En distintas fechas posteriores los interesados presentaron
las alegaciones al Pliego que consideraron conveniente.

10. Se recibió por el Servicio también escrito de Mundosocial
de fecha 21 de junio de 1999 donde, junto a otras alegaciones, se
solicitaba la finalización del procedimiento administrativo. En
escrito recibido en el Servicio el 22 de julio de 1999 se reiteraba
la finalización del procedimiento apelando a su terminación con-
vencional.

11. En escrito fechado el 28 de julio de 1999 se contesta razo-
nadamente por el Servicio a la solicitud de terminación conven-
cional del expediente indicando, entre otras consideraciones, que
el procedimiento sancionador de defensa de la competencia es un
procedimiento especial, perfectamente establecido y regulado en
todos sus términos en la LDC sin que en la misma se estableciera
entonces la terminación convencional durante la tramitación del
expediente.

12. Por Providencia de fecha 1 de octubre de 1999 se acuerda
dar por finalizadas las actuaciones y, posteriormente, con fecha 4
de noviembre de 1999 se redacta el preceptivo Informe, cuya Pro-
puesta que el Servicio realizó al Tribunal se transcribe a continua-
ción:

«X. PROPUESTA.

Vista la valoración jurídica de los hechos, la propuesta que
realiza el Servicio al Tribunal es la siguiente:

Primero. Que se declare la existencia de conducta prohibi-
da por el artículo 1.1.a) de la Ley de Defensa de la Competen-
cia por parte de Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A.,
Viajes Iberia, S.A. y Viajes Barceló, S.L., consistente en la
absoluta identidad de las ofertas presentadas por dichas
empresas al Concurso público número 19/95, correspondiente
a la adjudicación de los contratos de asistencia para la ejecu-
ción del «Programa de vacaciones para personas de la tercera
edad durante la temporada 1995/1996», programa gestionado
por el INSERSO.

Segundo. Que se declare la existencia de conducta prohibi-
da por el artículo 1.1.c) de la Ley de Defensa de la Competen-
cia por parte de Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Via-
jes Iberia, S.A., Viajes Barceló, S.L y Mundosocial, AIE,
consistente en que cualquiera que hubiera sido el resultado de
la licitación, es decir, aunque se hubiera adjudicado a una sola
de las cuatro empresas licitadoras, a dos, a tres o a las cuatro,
la interposición de la AIE y los pactos entre ellas garantizaban
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que las cuatro empresas licitadoras iban a ejecutar finalmente
el contrato, resultaran o no adjudicatarias del concurso, lo que
desvirtuó todo el proceso de contratación con la fórmula elegi-
da para concurrir a la licitación, que quedó convertida en mera
ficción desde el momento en que las empresas que licitaron
habían constituido la AIE y habían pactado la ejecución con-
junta del programa.

Tercero. Que se declare la existencia de conducta prohibida
por el artículo 1.1 a) y b) de la Ley de Defensa de la Competen-
cia por parte de Viajes Ecuador, S.A., Carlson Wagonslit Tra-
vel, Viajes 2000, S.A., Viajes Interopa, Viajes Cyrasa Interna-
cional, Viajes Ciberviaxes, Viajes Cavaltour, Viajes
Internacional Expreso, S.A., Viajes Sidetours, S.A., Viajes Lamia
Tours, S.A., Viajes Tep, S.A., Viajes Valdés y Mundosocial, AIE,
consistente en la suscripción de contratos entre Mundosocial y
cada una de las Agencias mencionadas, en cuyas cláusulas se
establece el compromiso por parte de dichas Agencias de no
presentarse al concurso convocado por el INSERSO para la eje-
cución del Programa de vacaciones para la Tercera Edad
correspondiente a la temporada 95/96, ni a ayudar, colaborar o
participar en la presentación de ninguna candidatura de cual-
quier otra empresa.

Cuarto. Que se declare la existencia de conducta prohibida
por el artículo 6.2. b) y e) de la Ley de Defensa de la Compe-
tencia contra Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes
Iberia, S.A., Viajes Barceló, S.L. y Mundosocial, AIE, por abu-
so de posición de dominio conjunta consistente en la conducta
descrita en el cargo anterior y que ha tenido como resultado la
expulsión del mercado de potenciales competidores, ya que
desde la temporada 1995/96 hasta la fecha, ninguna otra
empresa, ni UTE, ni AIE intentó concursar a dichos Progra-
mas.

Quinto. Que se declare la existencia de conducta prohibida
por el artículo 6.2.d) de la Ley de Defensa de la Competencia
contra Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes Iberia,
S.A., Viajes Barceló, S.L. y Mundosocial, AIE, por abuso de posi-
ción de dominio conjunta consistente en el compromiso de las
cuatro Agencias de que, en caso de ser adjudicataria de todos o
parte de los lotes, ejecutarán el programa conjuntamente, bien de
forma directa o indirecta a través de Mundosocial, AIE, con el
resultado de repartirse el mercado entre las cuatro Agencias,
cualquiera que sea la resolución del concurso.

Sexto. Que se intime a los imputados a que se abstengan en lo
sucesivo de realizar prácticas semejantes, y corrijan el sistema de
presentación de ofertas, de subcontratación del desarrollo del
programa y de obtención de los factores necesarios para la ejecu-
ción del programa.

Séptimo. Que se imponga la correspondiente sanción econó-
mica, teniéndose en cuenta lo señalado en el punto 7.° de la Valo-
ración Jurídica.

Octavo. Que se ordene a Mundosocial, AIE y a sus socios la
publicación, a su costa, de la parte dispositiva de la Resolución
que en su momento se dicte en el BOE y un diario de información
general editado en Madrid que tenga difusión en todo el territorio
nacional.

Noveno. Que el Tribunal interese al Servicio para que en lo
sucesivo vigile la evolución del mercado de prestación de servi-
cios para la ejecución de Programas subvencionados de turismo
en temporada baja.

Décimo. Se adopten los demás pronunciamientos a que se
refiere el artículo 46 de la Ley 16/1989, de Defensa de la Compe-
tencia.»

13. Recibido el expediente en el Tribunal el 8 de noviembre
de 1999, mediante Providencia del día 22 de dicho mes y año, se
acordó, según lo establecido en el artículo 39 LDC, admitir a trá-
mite el expediente, nombrar Ponente al Vocal Don José Juan
Franch Menéu y, en virtud de lo dispuesto en el artículo 40.1
LDC, ponerlo de manifiesto a los interesados para que pudieran
solicitar la celebración de Vista y proponer las pruebas que esti-
maran necesarias.

14. En dicho trámite de alegaciones y proposición de pruebas,
varios de los interesados pidieron que se acordara la terminación
convencional del expediente o subsidiariamente, que se declarase
concluso el expediente procediéndose a su archivo.

A su vez solicitaron numerosas pruebas Viajes Marsans, S.A.,
Viajes 2000, Viajes Valdés, S.L., Viajes Sidetours, S.A., Viajes
Wagonslit, S.A., Viajes Ecuador, S.A., Mundosocial, AIE, Viajes
Barceló, S.L., Viajes Halcón, S.A., Viajes Iberia, S.A., Viajes
Cyrasa Internacional, Viajes Ciberviaxes, Viajes Cavaltour y Via-
jes Tep.

En cuanto a la celebración de Vista, prácticamente todos los
imputados la pidieron, alguno de forma encarecida considerándola
esencial para preservar sus derechos de defensa.

15. En el Auto sobre Prueba, Vista y terminación convencio-
nal de fecha 21 de marzo de 2000, el Pleno, en el Fundamento
de Derecho Primero, denegó la terminación convencional y el
sobreseimiento del expediente. Asimismo aceptó la gran mayo-
ría de las numerosas pruebas solicitadas dando plazo para apor-
tar las que aún no obraban en el expediente y acordó la celebra-
ción de Vista. Sólo se denegaron fundadamente algunas de las
solicitadas.

16. Por Providencia de fecha 25 de abril de 2000 y vista la
repentina enfermedad del Ponente Don José Juan Franch Menéu, a
fin de no paralizar la tramitación del expediente y evitar molestias
a los interesados, se procedió a la sustitución provisional de
Ponente para la realización de la prueba de confesión del repre-
sentante legal y administrador único de Mundosocial AIE en la
persona de la Vocal Doña M.ª Jesús Muriel Alonso, así como las
pruebas testificales de los Señores Hernández Puértolas, Benasar
y Pascual en la persona del Vicepresidente Don Francisco Javier
Huerta Trolèz.

17. Una vez practicadas las pruebas admitidas en el Auto de
21 de marzo de 2000 y en cumplimiento de lo dispuesto en el
artículo 40.3 de la LDC, por Providencia de fecha 15 de junio
de 2000, se puso de manifiesto a los interesados el resultado de
las diligencias de prueba a fin de que en el plazo de diez días
alegaran cuanto estimen conveniente acerca de su alcance e
importancia. También se fijó el jueves 14 de septiembre de
2000 a las 10 horas para la celebración de Vista en la sede del
Tribunal.

18. Las imputadas, tanto en los escritos de alegaciones y de
valoración de pruebas, como en la Vista celebrada en la fecha pre-
vista, alegaron en síntesis, haciendo suyos cada una los argumen-
tos de las demás, lo siguiente:

18.1. Se adhieren a la conclusiones que se extraen del
«Estudio sobre las condiciones del mercado en 1995 en el sec-
tor turístico nacional y comunitario» elaborado por Pricewater-
housecoopers, fundamentalmente en lo referido a los siguientes
puntos:

«a) La delimitación del mercado que haya de tenerse por
relevante, tanto por el producto como por su ámbito geográfico;
en clara contravención con la delimitación que del mismo efectúa
el Servicio de Defensa de la Competencia: «La prestación de ser-
vicios para la ejecución de programas subvencionados de turismo
en temporada baja».
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Tal delimitación es extraordinariamente restrictiva y no se
adecua al mercado real afectado, ello es, a nuestro entender, tan-
to la organización como la comercialización de paquetes turísti-
cos estén éstos subvencionados o no.

b) La inexistencia de posición dominante por parte de Mun-
dosocial y de las entidades que integran la Agrupación y, mucho
menos aún por parte de Viajes Barceló, S.L. individualmente con-
siderada.

Dentro del mercado de producto afectado y según se despren-
de del informe antes citado y al que nos remitimos, la cuota de
mercado conjunta de los cuatro socios de Mundosocial, en la
fecha en la que se convocó el Concurso 19/95, alcanzaba única-
mente el 22,1 por 100 del mercado, siende la participación de
Viajes Barceló, S.L. de un 6,1 por 100; en consecuencia: existien-
do otros operadores con una cuota superior no cabe hablar de
que Mundosocial ni las empresas que lo integran, hayan osten-
tado una posición de dominio conjunta en el mercado
relevante».

Respecto al supuesto acuerdo restrictivo de la competencia
prohibido por el artículo 1.1.° de la LDC alega que «La presen-
tación de ofertas idénticas por parte de los cuatro socios de
Mundosocial encuentra su justificación en el Acuerdo de fecha
25 de mayo de 1992 en la Junta Consultiva de Contratación
Administrativa que denegó a MUNDOSOCIAL la clasificación
necesaria para poder presentarse al concurso, por los motivos
que en el mismo se exponen. Pero, por otra parte, en el mismo
Acuerdo denegatorio establece que los integrantes de MUN-
DOSOCIAL podían concurrir de forma agrupada al Concurso,
al gozar todas y cada una de ellas de la clasificación requeri-
da.

Además, la posibilidad de subcontratar se contempla expresa-
mente en el Pliego de Cláusulas Particulares y, en el caso, la sub-
contratación de la ejecución del Programa a la AIE fue autoriza-
da por el IMSERSO, si bien manteniendo, ajustadamente a lo
dispuesto en el artículo 116 de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas; la responsabilidad total de la ejecución de
los servicios contratados por parte de una de las empresas adju-
dicatarias.

«Modus Operandi» conocido y aceptado por parte de la
Administración, reiterado durante seis años consecutivos, sin que
en momento alguno haya sido objetado ese modo de proceder
habida cuenta de sus satisfactorios resultados».

Respecto a la ejecución conjunta del programa a través de
Mundosocial AIE como posible conducta prohibida por el artí-
culo 1.1 c) de la LDC se alega que «dicha actuación conjunta
fue autorizada por la propia Administración y que la misma se
adecúa a las exigencias contenidas en el Pliego de Prescripcio-
nes Técnicas por los que había de regirse la contratación que,
entre otras, exigía a los adjudicatarios disponer una amplísima
red de comercialización y, además, de un sistema informático
centralizado.

Ni VIAJES BARCELO, S.L. ni ninguno de los socios de MUN-
DOSOCIAL, individualmente ni agrupados, cumplen con la red
de comercialización exigida.

Además, al adjudicarse cada uno de los tres lotes que confi-
guraban el programa a tres empresas distintas, la comerciali-
zación por separado habría supuesto la creación de tres redes
paralelas para la venta de los viajes, con el consiguiente incre-
mento de costes y notoria incomodidad para el usuario quien se
habría visto obligado a deambular de una agencia a otra en fun-
ción del destino elegido. Mientras que la unificación en una sola
red de comercialización garantiza, en beneficio del consumidor,
la venta de los tres lotes en todas las agencias de todo el territo-
rio nacional».

En lo que se refiere a la posible práctica prohibida por el artí-
culo 1.1.a) y b) de la LDC por la suscripción por parte de Mundo-

social AIE de contratos con otras agencias de viajes y su posterior
cesión a los socios de Mundosocial que se imputa entre otras enti-
dades a Viajes Valdés, S.L. y a Viajes Interopa, S.A. se alega que
«Dichos contratos, suscritos por MUNDOSOCIAL y cedidos a
sus socios con anterioridad a la adjudicación del programa
pasando a formar parte de sus respectivas candidaturas; respon-
den, conforme ya se ha expuesto en el antecedente, a crear la red
de comercialización exigida».

A tenor de lo establecido en los Pliegos de Prescripciones
Técnicas y Cláusulas Administrativas de aplicación, ese Plan de
Comercialización debía de contener la especificación de los pun-
tos de venta así como la relación de los hoteles que participarían
en el Programa, y ello debía de explicitarse en las candidaturas
lo que obligaba a las licitadoras a suscribir los contratos con las
agencias y con los hoteles antes de que se procediera a la adjudi-
cación del concurso».

Otra alegación presentada se refiere al hecho según el cual
«El Servicio delimita de forma restrictiva lo que es el mercado
de producto relevante y lo circunscribe a la «prestación de ser-
vicios para la ejecución de Programas subvencionados de turis-
mo en temporada baja», producto que, a nuestro entender,
habría de hacerse extensivo a programas vacacionales para la
tercera edad, jóvenes y otros de carácter social organizados y
financiados por distintos operadores públicos y/o privados
(Ayuntamientos, CC.AA., Cajas de Ahorros, ONCE, …). Progra-
mas que son perfectamente incardinables dentro del mercado
afectado.

Además, habría de extenderse el ámbito geográfico del Mer-
cado considerado más allá del territorio nacional dado que, con-
forme a los Pliegos que rigen el concurso, podían presentar sus
candidaturas agencias de viajes extranjeras».

Alega por último la inexistencia de posición dominante ya que
«el hecho de la ejecución conjunta del programa no responde a
un «reparto del mercado entre las cuatro Agencias» —como ale-
ga el SDC— en detrimento de otros competidores, sino a la pues-
ta en común de una serie de medios y a la unión de esfuerzos
para conseguir dar un mejor servicio con un menor coste, lo que
en el caso se concreta en la unión de sus puntos de venta para
crear una única red de distribución con todas las ventajas que
ello comporta tanto para la Administración como para el usua-
rio».

18.2. Se alegó también que Viajes Ceres, empresa adjudica-
taria del Programa del INSERSO, quebró en 1990 dejando
importantes deudas (más de 900 millones de pesetas) y ponien-
do en peligro la continuidad del programa. Para demostración
de ello se apoyan en un amplio resumen de prensa que consta
en el expediente en donde, entre otros pormenores, se dice:
«Zontur recomienda a los hoteleros no contratar con el INSER-
SO hasta que no se les pague la deuda», «Deudas millonarias
hacen peligrar el próximo programa de turismo de la tercera
edad». «Los hoteleros deciden el viernes si suspenden su rela-
ción con el programa del INSERSO» etcétera. Por todo ello,
afirman que la Administración se propuso que el programa fue-
ra ejecutado por agencias del mayor prestigio, seriedad, rigor y
solvencia.

Alegan también que el entonces Director General del INSER-
SO, en prueba testifical, admitió que «la Administración conside-
raba saludable que un grupo de empresas sólidas se unieren para
dar mayor garantía y consolidar definitivamente el Programa».

Indican también que, según el Pliego de Prescripciones técni-
cas que establece requisitos exigentes, no existe ninguna empresa
española que por sí sola pueda cumplir esos requisitos y que, ade-
más, la Administración establece unos precios máximos de lici-
tación inferiores a los de mercado por lo que, sea quien sea el lici-
tador, siempre tendrá que presentar una oferta igual, por el tipo
máximo.

Señalan además que si se divide el Programa en lotes y se
adjudica cada lote a un licitador distinto se produciría una mul-
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tiplicidad de redes de distribución con efectos negativos. Así
concluye el Catedrático Doctor Eugeni Aguiló que «resulta,
pues, evidente que la gestión conjunta del Programa por parte
de los integrantes de Mundosocial mejoró la eficacia en la
comercialización del mismo, eliminando uno de los grandes
problemas del mismo que era la inficiente gestión de las plazas
disponibles».

Respecto al cargo primero se dice que «la existencia de un
Consorcio, esto es, de un acuerdo entre empresas, viene impuesta
por la propia actuación de la Administración al definir las Con-
diciones que han de reunir las Agencias para presentarse al
Concurso, tanto técnicas como económicas».

De acuerdo de nuevo con el Catedrático Doctor Eugeni Aguiló
«Dichas condiciones no eran cumplidas de manera individual
por ninguno de los socios de Mundosocial, AIE. Incluso el cum-
plimiento de manera agrupada era solamente parcial».

Y el informe de Pricewaterhousecoopers concluye que «si
analizamos el número de agencias u oficinas de los grupos
empresariales objeto del presente estudio observamos que ni indi-
vidualmente, ni en su conjunto, ninguno de ellos cumple la condi-
ción descrita en el pliego.

La conclusión es, pues, clara: la existencia de acuerdo, de
consorcio, entre empresas para dar cumplimiento a los requisi-
tos de presencia a lo largo y ancho de todo el territorio nacional,
es perfectamente LICITO: La Administración impone, no de
iure pero sí de facto, la agrupación.

No existe el menor margen de maniobra en mi representada
para elegir u optar entre presentarse al Concurso de forma inde-
pendiente o hacerlo en forma agrupada: sólo formando un con-
sorcio, sea UTE, AIE, o cualquier otra fórmula de asociación, se
pueden ir complementando las distintas implantaciones territo-
riales de las diferentes empresas.»

Dadas las condiciones de la Administración, o hay acuerdo o
no se cumple el Pliego de Condiciones.

Reconocen que toda empresa que ha concursado lo ha hecho
por el máximo porque dichos precios máximos no dejan margen
para reducciones y que, consecuentemente, toda baja sería temera-
ria. Es decir, cualquiera que licite lo tiene que hacer por el tipo
máximo con lo que no queda margen para hablar de una posible
fijación siquiera indirecta de precios. Por ello, la igualdad de las
ofertas es consecuencia del Pliego de Condiciones, dado que no
hay posibilidad de presentar una oferta que no sea igual (por el
máximo) que las otras.

Indican, a modo de resumen, que el acuerdo no es ilícito,
sino que es imprescindible para dar cumplimiento a los requisi-
tos técnicos y económicos que impone el Pliego. En lo que se
refiere a la forma de instrumentar el acuerdo, ésta no es sancio-
nable, siendo lícito el acuerdo en sí; la identidad de ofertas ten-
dría que darse licitase quien licitase porque no hay margen para
bajar los precios fijados por la Administración, de forma que no
debe estimarse el cargo del artículo 1.1.a) y, en todo caso, es
aplicable el principio de confianza legítima en la conducta de la
Administración.

Respecto al cargo segundo por conducta prohibida por el
artículo 1.1.c) de la LDC al darse reparto de mercado o de
fuentes de aprovisionamiento, indican que «por medio de la
agrupación, ninguna de las empresas agrupadas anula a un
competidor: o se aúnan o no pueden cumplir el pliego de con-
diciones. En definitiva, no cabe hablar de reparto entre empre-
sas cuando estas empresas no tienen capacidad unilateral de
presencia».

Respecto al cargo cuarto —consistente en que se declare la
existencia de una conducta prohibida por el artículo 6.2.b) y e) de
la LDC por abuso de posición de dominio conjunta por expulsión
del mercado de potenciales competidores— se dice: 1.°) Que las
empresas asociadas no ostentan una posición de dominio en el
mercado; 2.°) que es perfectamente posible que haya otras candi-
daturas, no de empresas presentadas individualmente, sino de con-
sorcios alternativos al formado por las cuatro agencias socios de
Mundosocial; 3.°) Si no se presentan otras candidaturas no es por-

que se hayan establecido barreras de entrada, sino porque los már-
genes del Programa no atraen a otras empresas para constituir una
AIE/UTE alternativa y 4.°) porque no se dan los requisitos del
artículo 6.2 letras b) y e) en cuanto al perjuicio a los consumidores
y en lo relativo a la subordinación de contratos a la aceptación de
prestaciones suplementarias que, por su naturaleza, o con arreglo
a los usos del comercio, no guarden relación con el objeto de tales
contratos. Tampoco se transgrede el artículo 6.2.d) porque, siem-
pre según las imputadas, no hay forma posible de ejecutar el Pro-
grama si no es uniendo diversas empresas, tanto para alcanzar pre-
sencia en todo el territorio nacional como para racionalizar costes,
mejorar la comercialización y hacer económicamente viables los
importes máximos de licitación, dado que son inferiores a los pre-
cios de mercado.

18.3. Las alegaciones presentadas por Mundosocial, AIE se
resumen en cinco cuestiones:

1.ª Respecto al hecho de haber acordado Viajes Halcón, Via-
jes Iberia, Viajes Barceló y Viajes Marsans, presentar ofertas
idénticas al concurso público número 19/95 (cargo 1.°), la Admi-
nistración fue conocedora de la identidad de las ofertas presenta-
das por los socios de Mundosocial durante seis años, sin haberse
opuesto nunca a ello.

2.ª Respecto al hecho de haber acordado que, cualquiera que
fuera el adjudicatario final, todos ellos participarían en la ejecu-
ción del contrato a través de Mundosocial (cargo 2.°), se alega que
la ejecución conjunta del programa a través de Mundosocial fue
autorizada por la propia Administración y era exigencia del pro-
grama.

3.ª Se alega también que el Servicio ha interpretado errónea-
mente la naturaleza de los acuerdos suscritos por Mundosocial
con las agencias y la razón de su cesión a los socios de Mundoso-
cial.

4.ª Alega además la finalización de la conducta y el compro-
miso formal suscrito de no reincidir en ella.

5.ª La inexistencia de responsabilidad individual imputable a
Mundosocial.

18.4. El representante de Viajes Halcón, S.A. defendió en
exclusiva durante la Vista el principio de confianza legítima y
error invencible. Las imputadas han alegado en repetidas ocasio-
nes a lo largo de la tramitación del expediente que el INSERSO
indujo a las 4 empresas a presentar una oferta en común —lo que
hicieron en la práctica presentando 4 ofertas idénticas sin ocultár-
selo en ningún momento al INSERSO—, al resultar imposible
licitar y ejecutar el contrato de forma individual por las propias
condiciones impuestas en el concurso.

Dicen que las cuatro empresas advirtieron expresamente en
sus ofertas a la Administración que, en el caso de que alguna de
ellas resultara adjudicataria, el programa sería ejecutado con-
juntamente. De no haber aceptado esta fórmula de operar la
Administración, debería haber declarado desierto el concurso.
Lo que no cabe es que la Administración consintiera esta condi-
ción y que ahora otros servicios de la misma acusen a las
empresas de haber obrado ilícitamente, puesto que ello supon-
dría una vulneración del principio de confianza legítima. Citan,
por ejemplo, la Resolución del TDC de 14.4.98 en el Expedien-
te 374/96, Aparejadores de Valencia y Alicante donde señala
que: «Actuar con la creencia o la confianza de que una conduc-
ta impulsada por la Administración competente por razón de la
materia tiene que ser lícita, hace desaparecer la culpabilidad
de la conducta necesaria para que la infracción sea sanciona-
ble (artículo 10.1 LDC)».

Entienden que la repetida adjudicación del concurso en años
sucesivos y el hecho que el Director General del INSERSO autori-
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zando a los tres adjudicatarios del concurso la subcontratación de
la ejecución del programa a Mundosocial según consta en el
Hecho Acreditado 4.6 del PCH (página 15) avalan la existencia de
confianza legítima y error invencible. Según ellas, obraron ampa-
radas en la buena fe y la legítima confianza de que no existía
infracción alguna en materia de defensa de la competencia en la
formulación de ofertas. Consideran, además, que, tanto por las
manifestaciones en la prueba testifical del Director General de
INSERSO, como por la asistencia de un miembro del Servicio
Jurídico en la Mesa de Contratación, como la negativa a otorgar la
clasificación a Mundosocial por parte de la Junta Consultiva de
Contratación, la Administración hace que se confíe en la legalidad
de las conductas.

18.5. Por su parte Ciberviaxes, Cavaltour y Viajes Cyrasa
(hoy Iberoservice) alegan únicamente que, tal y como se deduce
de las pruebas practicadas, son empresas del Grupo Viajes Iberia,
hoy Grupo Iberostar, y, en concreto, y dentro del Grupo, son
empresas filiales de Viajes Iberia. Se cita entre otras la resolución
del caso Vubo/Parker sobre «single economic unit» en virtud de la
cual no pueden existir efectos anticompetitivos derivados de los
acuerdos entre empresas de un mismo grupo si las filiales no dis-
ponen de autonomía de gestión suficiente respecto de sus matrices
y también «Igualmente reproduciremos la jurisprudencia mencio-
nada en anteriores escritos de alegaciones: la Resolución del Tri-
bunal de fecha 22 de mayo de 1997, expediente 203/1997, y que
ratifica el criterio del Servicio, contiene los siguientes pronuncia-
mientos:

1. Fundamento de Derecho tercero: En lo relativo a la
denuncia formulada contra Iberia por presuntas prácticas contra-
rias al artículo 1 LDC, este Tribunal quiere manifestar que el ele-
mento fundamental para determinar si, entre dos empresas de un
mismo grupo en el que una es matriz y otra filial, se está en pre-
sencia de acuerdos o prácticas concertadas de las prohibidas en
el artículo 1 LDC es la existencia de autonomía real de compor-
tamiento de la filial respecto a la matriz».

18.6. Viajes Ecuador, S.A. y Carlson Wagons Lits Travel,
S.A. en el trámite de alegaciones y valoración de pruebas afirman
que no pertenecen a Mundosocial y, por lo tanto, tampoco intervi-
nieron en la licitación de la que se dice que derivan restricciones a
la competencia. Unicamente formalizaron un contrato con dicha
Agrupación con el fin de comercializar los paquetes turísticos
ofertados por Mundosocial. En ese contrato, ciertamente, se asu-
mió el compromiso de no presentarse a la licitación, pero, más
que un compromiso, tal acuerdo era una realidad manifiesta, al
carecer de recursos para acceder a la licitación. Por lo tanto, dicen,
en lo que respecta a estas dos empresas, no han actuado de forma
jurídicamente reprochable, ya que su actuación ha sido unicamen-
te de confirmación de la imposibilidad de licitar por insuficiencia
de medios; no porque otras entidades realicen ofertas que no se
pueden igualar, sino porque ni siquiera podía alcanzar los míni-
mos exigidos por la Administración.

Recuerdan también, tal y como alegan a su vez otros imputa-
dos, lo que ha venido aconteciendo históricamente con los viajes
ofertados por el INSERSO a la tercera edad. Con anterioridad a
la agrupación Mundosocial, tales viajes eran organizados y ejecu-
tados por la mercantil Viajes Ceres, siendo por todos conocida,
por la repercusión social que tuvo en su día, la mala actuación de
esa entidad en relación a los viajes para la tercera edad y, concre-
tamente, la situación lamentable a la que se llegó por parte de esa
mercantil que generó deudas millonarias, incluso poniendo en
peligro el mantenimiento de distintos establecimientos hoteleros
y la continuidad del programa de viajes ofertados a la tercera
edad.

Alegan a su vez que: «La Administración, con el objeto de evi-
tar nuevos fracasos en la ejecuón de los viajes de la tercera edad
(como el ocurrido con Viajes Ceres) y al observar la ejecución
satisfactoria de los nuevos licitantes, veía muy positiva la unión

de tales adjudicatarias, siempre buscando la excelencia de cali-
dad en la prestación de los servicios y la seguridad o garantía
que ofrecían tales adjudicatarias».

Por último, tal y como hacen otros imputados, hacen suyas las
afirmaciones contenidas en los informes elaborados por Pricewa-
terhousecoopers y por el Catedrático Doctor Eugeni Aguiló Pérez
y Don Joan B. Garan Vadell aportados al expediente y del que
destacan a) el estudio del mercado de las posibles agencias licita-
doras, b) el precio que la Administración fija como base y c) la
justificación del acuerdo entre las empresas licitadoras.

18.7. Viajes 2000 por su parte alega, principalmente, las
siguientes cuestiones:

1. Viajes 2000 no ha estado nunca en condiciones de concu-
rrir sola a los concursos convocados por el INSERSO.

2. Si tenemos en cuenta que la actividad de Viajes 2000 se
orienta, de una manera primordial, al servicio de los diversos
colectivos de la ONCE, su comportamiento es irrelevante en el
mercado de servicios ofertados por las agencias de viajes, dada la
pequeñísima importancia relativa de los colectivos ONCE en
dicho mercado.

3. La posición de Viajes 2000 frente a Mundosocial, AIE ha
sido siempre de absoluta debilidad. Esta posición de debilidad le
impidió negociar con Mundosocial, en lo más mínimo, los térmi-
nos del contrato de comercialización, por lo que Viajes 2000 se
limitó a aceptar los términos que Mundosocial le ofertó.

4. Ningún posible licitador se ha visto imposibilitado a
presentarse al concurso por la actuación de Mundosocial que es
objeto del presente expediente y, en concreto y por lo que aquí
interesa, por la firma del contrato de comercialización con Viajes
2000.

5. La inclusión de la cláusula de no concurrencia en los con-
tratos de comercialización suscritos entre Mundosocial y las agen-
cias de viaje no ha tenido trascendencia alguna en el mercado; es
más, los usuarios (pensionistas) resultaron claramente beneficia-
dos. Según el informe pericial: «a partir de 1994/95 (…) la dife-
rencia entre plazas disponibles y viajes realmente llevados a
cabo, se va reduciendo progresivamente hasta alcanzar límites
que podrían ser considerados prácticamente de plena
ocupación».

6. La actuación de la Administración en todo el proceso ha
creado en las agencias de viajes denunciadas (y, por lo que aquí
interesa, en Viajes 2000) una confianza plena en la corrección de
sus actuaciones.

7. Teniendo en cuenta la Sentencia del Tribunal Supremo de
23 de febrero de 2000, alega que también es de aplicación al pre-
sente caso el principio de confianza legítima en la actuación admi-
nistrativa. Sería absurdo sancionar una conducta que la propia
Administración sancionadora aconsejaba.

18.8. Por su parte Viajes TEP, S.A., resumidamente alega que
se limitó a firmar el contrato que aparece en las actuaciones bajo
los folios 130 a 132, e idéntico al del resto de agencias parte en
estas actuaciones, en donde aparece la cláusula octava que venía
como tal recogida en el documento facilitado sin posibilidad de
modificación, al tratarse de un contrato-tipo, contrato que no ha
tenido repercusión ni efecto de una posible restricción de la com-
petencia frente a terceros ya que ninguno ha formulado ni denun-
cia ni reclamación frente a esta parte.

Añade también que en su día optó a la posibilidad de adju-
dicarse alguno de los lotes que se ofertaban por Resolución del
Director General del INSERSO de fecha 30 de abril de 1992.
Sin embargo, tal «adjudicación no se llevó a efecto dada su
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exclusión según consta en la misma y por las causas en ella
indicadas, no teniendo capacidad por sí misma para poder
concursar, lo que determina la exclusión de cualquier respon-
sabilidad y la única posibilidad de comercializar parte del
programa, únicamente a través de la colaboración que se le
ofreció».

Por último, la contratación que se adjudicó a esta sociedad
durante los años de autos, fue escasísima según se desprende de
los datos aportados por las otras partes y que entendemos permiti-
das por el artículo 1.3 de la LDC y que por su cuantía no puede
considerarse como una restricción de la competencia, ni ha
supuesto pérdida de beneficio para los pensionistas, últimos bene-
ficiarios del programa, antes bien, posibilitó la comercialización
del programa.

18.9. Viajes Interopa, además de hacer propio el contenido
del escrito de resumen de prueba presentado por Mundosocial,
alega que de todo lo actuado resulta acreditada la relación existen-
te entre Viajes Interopa, S.A. y Viajes Barceló, S.L., formando
parte aquélla de las agencias minoristas que integran la División
de Viajes del Grupo empresarial denominado Barceló. Ello, dice,
es reconocido por el propio Informe-Propuesta y acreditado con
pruebas documentales de las que resulta que ambas entidades son
unipersonales y que su único accionista es la mercantil Hotel
Hamilton, S.A.

Indica también que —al no tratarse de un acuerdo suscrito
entre competidores y, por lo tanto, no existiendo competencia—
mal puede producir el efecto de restringirla. Asimismo el contra-
to suscrito con Mundosocial para la eventual comercialización
del programa está sujeto a la condición resolutoria explícita de
resultar Mundosocial, directa o indirectamente, adjudicataria del
concurso. Respecto a dicha cláusula de no competencia el repre-
sentante legal de Mundosocial en la prueba de confesión practica-
da afirmó que «… la finalidad de dicha cláusula responde a
empresas participadas y en consecuencia no afecta ni limita la
competencia al ser ya inexistente entre ellas y que respecto a las
otras cinco empresas que no son participadas el interés de dicha
cláusula respondía únicamente a intereses comerciales entre
ambas partes». Dice entonces Viajes Interopa que «no cabe
hablar de pacto de exclusividad habida cuenta de la intención
manifiesta de no concurrir a la licitación pública y de que su úni-
co interés se ceñía a poder comercializar los viajes. Y ello en
consonancia con la decisión adoptada, en tanto empresa vincula-
da a Viajes Barceló, S.L.; de formar parte de las candidaturas de
los socios de Mundosocial y no de otras candidaturas que compi-
tan entre sí».

Por su parte, el representante legal de Viajes Valdés alega
prácticamente lo mismo que Viajes Interopa con argumentaciones
de parecido tenor, aunque explicando que la vinculación, al tiem-
po de los hechos, consistía en que Viajes Barceló, S.L. operaba la
gestión y explotación del negocio y marca de Valdés como agen-
cia minorista de viajes. Agencia que, por otra parte, tenía una úni-
ca oficina abierta en Alicante, en la calle Explanada de España,
número 20.

18.10. El Servicio por su parte, tanto en la intervención inicial
de la Vista como en la réplica, reiteró, ampliando los argumentos,
lo ya expuesto en el Pliego de Concreción de Hechos y en el
Informe Propuesta.

19. El Tribunal deliberó en sus sesiones plenarias del 26 de
septiembre y del 3 de octubre de 2000, deliberando y fallando
definitivamente sobre el expediente en su sesión de 10 de octubre
del año 2000.

20. Son interesados:

— Viajes Halcón, S.A.
— Viajes Marsans, S.A.
— Viajes Iberia, S.A.
— Viajes Barceló, S.L.

— Mundosocial AIE.
— Viajes Ecuador, S.A.
— Carlson Wagonslit Travel, S.A.
— Viajes 2000, S.A.
— Viajes Interopa, S.A.
— Viajes Cyrasa Internacional, S.A.
— Viajes Ciberviaxes, S.A.
— Viajes Cavaltour Agencia de Viajes, S.A.
— Viajes Internacional Expreso, S.A.
— Viajes Sidetours, S.A.
— Viajes Lamia Tours, S.A.
— Viajes Tep, S.A.
— Viajes Valdés, S.A.

HECHOS PROBADOS

1.° En el Pliego de Claúsulas Administrativas del Concurso
número 19/95 para la adjudicación de los contratos de asistencia
para la ejecución del programa de vacaciones correspondiente al
ejercicio 95/96 (folios 887 a 905) cabe destacar los siguientes
puntos:

1. Los contratos a que se refiere el Pliego tenían por objeto la
asistencia para optar a la financiación parcial de un Programa de
Vacaciones de carácter social destinado a 360.000 personas de la
Tercera Edad, que comprende dos tipos de actividades: Turnos de
Vacaciones y Circuitos Culturales.

2. El presupuesto total de los contratos, correspondientes a los
tres lotes ascendió a 6.326.839.800 de pesetas, de las que
1.403.096.082 de pesetas eran con cargo al presupuesto de 1995 y
4.923.743.718 pesetas con cargo al presupuesto de 1996. El
importe máximo de licitación para cada uno de los lotes constituti-
vos del contrato era el siguiente:

— Lote 1:
Andalucía. Murcia. Circuitos: 1.623.410.000 de pesetas.

— Lote 2:
Baleares. Canarias: 2.808.608.800 de pesetas.

— Lote 3:
Cataluña. Comunidad Valenciana: 1.894.821.000 de pesetas.

Total: 6.326.839.800 de pesetas.

3. Los contratos a que se refiere el presente Pliego se adjudi-
caron mediante el procedimiento de concurso público, de acuerdo
con lo establecido en el artículo 8 del Decreto 1005/1974, de 4 de
abril, con arreglo a las siguientes condiciones:

3.1. Toda empresa interesada, o agrupación de empresas,
podía licitar por la totalidad del Programa o por uno o varios lotes
dentro del mismo. Los interesados debían presentar sus proposi-
ciones por lotes.

3.2. El oferente debía acreditar mediante certificado su clasifi-
cación como empresa consultora o de servicios, es decir, en el
Grupo III, Subgrupo 8, Categoría D.

3.3. En cuanto a la documentación técnica, cada empresa
debía presentar:

— Plan de comercialización para la totalidad de las plazas
convocadas, con expresión de los puntos de venta.

— Planes de Transporte correspondientes a los lotes en que
concurse.

— Documentación pormenorizada de todos los elementos
necesarios para juzgar la idoneidad de las instalaciones y servicios
de los establecimientos hoteleros ofertados.
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— Documentación acreditativa, en su caso, de haberse lleva-
do a cabo satisfactoriamente por la empresa otros contratos de
asistencia de características análogas.

2.° Viajes Halcón, en su proposición económica para el lote
número 1 dice que «se compromete a ejecutar el Contrato de
Asistencia por la cantidad de MIL SEISCIENTOS VEINTITRES
MILLONES CUATROCIENTAS DIEZ MIL PESETAS
(1.623.410.000 de pesetas ). La expresada cantidad comprende
tanto el precio del Contrato como el Impuesto sobre el Valor Aña-
dido». Está fechada en Salamanca, el 22 de mayo de 1995 (folio
4.443).

Sus proposiciones económicas para los lotes número 2 (folio
4.444) y número 3 (folio 4.445) son de 2.808.608.800 de pesetas y
1.894.821.000 de pesetas, respectivamente. Están fechadas tam-
bién en el mismo lugar y día.

Viajes Barceló, en su proposición económica para el lote
número 1 dice que «se compromete a ejecutar el Contrato de
Asistencia por la cantidad de MIL SEISCIENTOS VEINTITRES
MILLONES CUATROCIENTAS DIEZ MIL PESETAS
(1.623.410.000 de pesetas). La expresada cantidad comprende
tanto el precio del Contrato como el Impuesto sobre el Valor Aña-
dido». Está fechada en Palma de Mallorca, el 22 de mayo de 1995
(folio 4.446).

Sus proposiciones económicas para los lotes número 2 (folio
4.447) y número 3 (folio 4.448) son de 2.808.608.800 de pesetas y
1.894.821.000 de pesetas, respectivamente. Están fechadas tam-
bién en Palma de Mallorca y en el mismo día.

Viajes Iberia, en su proposición económica para el lote núme-
ro 1 dice que «se compromete a ejecutar el Contrato de Asistencia
por la cantidad de MIL SEISCIENTOS VEINTITRES MILLONES
CUATROCIENTAS DIEZ MIL PESETAS (1.623.410.000 de pese-
tas). La expresada cantidad comprende tanto el precio del Con-
trato como el Impuesto sobre el Valor Añadido». Está fechada en
Palma de Mallorca, el 22 de mayo de 1995 (folio 4.449).

Sus proposiciones económicas para los lotes número 2 (folio
4.450) y número 3 (folio 4.451) son de 2.808.608.800 de pesetas y
1.894.821.000 de pesetas, respectivamente. Están fechadas tam-
bién en Palma de Mallorca y en el mismo día.

Viajes Marsans, en su proposición económica para el lote núme-
ro 1 dice que «se compromete a ejecutar el Contrato de Asistencia
por la cantidad de MIL SEISCIENTOS VEINTITRES MILLONES
CUATROCIENTAS DIEZ MIL PESETAS (1.623.410.000 de pese-
tas). La expresada cantidad comprende tanto el precio del Contrato
como el Impuesto sobre el Valor Añadido». Está fechada en Madrid,
el 22 de mayo de 1995 (folio 4.488).

Sus proposiciones económicas para los lotes número 2 (folio
4.491) y número 3 (folio 4.494) son de 2.808.608.800 de pesetas y
1.894.821.000 de pesetas, respectivamente. Están fechadas tam-
bién en Madrid, el 22 de mayo de 1995.

3.° Viajes Halcón, S.A. es una agencia de viajes clasificada
como Mayorista-Minorista, constituida el 25 de enero de 1971. En
el momento de presentar la candidatura al concurso 1995/96, Via-
jes Halcón, S.A. contaba con cinco empresas en el sector turístico:

— Una Agencia de Viajes, con 272 oficinas.
— Dos Tour Operadores, Travelplan y Emitur con 11 ofici-

nas.
— Una Compañía de Autocares, Autocares Extremeño.
— Una Compañía Aérea, Air Europa.

Según cifras consolidadas del ejercicio 1994, el grupo factura-
ba más de 83.000 millones de pesetas, correspondiendo a: Viajes
Halcón, 33.228 millones; Travelplan, 11.169 millones y Emitur,
1.401 millones. Respecto al resto de compañías no constan en el
expediente sus volumenes de negocio.

4.° Viajes Iberia, S.A. ha venido ejerciendo su actividad de
Agencia de Viajes ininterrumpidamente desde su fundación en

1930. Dentro del sector turístico, el grupo empresarial Viajes Ibe-
ria (GVI), está formado por:

— Once Agencias de Viajes: Viajes Iberia, Iberomexico,
Cavaltour, Ciberviatges, Cyrasa Internacional, Aton Travel, IGS
(Iberotravel), Visit us, Eurofrance, Iberdom y Algarve Tours.

— Cuatro Tour Operadores, dos españoles Iberojet y Solplan,
y dos británicos, Iberotravel Ltd y Sunworld.

— Una Compañía Hotelera, Iberostar Hoteles y Apartamen-
tos, S.A.

— Una correduría de Seguros, Segurplan Correduría de Segu-
ros, S.A.

Durante el ejercicio 1994, el grupo Viajes Iberia (GVI) facturó
en torno a los 106.000 millones de pesetas, de los cuales 10.767
millones corresponden a Viajes Iberia, 74 millones a Iberomexico,
1.199 millones a Cavaltour, 616 millones a Ciberviatges, 21.902
millones a Cyrasa Internacional, 16 millones a Aton Travel, 541
millones a IGS, 432 millones a Visit us, 708 millones a Eurofran-
ce, 867 millones a Iberdom y 1.598 millones al Algarve Tours. En
cuanto a las Mayoristas: Iberojet facturó en torno a 15.072 millo-
nes de pesetas e Iberotravel 38.656 millones de pesetas. El resto
hasta alcanzar la cifra global de facturación de GVI, corresponde a
la Compañía Hotelera y a Segurplan.

5.° Viajes Barceló, S.L., se constituyó en 1931 en Mallorca, y
hoy el Grupo de empresas Barceló se encuentra presente en 19
países. En la división de Viajes, en el momento de presentar la
oferta del grupo disponía de:

— Cuatro Agencias de Viajes con 91 oficinas: Viajes Barce-
ló, S.L., Viajes Interopa, S.A., Viajes Valdés, S.L. y Viajes Auro-
ra, S.A.

— Tres Tour Operadores: Turavia Club, S.A., Turavia Ingla-
terra, Turavia Internacional, Turavia América.

— Dos Compañías Hoteleras: Hoteles Barceló España y
Hoteles Barceló Internacional.

El grupo facturó a finales de 1994, en torno a 68.000 millones
de pesetas. Respecto a las Agencias de Viajes: Viajes Barceló
alcanzó una cifra de negocio de 38.323 millones; Viajes Interopa,
463 millones; Viajes Valdés, 113 millones; Viajes Aurora, 2.578
millones y Viajes Barceló Internacional, 822 millones de pesetas.
Los distintos Tour Operadores facturaron: Turavia Club, 9.149
millones; Turavia Inglaterra, 18 millones y Turavia Internacional,
4.001 millones. No se conoce el dato correspondiente a Turavia
América, ni a las Compañías Hoteleras.

6.° Viajes Marsans se constituyó en 1910, siendo pionera den-
tro del subsector de Agencias de Viajes. El grupo está formado
por las siguientes empresas:

— Dos Agencias de Viajes, con 192 oficinas: Viajes Marsans,
S.A., y Viajes Internacional Expreso (VIE).

— Cinco Tour Operadores: Club de Vacaciones, Pullmantur,
Tiempo Libre, S.A.-Mundicolor, Iberrail, S.A.-Proasol, Central de
Cruceros, S.A.

— Dos Compañías de Autocares: Travelbus, S.A. y Trapsa-
tur, S.A., con 180 autocares.

— Una Compañía Aérea, Spanair, S.A. con 11 aeronaves.

A finales de 1994, este Grupo facturaba más de 108.000 millo-
nes de pesetas, correspondiendo a Viajes Marsans 17.719 millones
y a VIE 10.109 millones. El volumen de facturación de las Tour
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Operadoras es el siguiente: Club de Vacaciones, 13.566 millones;
Tiempo Libre, 18.554 millones; Iberrail, 2.315 millones; Pullman-
tur, 5.215 millones y Central de Cruceros, 739 millones. No se
aporta volumen de facturación de las Compañías de Autocares, ni
de Spanair.

7.° En septiembre de 1991, Viajes Iberia, Viajes Halcón y
Viajes Barceló constituyeron una Agrupación de Interés Económi-
co (AIE), de las reguladas por la Ley 12/1991, de 29 de abril,
denominada Mundosocial, AIE (folios 20 a 39). Por su parte, Via-
jes Marsans se incorporó a Mundosocial en agosto de 1992. (folio
59).

La Ley 12/1991, de 29 de abril, reguladora de las Agrupacio-
nes de Interés Económico declara en su artículo 1.° que tendrá
personalidad jurídica y carácter mercantil y en su artículo 3.°,
apartado 1, que el objeto de la Agrupación de Interés Económico
se limitará exclusivamente a una actividad económica auxiliar de
la que desarrollen sus socios, aclarándose en este sentido expresa-
mente en el preámbulo de la citada Ley que resulta imposible que
la Agrupación sustituya la actividad de sus socios.

Mundosocial, AIE tiene como objeto social las actividades
económicas auxiliares de las que, como Agencias de Viajes, desa-
rrollen sus socios y, específicamente, la licitación de los concur-
sos, subastas u otro modo de pública licitación u oferta convoca-
dos por el INSERSO o cualquier otra entidad pública para la
celebración de contratos de asistencia destinados a la financiación
de turnos de vacaciones para personas de la tercera edad, así como
la ejecución y desarrollo de los programas correspondientes a
dichos contratos (folio 24 vuelta).

Mundosocial, AIE, a finales de 1997 alcanzó una cifra de
negocio de en torno a los 15.149 millones de pesetas. En el capital
social de Mundosocial participan Viajes Iberia con un 34 por 100,
Viajes Halcón con un 23 por 100, Viajes Barceló con un 23 por
100 y Viajes Marsans con un 20 por 100.

8.° Pliego de Prescripciones Técnicas.
En el Pliego de Prescripciones Técnicas requeridas en el Con-

curso público número 19/95, correspondiente a la adjudicación de
los contratos de asistencia para la ejecución del programa de
Vacaciones del ejercicio 95/96 para personas de la Tercera Edad
financiado parcialmente por el INSERSO (folio 993 a 1018), cabe
destacar los siguientes puntos:

1. Objetivos del Programa: la mejora de la calidad de vida de
las personas de la Tercera Edad y la generación y mantenimiento
del empleo en el sector turístico en temporada baja.

2. El programa de Vacaciones debía realizarse durante el
período comprendido entre los meses de octubre de 1995 a
abril de 1996, ambos inclusive, para las zonas ubicadas en la
Península e Islas Baleares. El desarrollo de los turnos corres-
pondientes a Canarias y los Circuitos Culturales debía llevarse
a cabo entre los meses de abril y junio de 1996. Los turnos
para los usuarios residentes en países europeos, excepto anti-
gua Unión Soviética, se desarrollarían a partir del mes de
febrero de 1996.

3 El número de plazas ofertadas para la totalidad del Progra-
ma ascendía a 360.000 plazas, cuya distribución era la siguiente:

— Lote 1:
Andalucía. Murcia. Circuitos: 101.000 plazas.

— Lote 2:
Baleares. Canarias: 142.000 plazas.

— Lote 3:
Cataluña. Comunidad Valenciana: 117.000 plazas.

No obstante, 4.000 plazas de Canarias, 200 plazas de Andalu-
cía y 7.100 plazas de Baleares se destinarían a usuarios residentes
en el extranjero.

4. En cuanto a los requerimientos de comercialización de pla-
zas para residentes en España, la empresa adjudicataria estaba
obligada a ofrecer, como mínimo, las siguientes agencias u ofici-
nas vendedoras para atender la demanda de billetes:

a) Un punto de venta por capital de provincia.

b) Un punto de venta en cada localidad española superior a
40.000 habitantes.

c) En cada localidad española con población superior a
200.000 habitantes, un punto de venta por cada 200.000 habitantes
o fracción.

Además, se exigía que en cada punto de venta se garantizara la
disponibilidad de los medios materiales y humanos adecuados, así
como de locales propios o ajenos, contratados a tal fin, que servi-
rían de puntos de referencia para que los usuarios pudiesen recibir
información sobre los viajes, adquirir los billetes, hacer efectivo el
pago del precio estipulado y cuantas operaciones fuesen necesa-
rias.

5. La comercialización de plazas correspondientes a usuarios
residentes en países europeos, excepto los pertenecientes a la
Unión Soviética, se realizaba a través de las Agencias de Viaje
autorizadas en cada uno de estos países.

6. Las plazas asignadas a residentes en los países Iberoame-
ricanos, Australia, Norte de Africa y países de la antigua Unión
Soviética se comercializarían atendiendo a las peculiares carac-
terísticas que concurrían en los usuarios procedentes de los mis-
mos, de acuerdo con el sistema que se estableció en el Convenio
que el INSERSO suscribió con la Dirección General de Migra-
ciones.

7. La comercialización, distribución y reserva de las plazas
correspondientes a las zonas de la Península y Baleares debían
establecerse mediante un sistema informático centralizado, a
cuya red debían conectarse todas las agencias de viaje que
deseasen intervenir en el Programa, de forma que en todo
momento, estuviesen a disposición de todos los usuarios,a
nivel nacional, las plazas disponibles para cada uno de los des-
tinos, quedando prohibido el establecimiento de cupos o siste-
mas de acceso restringido al mismo y garantizando la accesibi-
lidad en igualdad de condiciones a todos los usuarios y
Agencias comercializadoras.

A estos efectos las empresas licitadoras debían presentar la
documentación técnica necesaria que permitiese el adecuado
conocimiento acerca del funcionamiento y capacidad de la central
de reservas citada.

Finalmente, se exigía que la empresa adjudicataria facilitase al
INSERSO al menos una conexión al ordenador que soportaba la
base de datos de la gestión del Programa con el fin de que pudiese
consultar la marcha del mismo, preferentemente a través de la Red
Iberpac X25.

9.° Las adjudicaciones del concurso relativo al «Programa de
vacaciones para personas de la tercera edad» convocado por el
INSERSO (hoy IMSERSO) durante los últimos años, así como las
empresas que se presentaron como licitadoras fueron las siguien-
tes:

1. Los diferentes concursos convocados para la contratación
del «Programa de vacaciones para la tercera edad» desde el ejer-
cicio 1991/92 hasta el ejercicio 1997/98 han sido adjudicados a
Viajes Halcón (Lote 1), Viajes Iberia (Lote 2) y Viajes Barceló
(Lote 3). (folios 59, 7658-7659 y 7673).

En la temporada 1998/99, al no existir lotes y presentarse una
oferta de la UTE formada por Viajes Marsans, Viajes Iberia, Via-
jes Barceló y Viajes Halcón, la adjudicación se hizo a dicha candi-
datura (folio 7746).
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2. Mundosocial, AIE, se constituyó en septiembre de 1991
(como se indica en el H.P. número 7.°), siendo sus miembros Via-
jes Halcón, Viajes Iberia y Viajes Barceló. En agosto de 1992,
Viajes Marsans pasó a formar parte de la AIE.

Mediante Acuerdo de 26 de mayo de 1992, la Junta Consultiva
de Contratación Administrativa denegó a Mundosocial, AIE la
clasificación en el Grupo III, Subgrupo 8, Categoría D para poder
presentarse la AIE al concurso.

Con anterioridad a la convocatoria del Concurso analizado,
correspondiente a la temporada 1995/96, sin saber si alguno de
sus miembros iba a resultar adjudicatario del Concurso, Mundoso-
cial, AIE había suscrito contratos para la prestación de servicios
con los distintos suministradores de los mismos (Agencias de Via-
jes, Hoteles y Autobuses).

3. En relación con las empresas licitadoras, consta en el expe-
diente la documentación aportada por el IMSERSO (folios 7715 a
7717, y 7745 a 7747):

1.° Para la temporada 1991/92, en la convocatoria pública del
concurso número 56/1991l las empresas licitadoras fueron: Viajes
Halcón, S.A., Viajes Barceló, S.L., Viajes Iberia, S.A. y Viajes
Cemo, S.A. Presentaron ofertas similares, pero no idénticas, salvo
el precio que fué idéntico en las cuatro licitadoras imputadas.

2.° En el concurso número 63/1993, correspondiente a la tem-
porada 1992/1993 las empresas licitadoras son las cuatro de la
temporada anterior, a las que se añadieron Viajes Marsans, S.A., y
una Unión Temporal de Empresas (UTE) formada por Viajes
Olimpia, S.A. y Viajes Tep, S.A. Presentaron ofertas idénticas:
Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes Iberia, S.A. y
Viajes Barceló, S.L.

3.° En la siguiente temporada 1993/1994, correspondiente al
concurso número 62/1993, se presentaron Viajes Halcón, Viajes
Barceló, Viajes Iberia y Viajes Marsans con ofertas absolutamente
idénticas. Viajes Cemo licitó en dicha temporada, y no se presentó
la UTE de Viajes Olimpia y Viajes Tep.

4.° Al concurso número 53/1994 correspondiente a la tempo-
rada 1994/1995, las únicas licitadoras fueron las cuatro empresas:
Viajes Halcón, Viajes Marsans, Viajes Iberia y Viajes Barceló;
con ofertas idénticas hasta en los más mínimos detalles. En dicha
ocasión Viajes Cemo no presentó oferta.

5.° En las temporadas 1995/1996, 1996/1997 y 1997/1998 se
presentaron las cuatro agencias mencionadas con ofertas idénticas.
Ninguna otra empresa, ni UTE, ni AIE intentó concursar a dichos
Programas en dichos años.

6.° Finalmente, en la temporada 1998/99 la UTE formada por
Viajes Marsans, Viajes Iberia, Viajes Barceló y Viajes Halcón han
concurrido al concurso público número 29/1998 como única
empresa o unión temporal de empresas licitadora del mismo.

10.° En las ofertas relativas al Concurso número 19/95,
correspondiente a la temporada 1995/96, presentadas por las cua-
tro empresas licitadoras: Viajes Halcón (folios 1662-1665), Viajes
Iberia (folios 2650-2653), Viajes Barceló (folios 3615-3618) y
Viajes Marsans (folios 4503-4506); las cuatro empresas manifies-
tan expresamente que, en todo caso, de resultar alguna de ellas
adjudicataria, participarán conjuntamente en la ejecución del Pro-
grama en el lote o lotes adjudicados:

«Por todo ello esta Empresa, en caso de ser adjudicataria
de todos o parte de los lotes, y consciente de la importancia
que una unión de fuerzas empresariales tendría para el Pro-
grama Vacaciones Tercera Edad se compromete a ejecutar el
programa conjuntamente y en exclusiva con las Empresas …»
(Las otras tres licitadoras).

Además, las empresas manifiestan la intencionalidad de dicho
acuerdo en el mismo epígrafe, señalando que no sólo se aunan
esfuerzos en la ejecución del Programa en beneficio del usuario,
sino que, además, «se consigue por primera vez y con esta sola
finalidad, la unificación de empresas líderes en el mercado
turístico español.»

11.° Las cuatro empresas —Viajes Marsans, Viajes Barceló,
Viajes Iberia y Viajes Halcón— presentaron ofertas absolutamen-
te idénticas en el concurso analizado expresamente, correspon-
diente a la temporada 1995/1996.

De la documentación aportada por el INSERSO se selecciona-
ron aquellos documentos que podían aportar prueba sobre las con-
ductas imputadas (folios 1.505 a 4451). A continuación se deta-
llan las distintas ofertas presentadas por las cuatro empresas
imputadas, de modo que se puede acreditar que son idénticas con
la simple comparación de los Tomos correlativos de cada una de
ellas (Tomo IV coincide con el Tomo VII y el Tomo X, etcétera).

— VIAJES HALCON TOMO IV, V y VI. Folios 1.515 a
2.475.

— VIAJES IBERIA TOMO VII, VIII y IX. Folios 2.476 a
3.478.

— VIAJES BARCELO TOMO X, XI y XII. Folios 3.479 a
4.442.

En la proposición económica presentada por cada empresa
para los distintos lotes, el precio al que cada una de ellas se com-
promete a ejecutar el Contrato de Asistencia es idéntico como se
indica en el H.P. 2.°.

Resulta probada la identidad de la documentación aportada
por las cuatro Agencias al comparar los Tomos correlativos, e
incluso el orden y los escritos de alegaciones que presentan resul-
tan ser muy similares:

— VIAJES MARSANS TOMO XIII (en parte), XIV yXV.
Folios 4.481-5.274.

— VIAJES HALCON TOMO XVI, XVII y XVIII. Folios
5.276-6.039.

— VIAJES BARCELO TOMO XIX, XX y XXI. Folios
6.041-6.810.

— VIAJES IBERIA TOMO XXII (en parte), XXIII y XXIV
(en parte). Folios 6.816-7580.

12.° Mundosocial, AIE, como consta en la documentación
aportada por las tres empresas que resultaron adjudicatarias del
concurso (folios 1686-2475, 2688-3478 y 3650-4442), había sus-
crito distintos contratos con agencias de viajes para la comerciali-
zación de este concurso, en una fecha anterior a la convocatoria
del Concurso para la ejecución del Programa de Vacaciones para
personas de la tercera edad durante la temporada 1995/1996. En
dichos contratos, Mundosocial, AIE y cada una de las agencias
comercializadoras suscriben una claúsula suspensiva según la cual
los efectos del contrato se subordinan a la condición de que la AIE
Mundosocial resulte adjudicataría bien directa o indirectamente.
(ejemplo, folios 1687-1689).

Cabe distinguir, al menos, dos tipos de contratos suscritos por
Mundosocial con las agencias de comercialización:

1. Contratos en los que se pacta una claúsula por la que la
agencia se obliga a no competir con Mundosocial, directa o indi-
rectamente, comprometiéndose a no presentarse al concurso, ni a
colaborar con ninguna otra candidatura de otra empresa (folios
1686-1726, 2688-2728, 3650-3690), y que a continuación se
transcribe literalmente:

«Como quiera que la finalidad del presente contrato es la aso-
ciación de dos Empresas, mediante la necesaria aportación de
diversos servicios turísticos de una de ellas (LA AGENCIA) a la
otra (MUNDOSOCIAL), al objeto de que una de ellas, MUNDO-
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SOCIAL, se presente directa o indirectamente al CONCURSO,
por estimar ambas partes que de esta forma se facilitará la Adju-
dicación y ejecución posterior del PROGRAMA, se obliga LA
AGENCIA en este acto a no presentarse al CONCURSO ni ayu-
dar, colaborar o participar en la presentación de ninguna candi-
datura de cualquier otra Empresa. MUNDOSOCIAL se compro-
mete igualmente a incluir en su oferta a LA AGENCIA en los
términos pactados en el presente contrato.»

Las agencias que han suscrito dicha claúsula son: Viajes Ecua-
dor, S.A., Carlson Wagonslit Travel, Viajes 2000, S.A., Viajes
Interopa, Viajes Cyrasa Internacional, Viajes Ciberviaxes, Viajes
Cavaltour, Viajes Internacional Expreso, S.A., Viajes Sidetours,
S.A., Viajes Lamia Tours, S.A., Viajes Tep, S.A., Viajes Valdés,
Viajes Llamar y Viajar, y Viajes Travelcar.

Por otra parte, Viajes Sidetours incluye en su contrato la dura-
ción de la obligación de prohibición de concurrencia, que queda
determinada en cinco años, y añade una nueva claúsula por la que
establece la sanción ante el incumplimiento de dicha obligación,
señalando expresamente:

«En caso de incumplimiento de la obligación expresada en la
estipulación anterior, y de conformidad con lo establecido en el
artículo 1.153 del Código Civil, Mundosocial, AIE o, en su defec-
to, cualquiera de sus socios, podrán exigir el cumplimiento de la
obligación y la satisfacción de una pena, que se establece en la
cantidad equivalente al veinticinco por ciento (25 por 100) del
importe de las excursiones vendidas por Viajes Sidetours, S.A. en
la temporada precedente. En todo caso, la cantidad mínima a
satisfacer por este concepto se fija en VEINTE MILLONES DE
PESETAS (20.000.000 de pesetas)».

Finalmente, en su escrito de fecha 30 de julio de 1998, Via-
jes Iberia acreditó que Viajes Travelcar y Viajes Llamar y Viajar
no son personas jurídicas sino marcas pertenecientes a Viajes
Iberia.

2. Contratos suscritos por Mundosocial, AIE con las diferen-
tes agencias, aproximadamente unas 342 agencias, en los que sim-
plemente se establecen las condiciones de comercialización para
la distribución, emisión y venta del paquete turístico, y que obran
en el expediente clasificadas en orden alfabético por provincias
(folios 1727-2475, 2729-3478 y 3691-4442).

13.° Constan en el expediente copias de los contratos suscri-
tos por Mundosocial, AIE con los Hoteles para la prestación de
servicios, así como las distintas fichas técnicas de los distintos
establecimientos hoteleros: Viajes Marsans (folios 4.687-5.274,
tomos XIII, XIV y XV), Viajes Halcón (folios 5.431-6.019, tomos
XVI, XVII y XVIII), Viajes Barceló (folios 6.217-6.788, tomos
XIX, XX, XXI) y Viajes Iberia (folios 6.971-7.558, tomos XXII,
XXIII y XXIV).

Los contratos de reserva de plazas hoteleras no incluyen nin-
guna claúsula de exclusividad. Asimismo sus efectos se someten a
la condición suspensiva de que la empresa resulte adjudicataria,
señalando expresamente en la claúsula primera 1.2.: «El presente
contrato quedará resuelto de pleno derecho y sin efecto alguno si
la EMPRESA no resultare adjudicataria del PROGRAMA, sea
directa o indirectamente, o incluso participando en otras candi-
daturas para la cual queda la EMPRESA expresamente autoriza-
da. Las partes atribuyen a dicha circunstancia —no resultar adju-
dicataria la EMPRESA— el carácter de condición resolutoria
expresa».

14.° Las cuatro empresas suscriben con Mundosocial, AIE un
contrato de cesión de los contratos de comercialización del Pro-
grama del INSERSO, suscritos el 22 de mayo de 1995, y cuya
copia obra en el expediente: Viajes Halcón (folios 1453 y 1454),
Viajes Iberia (folios 1455 y 1456), Viajes Barceló (folios 1457 y
1458) y Viajes Marsans (folios 1459 y 1460). De dichos contratos
de cesión cabe destacar:

1.° Mundosocial, AIE, que había suscrito con determinadas
Agencias de Viajes contratos de comercialización del Concurso
Público 19/95 convocado por el INSERSO para la adjudicación de
los contratos de asistencia para el Programa de Vacaciones, cede a
cada una de las cuatro empresas dichos contratos, aceptando cada
una de ellas dicha cesión, que se efectúa al amparo de la claúsula
sexta de dichos contratos.

2.° Dicha cesión está sujeta a la condición de que la empresa
que suscribe el contrato resulte adjudicataria de cualquier lote del
concurso.

3.° Las partes facultan a Mundosocial, AIE para ceder los
contratos a otras entidades, licitadoras en el citado concurso,
siempre que los cesionarios sean socios actuales de la AIE, es
decir, Viajes Halcón, Viajes Iberia, Viajes Barceló y Viajes Mar-
sans.

15.° Los contratos de cesión de reserva de plazas hoteleras
presentan algunas de las características de los suscritos para la
cesión de los contratos de comercialización de las Agencias de
Viajes: en primer lugar, la cesión es aceptada por cada una de las
cuatro empresas licitadoras, que se efectúa al amparo del apartado
1.3. de la cláusula primera de dichos contratos; en segundo lugar,
dicha cesión está sujeta a la condición de que la empresa que sus-
cribe el contrato resulte adjudicataria de cualquier lote; finalmen-
te, las partes facultan a Mundosocial AIE para ceder los contratos
a otras entidades licitadoras, siempre que sean socios actuales de
la AIE.

16.° Con fecha 16 de marzo de 1992, la Agrupación de
empresas Mundosocial AIE solicitó a la Junta Consultiva de Con-
tratación Administrativa del Ministerio de Economía y Hacienda
que la calificara como empresa consultora y de servicios. En dicha
solicitud, que quedó registrada con el número 31.655, expresa-
mente requieren la clasificación en el Grupo III, Subgrupo 8, que
le otorgaría la capacidad jurídica de licitar en diversos concursos
administrativos (folio 7.773).

La Junta Consultiva de Contratación Administrativa, mediante
Acuerdo de la Comisión de Clasificación de empresas consultoras
y de servicios de 26 de mayo de 1992, denegó la solicitud de cla-
sificación en el Grupo III, subgrupo 8, de la Agrupación de Interés
Económico Mundosocial, AIE, integrada por Viajes Iberia, S.A.,
Viajes Halcón, S.A. y Viajes Barceló, S.L. La Junta argumenta
que —ya que dicha Agrupación por imperativo legal no puede
tener el mismo objeto social que el de sus componentes (organiza-
ción de viajes para personas de la tercera edad) y el objeto de la
Agrupación consiste específicamente en la licitación en concur-
sos— o bien se identifica con las empresas agrupadas o, caso con-
trario, no constituye actividad que tenga relación directa con el
objeto del contrato, por lo que en ambos supuestos resultaría
imposible acceder a la clasificación solicitada (folio 7.774 a
7.776).

No obstante, la Junta Consultiva considera que (folio 7.775):

«… en el presente caso, no se aprecia ningún interés específi-
co en obtener la clasificación solicitada, ni, en consecuencia, nin-
gún perjuicio en su denegación, si se tiene en cuenta que la vigen-
te legislación de contratos del Estado admite claramente (artículo
10 de la Ley de Contratos del Estado, artículos 26 y 27 del Regla-
mento General de Contratación del Estado, Real Decreto
609/1982, de 12 de febrero y Orden de 24 de noviembre de1982,
modificada por la Orden de 30 de enero de 1991) la capacidad de
las empresas que concurran agrupadas, sin especificar requisitos
formales, a la celebración de contratos administrativos, sin que
tampoco surjan especiales dificultades en cuanto al reconoci-
miento de la capacidad de las empresas agrupadas y la categoría
de los contratos a los que pueden optar, pues, como ha quedado
reseñado, Viajes Iberia, S.A., Viajes Halcón, S.A. y Viajes Barce-
ló, S.L. aparecen clasificadas en el Grupo III, Subgrupo 8, Cate-
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goría D, lo que no impide su presentación en agrupación para
contratos de la máxima categoría.»

17.° En cumplimiento de lo establecido por el artículo 115.2.a
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, cada una
de las tres empresas adjudicatarias solicitó autorización al órgano
de contratación, en este caso al Director General del INSERSO,
para la cesión a Mundosocial, AIE de los contratos de comerciali-
zación del Programa. Por su parte, el Director General, en sendos
escritos (folios 1461,1462 y 1463) con fecha 20 de septiembre de
1995 resolvió autorizar la subcontratación de la ejecución del Pro-
grama de Vacaciones de la Tercera edad 1995/96 con la entidad
Mundosocial, AIE, poniendo de manifiesto que, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 116 de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, se mantiene la total responsabilidad de la
ejecución de los servicios contratados por parte de cada una de las
empresas adjudicatarias.

18.° El INSERSO ha tenido noticia de todos los hechos acre-
ditados explicitados en los apartados anteriores y en concreto, al
principio de cada una de las ofertas de las cuatro candidaturas que
se presentan al concurso se incorpora el siguiente texto idéntico:

«PROLOGO

GLOBALIZACION DEL PROGRAMA

Manteniendo el espíritu de confección de la candidatura de
los últimos años, que es la participación en el programa del máxi-
mo número de empresas posibles, esta licitadora no solo ha reali-
zado para este año acuerdos muy especiales con VIAJES IBE-
RIA, VIAJES MARSANS Y VIAJES BARCELO, sino que
también incluye otras empresas líderes en el sector como son
VIAJES ECUADOR, CARLSON WAGONLITS TRAVEL, VIA-
JES INTERNACIONAL EXPRESO, VIAJES 2000, etcétera,
además de empresas que tradicionalmente se han interesado por
el programa como son VIAJES TEP, VIAJES OLYMPIA,
BANESTUR, etcétera.

A pesar de que alguna empresa no se ha adherido, al no
entender la necesaria filosofía de globalización del programa,
creemos haber conseguido gran parte del objetivo fijado al haber
incluido en esta candidatura a la mayoría de Agencias de Viajes
grandes y pequeñas, Hoteles, transportistas, empresas de asisten-
cia médica, de animación, etcétera.

Hemos pretendido repartir los beneficios operativos entre un
gran número de empresas que engloban la mayoría de los secto-
res del mercado turístico por lo que consideramos que esta candi-
datura no sólo representa a esta licitadora sino a la mayoría de
empresas del sector.

Todas ellas han depositado su confianza en esta Empresa
para que les representemos dignamente en la candidatura y es
precisamente ésto lo que esta licitadora pretende hacer a través
de la documentación aportada, que es a nuestro entender precisa
y operativamente viable en todos sus aspectos.» (folios 1660,
2643, 3611 y 4501)

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero: Lo primero que se tuvo que resolver durante la tra-
mitación de este expediente ante el Tribunal fue la petición de ter-
minación convencional del procedimiento y de archivo de las
actuaciones solicitada por varios imputados al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 50 de la Ley de Defensa de la Competencia y
del artículo 88 de la Ley 30/92 sobre terminación convencional de
procedimientos administrativos. Dicha petición ya se había reali-
zado ante el Servicio, habiendo sido denegada por éste.

El Tribunal reitera ahora los argumentos ya explicados en el
Auto de fecha de 21 de marzo de 2000 y explicitados correcta-
mente por el Servicio. Así, efectivamente, no cabe la terminación

convencional del expediente administrativo porque el procedi-
miento sancionador de defensa de la competencia es un procedi-
miento especial, perfectamente establecido y regulado en todos
sus términos en la vigente Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa
de la Competencia, sin que en la misma se establezca la termina-
ción convencional ni durante la tramitación del expediente ante el
Servicio ni ante el Tribunal. Se deduce, por lo tanto, que la volun-
tad del legislador era la de no regular el procedimiento de la ter-
minación convencional. Si su intención hubiese sido la contraria
lo habría regulado expresamente, tal y como se ha hecho en la Ley
52/1999, de 28 de diciembre, de Reforma de la LDC (BOE, del
29).

En dicha Ley —que según su Disposición final tercera entró
en vigor (salvo excepciones que no vienen al caso) a los tres
meses de su completa publicación en el «Boletín Oficial del
Estado»— se especifica claramente, en su Disposición Transito-
ria única, que «Los procedimientos en materia de defensa de la
competencia iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de
esta Ley se tramitarán y resolverán con arreglo a las disposicio-
nes hasta ahora en vigor». Es de aplicación, entonces, a este
caso la Ley 16/1989 que establece en el artículo 37 un procedi-
miento reglado que determina expresamente que, una vez notifi-
cado el pliego de concreción de hechos y recibidas las corres-
pondientes alegaciones, deberá elevarse informe-propuesta al
Tribunal si no hay sobreseimiento del expediente. A su vez, en
los artículos 39, 40, 41, 42 y 43, referentes al procedimiento ante
el Tribunal, se establecen detalladamente: la admisión a trámite
del expediente, fase probatoria del mismo, la Vista o escrito de
conclusiones, la posibilidad de audiencia del Instructor y la reso-
lución del expediente. Por lo tanto, al estar reguladas expresa-
mente en la LDC las fases del procedimiento sancionador de
defensa de la competencia, los órganos responsables, tanto el
Servicio como ahora el Tribunal, deben cumplir escrupulosa-
mente dicho procedimiento, sin que quepa la aplicación supleto-
ria del artículo 50 de la LDC, que sólo debe utilizarse en «lo no
previsto expresamente en esta Ley».

Aunque, como se ha dicho anteriormente, no estaba vigente
aún la Ley 52/1999 para este caso, el hecho de que se incluya aho-
ra en ésta la terminación convencional es un indicativo más de
que no pueda utilizarse la supletoriedad establecida en el artículo
50 de la LDC, pues el legislador no necesitaría haber previsto
expresamente esta fórmula si ya era posible su aplicación en el
marco regulado por la Ley 16/1989. Es más, en la Ley 52/1999
tampoco se contempla la terminación convencional en el procedi-
miento ante el Tribunal y, donde se contempla, que es en el artícu-
lo 31 referente a las funciones del Servicio de Defensa de la Com-
petencia, que se le faculta a «promover y acordar la terminación
convencional de los procedimientos tramitados como consecuen-
cia de conductas prohibidas por esta Ley», y en el artículo 36 bis
que regula minuciosamente el procedimiento de terminación con-
vencional, la sujeta a un límite temporal. En consecuencia, se
debe aclarar que sólo será posible promoverla y acordarla antes de
la formulación de pliego de concreción de hechos, momento pro-
cesal que, en el presente caso, ha transcurrido con exceso. Así se
dice en dicho artículo 36 bis, apartado 2: «Tampoco podrá acor-
darse la terminación convencional una vez notificado el pliego de
concreción de hechos».

Por todo ello, no fue posible la terminación convencional ni,
mucho menos, el sobreseimiento del expediente en base al princi-
pio de confianza legítima por las razones que se explican poste-
riormente en el Fundamento de Derecho sexto.

Segundo: Este expediente se inició de oficio a raíz de la carta,
de fecha 13 de abril de 1998, que el Presidente del Tribunal de
Cuentas remite al Excelentísimo Señor Ministro, entonces de Eco-
nomía y Hacienda, poniendo en su conocimiento el contenido
íntegro de la parte del informe aprobado por el Pleno del citado
Tribunal referido al «Programa de vacaciones para personas de la
tercera edad durante la temporada 1995/96» gestionado por el
entonces Instituto Nacional de Servicios Sociales (INSERSO) y
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de los cuales se desprendía la existencia de posibles prácticas
prohibidas por la LDC.

En dicho Informe se decía literalmente:

«Entre los contratos de asistencia celebrados por el INSERSO
destaca el correspondiente a la ejecución del programa de vaca-
ciones para personas de la tercera edad durante la temporada
1995/96, con un presupuesto de licitación de 6.326,8 millones de
pesetas. A este concurso concurrieron 4 empresas licitadoras
(Viajes Halcón, S.A.; Viajes Marsans, S.A.; Viajes IBERIA, S.A. y
Viajes Barceló, S.L.) con 4 ofertas idénticas hasta en los más
mínimos detalles. Esta situación se viene repitiendo en ejercicios
precedentes (con las mismas empresas), como ya ha puesto de
manifesto este Tribunal en el Informe Anual de 1994, y constituye
un quebrantamiento del principio de concurrencia exigido por la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas en su artículo
11.1, tal y como se expone a continuación.

Ante la identidad absoluta de las 4 ofertas, la Mesa de contra-
tación al amparo de lo prevenido en el Pliego de cláusulas admi-
nistrativas particulares, acordó establecer la experiencia y la
eficiencia en el desarrollo de anteriores campañas como criterio
de adjudicación y, conforme al mismo, elevó la correspondiente
propuesta de adjudicación de los tres lotes del concurso a tres de
las empresas licitadoras, (quedando excluída Viajes Marsans,
S.A.), propuesta que fue confirmada por el órgano de contrata-
ción en la resolución de adjudicación del concurso.

Debe además ponerse de manifiesto que las 4 empresas licita-
doras forman, al menos desde 1994, una Agrupación de Interés
Económico (AIE), de las reguladas por la Ley 12/1991, de 29 de
abril, denominada Mundosocial, AIE. Esta Agrupación, como
consta en la documentación aportada por las 4 licitadoras al con-
curso, había suscrito distintos contratos con agencias de viajes
para la comercialización de este concurso, es decir, para la dis-
tribución, reserva, emisión y venta de las plazas, en una fecha en
la que ni siquiera se había podido resolver el concurso para la
ejecución del programa de vacaciones para personas de la terce-
ra edad durante la temporada 1995/96 porque ni siquiera se
había convocado aún.

Este Tribunal no puede ignorar a este respecto que estos con-
tratos, de gran trascendencia económica para el sector turístico,
dejaron estrechamente vinculadas a las empresas que prestan
servicios en el sector (agencias de viajes, etcétera), con Mundo-
social, AIE, con lo que hubiera sido difícil ejecutar el contenido
del contrato objeto del concurso por otros eventuales licitadores,
es decir, que de haber sido otros los adjudicatarios, difícilmente
hubieran podido disponer de los servicios de estas empresas,
dada la posición de dominio de que llegó a disfrutar la AIE.
Estos hechos no sólo impidieron la existencia de concurrencia
efectiva al establecer barreras que impidieron la participación
en el concurso de otros licitadores sino que además quebranta-
ron el principio de igualdad exigido por el artículo 11.1 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, puesto que
desvirtuaron el sistema de contratación previsto en esta Ley al
hacer posible un posterior reparto del mercado a través de la
AIE.

Además, estos contratos entre Mundosocial, AIE y las empre-
sas del sector (agencias de viajes, etcétera), anteriores al concur-
so, ponen de manifiesto la seguridad que albergaban las empre-
sas licitadoras de que iban a resultar finalmente adjudicatarias,
lo que no puede desconectarse de la identidad absoluta de las
ofertas con las que las 4 empresas concurrieron al concurso. El
acuerdo de presentar al concurso 4 ofertas idénticas pudo consti-
tuir un acuerdo colusorio, es decir, restrictivo de la competencia,
al eliminar de hecho la competencia entre las 4 licitadoras,
teniendo en cuenta además que la AIE no concurrió por su parte
con una oferta propia e independiente de la de sus miembros. Con
independencia de la posible vulneración de la Ley 16/1989, de 17
de julio, reguladora de la Defensa de la Competencia, esta prácti-
ca ha afectado además al principio de concurrencia que informa
la contratación pública (artículo 11 de la LCAP), ya que al ser

las 4 ofertas idénticas en todos sus términos, el INSERSO no pudo
obtener bajas económicas en la adjudicación ni otras ventajas
adicionales que hubieran podido ofrecer los licitadores en un
régimen efectivo de libre concurrencia. En este sentido, el INSER-
SO debía haber valorado la posibilidad de adoptar otras solucio-
nes que garantizaran la efectiva concurrencia, como exige el artí-
culo 11 de la LCAP, sobre todo teniendo en cuenta que esta
situación ha se había planteado en años anteriores.

Además, una vez adjudicado el concurso por el INSERSO, los
3 adjudicatarios subcontrataron su ejecución con la AIE con la
autorización del INSERSO de acuerdo con lo previsto en el Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares. Aunque desde el punto
de vista formal esta autorización no quebrante la legislación
vigente en materia de contratación pública, de hecho su conce-
sión en este caso concreto produjo como efecto no deseable la eli-
minación de la concurrencia, pues los 3 adjudicatarios subcon-
trataron con quien, en virtud de sus propias actuaciones,
únicamente podía prestar el servicio: Mundosocial, AIE.

Pero posteriormente, Mundosocial AIE, subcontratista de las
adjudicatarias, en lugar de ejecutar directamente el objeto del
contrato utilizando para ello los contratos de comercialización
antes citados con las empresas de transporte, agencias de viajes,
etcétera, cedió a las cuatro empresas que conformaban esta AIE
(que fueron las licitadoras) la ejecución de estos últimos contra-
tos. Así, se confirma lo puesto de manifiesto en el Informe Técnico
elaborado en el INSERSO para la Mesa de Contratación donde se
afirma que las 4 empresas licitadoras «manifiestan expresamente
que, en todo caso, de resultar alguna de ellas adjudicataria, par-
ticiparán conjuntamente en la ejecución del Programa en el lote o
lotes adjudicados».

La concatenación de los mecanismos de adjudicación, contra-
tación, subcontratación y cesión descritos, ponen de manifiesto
que cualquiera que hubiera sido el resultado de la licitación, es
decir, aunque se hubiera adjudicado a una sola de las 4 empresas
licitadoras, a dos, a tres como ocurrió, o a las cuatro, la interpo-
sición de la AIE garantizaba que las 4 empresas licitadoras iban
a ejecutar finalmente el contrato, resultaran o no adjudicatarias
del concurso, lo que desvirtuó todo el proceso de contratación
desde el mismo momento en que concurrieron a la licitación, que
quedó convertida en mera ficción desde el momento en que las
empresas que licitaron habían constituido la AIE.

En consecuencia, a juicio de este Tribunal, el conjunto de
hechos descritos podrían ser constitutivos de una conducta res-
trictiva de la libre competencia, prohibida por el artículo 1 de la
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia.

Por ello, con independencia de la obligación del IMSERSO de
denunciar los hechos al Servicio de Defensa de la Competencia
del Ministerio de Economía y Hacienda, este Tribunal dará tras-
lado de los mismo al Titular de dicho Ministerio para que inicie
las actuaciones oportunas.

Con independencia de la posible vulneración por los operado-
res económicos de la Ley 16/1989 de 17 de julio, de Defensa de la
Competencia, el acto de adjudicación constituye un quebranta-
miento del principio de concurrencia, que rige la contratación de
las Administraciones Públicas, señalado en el artículo 11 de la
LCAP. De acuerdo con ese principio el IMSERSO está obligado a
adoptar medidas para favorecer la concurrencia, como hubieran
sido en este caso y entre otras posibles: organizar el concurso en
lotes más pequeños para favorecer la posible participación de
nuevos licitadores, la supresión del pliego de cláusulas adminis-
trativas particulares de la posibilidad de subcontratar; no autori-
zar la subcontratación con la Agrupación de Interés Económico
en los términos en que ya se había producido en años anteriores y
que se repiten en éste, o dejar desierto el concurso.»

Tercero: El 29 de julio de 1997, el Director General del Insti-
tuto de Migraciones y Servicios Sociales (IMSERSO) se dirigió al
Tribunal planteando una consulta sobre diversos extremos relacio-
nados con el antedicho concurso público convocado anualmente
por el citado organismo.
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En contestación a dicha petición el Tribunal indicó, en fecha
20 de enero de 1998, que el artículo 26.2 de la LDC, al regular las
funciones consultivas y de emisión de informes del Tribunal, pre-
vé que podrá emitirlos sobre materias de libre competencia a
requerimiento de cualquiera de los Departamentos ministeriales.

Sin embargo señaló a continuación que, ante solicitudes prece-
dentes, tales informes debían referirse a «consideraciones genera-
les sobre cuestiones relativas a la libre competencia, pero no a
casos específicos ni, menos aún, a conductas ya producidas sobre
las que puede tener que pronunciarse en el ejercicio de sus fun-
ciones sancionadoras, La emisión de un informe supondría, en tal
caso, formular un criterio, sin haberse producido una instrucción
previa que corresponde al Servicio de Defensa de la Competen-
cia; criterio que podría perjuzgar el sentido de la Resolución
sobre una cuestión sometida a la consideración del Tribunal.

Sin embargo, ello no impide que el Tribunal realice una consi-
deración general sobre las cuestiones suscitadas».

Por la importancia y claridad de dichas consideraciones gene-
rales y teniendo en cuenta que, según datos de la Contabilidad
Nacional de España INE y del Informe Anual del Banco de Espa-
ña, el total de Gastos Corrientes de las Administraciones Públicas
ascendió a más de 29 billones de pesetas para el año 1995 y el
total de gastos de inversión para el mismo año resultó ser de más
de 4 billones 370 mil millones, y que gran parte de estos gastos se
adjudican mediante concursos y subastas, con incidencia por lo
tanto sobre las variables económicas fundamentales, conviene
recordar tales criterios generales aplicables también al caso que
nos ocupa. En dicho informe literalmente se dice:

«El Tribunal considera, en principio, que, en el ámbito de la
contratación administrativa, la libre concurrencia entre los ope-
radores económicos tiene como finalidad tanto la protección de
los intereses económicos de la administración promoviendo la
máxima competencia posible, como garantizar la igualdad de los
que reúnen los requisitos necesarios para acceder a aquélla.

Las normas reguladoras de la contratación administrativa y,
en particular, las relativas a los procedimientos de adjudicación
de los contratos tratan de garantizar dicha finalidad, si bien con-
templan distintas posibilidades sobre los sujetos que deben com-
petir (procedimiento abierto o restringido) y sobre los elementos
que la Administración debe tomar en consideración para la adju-
dicación de los contratos (la oferta a precio más bajo o la pro-
puesta que, en su conjunto, resulte más ventajosa sin atender
exclusivamente al precio).

No obstante, para que la finalidad perseguida por tales nor-
mas sea efectiva es necesario que concurra una condición adicio-
nal como es la de que los operadores partícipes compitan efecti-
vamente.

Como se ha señalado, en el caso del concurso, que es el
supuesto concreto suscitado, la Administración no se encuentra
constreñida a resolver atendiendo exclusivamente al precio ofer-
tado, sino que puede considerar el conjunto de las condiciones
incluidas en la oferta, adjudicando el contrato a la que resulte
más ventajosa. Pero para que ello sea posible, debe producirse
una competencia real entre los concurrentes que afecte al conjun-
to de condiciones incluidas en las ofertas.

El Tribunal ha tenido ocasión de pronunciarse en supuestos
similares al planteado considerando que tales prácticas constitu-
yen una conducta «encuadrable en las prohibiciones del artículo
1.1. a y c) de la LDC puesto que se trata de un acuerdo o decisión
[…] de operadores económicos que trata de homogeneizar las
ofertas (…), restringir la competencia en precios, desvirtuar el
sistema de concursos y potenciar posteriormente un reparto de
mercado». (Por todas, la Resolución de 12 de diciembre de 1996.
Expediente 364/95, Ortopédicos de Castilla y León, que se adjun-
ta).

En relación a los pliegos de cláusulas administrativas el Tri-
bunal estimó en su informe «La competencia en España: balance
y nuevas propuestas» (1995) como principio general que «los
citados pliegos deben asegurar a los operadores económicos el

libre acceso a la prestación del servicio», añadiendo que «la
Administración (…), al elaborar los correspondientes pliegos,
debe evitar imponer condiciones restrictivas que dificulten al
libre acceso e imposibiliten la efectividad del principio menciona-
do».

En efecto, las propuestas anteriores resultarían totalmente
estériles si, pese a ser asumidas por la Administración, a través
de los pliegos (…) se establecen requisitos que operen como
barreras de entrada, tales como el reservar la prestación del ser-
vicio a los empresarios de un determinado sector (…) excluyendo
al resto, o el exigir al operador que cuente con los recursos nece-
sarios para atender toda la demanda (…), impidiendo que dicha
demanda pueda ser satisfecha por varios empresarios con meno-
res medios. No hay que olvidar a este respecto que la verdadera
competencia no reside exclusivamente en el hecho de la existencia
de muchos competidores, sino también en que no haya barreras
que impidan la entrada de nuevos operadores en cualquier
momento (contestabilidad del mercado). Sólo de esta manera se
conseguirá mantener la competencia (…)».

Todo ello, sin perjuicio de considerar que, aún cuando los
pliegos de condiciones administrativas garanticen la competencia
entre operadores económicos, pueden producirse en un momento
posterior conductas por parte de éstos que constituyan prácticas
prohibidas por la Ley de Defensa de la Competencia, en cuyo
caso, deberán ser denunciados ante los órganos competentes.

Así parece suceder en relación con los hechos sometidos a la
consideración del Tribunal en los que se aprecian indicios de la
existencia de conductas prohibidas por la LDC.

Por ello, el IMSERSO debe ponerlos en conocimiento del Ser-
vicio de Defensa de la Competencia para que, practicadas las
actuaciones instructoras que estime oportunas, se someta, en su
caso, a la consideración del Tribunal que, en este momento, no
puede prejuzgar el contenido de su Resolución».

Cuarto: En este expediente incoado de oficio, el Servicio,
después de la instrucción pertinente y vista la valoración jurídica
de los hechos, propone en primer lugar al Tribunal en su Informe-
Propuesta que se declare la existencia de conducta prohibida por
el artículo 1.1a) de la LDC por parte de Viajes Halcón, S.A., Via-
jes Marsans, S.A., Viajes Iberia, S.A. y Viajes Barceló, S.L., con-
sistente en la absoluta identidad de las ofertas presentadas por
dichas empresas al Concurso público número 19/95.

El artículo 1.1.a) prohibe todo acuerdo, decisión o recomenda-
ción colectiva o práctica concertada o conscientemente paralela,
que tenga por objeto, produzca o pueda producir el efecto de
impedir, restringir o falsear la competencia en todo o en parte del
mercado nacional y, en particular, los que consistan en la fijación,
de forma directa o indirecta, de precios o de otras condiciones
comerciales o de servicio.

Un examen mínimamente detallado de la abundante documen-
tación que figura en el expediente respecto al contenido de las
cuatro ofertas presentadas al Concurso número 19/95, correspon-
diente a la adjudicación de los contratos de asistencia para la eje-
cución del «Programa de vacaciones para personas de la tercera
edad durante la temporada 1995/1996», de la que una muestra sig-
nificativa se encuentra relatada en los hechos probados, que no
han sido contradichos por las partes, lleva a la necesaria conclu-
sión, con un mínimo de sentido común, jurídico y económico, que
tenía que haber acuerdo previo o práctica concertada para presen-
tar ofertas tan amplias y detalladas con tan alto grado de similitud.
Sólo con contactos previos y premeditados se pueden elaborar
Pliegos de Condiciones tan parecidos y sobre todo ofertas econó-
micas por cada lote exactamente iguales y por el máximo precio
posible en la licitación. De hecho ni siquiera se trata de similitud y
parecido, sino prácticamente de identidad. No sólo queda patente
que hubo acuerdo de fijación de precios, sino también de práctica-
mente todas las condiciones comerciales y técnicas de prestación
del servicio. Las imputadas reconocen todos estos hechos hasta tal
punto que durante la celebración de la vista el representante de
Mundosocial AIE afirmó y confesó que las ofertas se redactaban
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conjuntamente en la misma sede de Mundosocial AIE. No sólo
reconocen estos puntos, sino que, además, dicen ser beneficiosos
para los usuarios finales y el conjunto de la economía. Así se afir-
ma, por ejemplo, que «los únicos beneficiarios de esa organiza-
ción eran, precisamente, los pensionistas o destinatarios finales de
los viajes ofertados». Pero en esta afirmación no se tiene en cuen-
ta que tales programas son subvencionados en un porcentaje muy
elevado y que, por lo tanto, esas subvenciones y esos tipos máxi-
mos de licitación son pagados en último término por los contribu-
yentes con los que en estos casos siempre hay que contar y que
serían los perjudicados últimos del hecho de no respetar las leyes
de defensa de la competencia y las reglas del juego en la contrata-
ción pública.

Tampoco tiene sentido, desde el punto de vista económico y
de la teoría de la empresa, afirmar (como hacen) que concursar las
cuatro empresas por el tipo máximo era un requisito necesario ya
que dichos precios máximos no dejan margen para reducciones,
que, consecuentemente, toda baja sería temeraria y que cualquiera
que licite lo tiene que hacer por el precio máximo. Concluyen que
la igualdad de ofertas es consecuencia del Pliego de condiciones,
dado que no hay posibilidad de presentar una oferta que no sea
igual (por el máximo) que las otras.

Como ya ha tenido ocasión de pronunciarse el Tribunal es
también una falacia sustentar que los precios son prácticamente
iguales en todas las empresas del sector porque se basan en estu-
dios sobre los costos reales, objetivos y generales para todos. «Si
hay algo que se descubre continuamente al observar la realidad
económica y empresarial en régimen de competencia es precisa-
mente la riqueza de la variedad respecto a las valoraciones dis-
tintas respecto a determinadas mercancías o servicios y los recur-
sos —costes— necesarios para producirlas. Toda persona física o
jurídica, en cada instante histórico, tiene un punto de vista origi-
nal y distinto en alguna medida sobre lo que es apreciable y
mejor para sus clientes potenciales así como los recursos que se
necesita combinar de una u otra forma para producir esta o aque-
lla mercancía o este o aquel servicio. Se puede ser más intensivo
en instrumentos de capital o más intensivo en capital humano, se
puede tener una estructura u organización de gran tamaño con
costes fijos importantes pero con economías de escala, o se puede
preferir la mayor flexibilidad y atención personalizada de peque-
ñas empresas. Se puede preferir reducir precios recortando már-
genes para conseguir mayor número de clientes o, por el contra-
rio, se puede apostar por precios altos con calidad especial
añadida. Las horas de trabajo pueden ser diariamente variables o
fijas, los medios utilizados más o menos sofisticados, la inversión
en publicidad más o menos amplia e ingeniosa, etcétera. En toda
actividad económica siempre hay diversidad de funciones y for-
mas de producción posibles. La ilimitada variedad de combina-
ciones de bienes intermedios, capital y, sobre todo, recursos
humanos, y el amplio grado de diferencias en la potencialidad y
capacidad de las personas y los recursos es una de las más preci-
sas características con que nos encontramos siempre en la reali-
dad empresarial. Si esta riqueza de la variedad innovadora ape-
nas se ve reflejada en los precios de forma habitual es motivo
suficiente para sospechar un cierto grado de colusión en dichos
mercados». Desde luego, desde cualquier empresa independiente
ni se pueden aventurar afirmaciones ciertas y «objetivas» sobre lo
que otros competidores pueden o deben hacer en base a lo que su
libre autonomía entiende en cada momento ser lo más conveniente
para sus clientes y para su actividad empresarial. De todo ello se
deriva la imposibilidad real de que sean ciertas las alegaciones de
las denunciadas cuando afirman que la identidad observada se
produce propiciada por diversas circunstancias del concurso que
hacen necesariamente idéntica su conducta; o cuando alegan que
todas tienen que hacer frente a gastos similares; o cuando sólo
aluden a las diferencias de servicio sin admitir las diferencias
posibles de precios.

Lo que es una temeridad es precisamente lo contrario: suponer
que todas las empresas del sector, posibles ofertantes al concurso
poseen exactamente los mismos costes financieros, laborales,

informáticos, de funcionamiento, fiscales, de inmovilizado mate-
rial e inmaterial, de morosidad, etcétera. También sería una teme-
ridad presentarse al concurso sabiendo que se van a obtener pérdi-
das. Tal actuación iría en contra de la finalidad primordial de
búsqueda del beneficio y de la supervivencia de toda empresa
lucrativa. Pero es que, al contrario, los beneficios obtenidos año
tras año por las adjudicatarias del concurso no son sólo de carácter
monetario sino que se obtienen otros muchos tales como mayores
posibilidades de acceder a futuros concursos, amortiguar costes
fijos en temporada baja en los que en cualquier caso se iba a incu-
rrir, beneficios de la consecución de una información personaliza-
da de miles de usuarios a los que se les pueden ofertar otros servi-
cios en ocasiones dispares, mayor presencia y cuotas de mercado
en los sectores directamente implicados y sus complementarios,
etcétera. Se incrementa así el llamado fondo de comercio que está
integrado por la clientela y las expectativas de negocio generadas
por el empresario, el cual se contabiliza como un elemento del
activo cuando se adquiere a terceros a título oneroso y que tiene la
consideración de bien inmaterial que puede representar un valor
económico muy superior a la suma de los valores de los diversos
elementos que lo integran. Los precios de los bienes finales no son
el efecto de la suma de los costes de producción, sino al revés: el
precio de los bienes finales es la causa del precio mayor o menor
de los factores de producción. Si el precio del concurso no fuera
suficiente para cubrir costes (contando también los beneficios no
monetarios de adjudicarse el concurso) las empresas no participa-
rían en las ofertas. En la página 15 del informe de Princewater-
housecoopers, por ejemplo, se dice: «La estacionalidad de la
demanda generó los mayores niveles de ocupación en los meses
estivales, con un 71,98 por 100 en julio, un 79,45 en agosto y un
69,67 por 100 en septiembre.

El descenso drástico de la ocupación durante el invierno en
los destinos de playa obliga a cerrar un número significativo de
establecimientos durante la temporada baja».

Por lo tanto, el Tribunal considera que está perfectamente pro-
bado este primer cargo imputable a Viajes Iberia, Viajes Barceló,
Viajes Halcón y Viajes Marsans no sólo por todas las razones
señaladas sino también por otras que se señalan posteriormente.

Quinto: El segundo cargo que el Servicio imputa en su Infor-
me Propuesta que remitió al Tribunal dice literalmente:

«Que se declare la existencia de conducta prohibida por el
artículo 1.1.c) de la Ley de Defensa de la Competencia por parte
de Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes Iberia, S.A.,
Viajes Barceló, S.L. y Mundosocial, AIE, consistente en que cual-
quiera que hubiera sido el resultado de la licitación, es decir,
aunque se hubiera adjudicado a una sola de las cuatro empresas
licitadoras, a dos, a tres o a las cuatro, la interposición de la AIE
y los pactos entre ellas garantizaban que las cuatro empresas lici-
tadoras iban a ejecutar finalmente el contrato, resultaran o no
adjudicatarias del concurso, lo que desvirtuó todo el proceso de
contratación con la fórmula elegida para concurrir a la lici-
tación, que quedó convertida en mera ficción desde el momento
en que las empresas que licitaron habían constituido la AIE y
habían pactado la ejecución conjunta del programa».

El Tribunal entiende que este segundo cargo forma una unidad
consustancial y complementaria con el primero, potenciándolo y
agravándolo, de tal forma que difícilmente se hubiesen presentado
ofertas idénticas al concurso si anteriormente no estuviese pactado
y acordado, a través de Mundosocial AIE, que cualquiera que
hubiese sido la adjudicación concreta de la licitación, con todas
las combinaciones posibles de los tres lotes y las cuatro empresas
licitadoras, la interposición de la AIE y los pactos entre ellas
garantizaban que iban a ejecutar el contrato y repartirse el merca-
do según dichos acuerdos y no según el resultado del concurso y
la decisión de la Mesa de Contratación. Difícilmente se pueden
separar los entresijos de ambas imputaciones. Forman todos ellos
una transgresión del artículo 1 de la LDC en general ya que no es
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necesario especificar si era contra la letra a) o la letra c) del punto
1 del artículo 1 puesto que en el texto de la Ley se indica que tales
apartados son «en particular». Lo relevante en este caso es la
prohibición de los acuerdos y prácticas concertadas o consciente-
mente paralelas que tengan por objeto produzcan o puedan produ-
cir el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia. Tales
acuerdos o prácticas concertadas tuvieron también como protago-
nista de primer orden la Agrupación de Interés Económico Mun-
dosocial.

Mundosocial AIE se constituyó en septiembre de 1991 por
Viajes Iberia, Viajes Halcón y Viajes Barceló. En agosto de 1992
se incorporó Viajes Marsans con lo que, cuando se presentaron
sus cuatro socios por separado y con ofertas idénticas al Concurso
público número 19/95, su participación en el capital social de
Mundosocial AIE era del 34 por 100 Viajes Iberia, 23 por 100,
Viajes Halcón, 23 por 100 Viajes Barceló y 20 por 100 Viajes
Marsans.

Según el Preámbulo de la Ley 12/1991, de 29 de abril, sobre
regulación de agrupaciones de interés económico, «La Agrupa-
ción de Interés Económico constituye una nueva figura asociativa
creada con el fin de facilitar o desarrollar la actividad económica
de sus miembros. El contenido auxiliar de la Agrupación sigue el
criterio amplio que esta figura ha tenido en la Europa Comunita-
ria, y consiste en la imposibilidad de sustituir la actividad de sus
miembros, permitiendo cualquier actividad vinculada a la de
aquéllos que no se oponga a esa limitación. Se trata, por tanto, de
un instrumento de los socios agrupados, con toda la amplitud que
sea necesaria para sus fines, pero que nunca podrá alcanzar las
facultades o actividades de uno de sus miembros».

Ante la creciente necesidad de cooperación interempresarial
que imponen las nuevas circunstancias del mercado, especialmen-
te ante la perspectiva entonces —y la realidad ahora— de la inte-
gración europea, la función que estaba y está llamada a desempe-
ñar la Agrupación de Interés Económico en el mercado interior la
desenvuelve en el ámbito comunitario la figura de la Agrupación
Europea de Interés Económico. Esta figura se halla regulada por
el Reglamento (CEE) 2137/1985 del Consejo, de 25 de julio, que
en diversos puntos remite o habilita a la legislación de los Estados
miembros para el desarrollo o concreción de sus propias previsio-
nes. La ejecución de esas previsiones del texto comunitario se lle-
va a cabo, como resultaba obligado, en esta misma Ley, que aspira
a regular, conjunta y homogéneamente, ambas figuras, estable-
ciendo, en los límites permitidos por el Reglamento comunitario,
el carácter supletorio de la figura española respecto de la europea.

Pues bien, en el Derecho Comunitario, las agrupaciones de
interés económico, que son un tipo de empresas en participación
cooperativa al ser controladas por dos o más firmas económica-
mente independientes, tienen que cumplir escrupulosamente la
normativa que afecta a la competencia no pudiendo crearse con la
finalidad contraria de restringirla. Se es consciente de que junto a
los efectos beneficiosos (tales como incentivo para inversiones
arriesgadas, promoción de la innovación y la transferencia de tec-
nología, refuerzo en la posición competitiva de las empresas
pequeñas y medianas o eliminación del exceso estructural de la
capacidad productiva) las empresas comunes pueden tener tam-
bién efectos anticompetitivos contrarios a los efectos económicos
beneficiosos indicados. Este será el caso cuando resulte que
dichas agrupaciones conducen al reparto del mercado, a elevar
barreras a la entrada de nuevos competidores o al aumento del
poder económico sobre el mercado. En el análisis sobre si estas
empresas comunes fomentan la competencia o la restringen hay
que tener en cuenta una serie de factores tales como si las partes
son competidores reales o potenciales; el efecto de la agrupación
sobre la competencia entre las partes en los diferentes mercados;
sus efectos sobre terceros y si éstos son apreciables o los efectos
anticompetitivos de las restricciones accesorias. Como regla gene-
ral, se considera que es aplicable el artículo 1 de la LDC a los
casos en que las partes de la empresa común son competidores
reales, ya que una restricción de la competencia directa o indirec-
ta, es más que probable si no inevitable. También se puede atentar

contra el artículo 1 aunque las empresas matrices agrupadas no
sean competidores reales, en los supuestos en que éstas sean com-
petidoras potenciales. Se considera que existe una relación de
competencia potencial cuando cada una de las empresas matrices
es capaz de desempeñar por sí sola las funciones confiadas a la
empresa en participación y conserva esta capacidad tras la crea-
ción de esta última.

En el caso que nos ocupa no se observa que existan en la cons-
titución de Mundosocial AIE los efectos beneficiosos citados y sí
en cambio son patentes los efectos anticompetitivos restrictivos en
tanto en cuanto los cuatro partícipes son no sólo competidores
potenciales sino competidores reales en los mismos mercados y
además de una entidad en volumen de ventas y presencia en el
sector en absoluto pequeñas. Más bien cabe presumir en este caso
efectos anticompetitivos repartiéndose el mercado, coordinando
sus políticas comerciales y en especial, como se ha dicho, en
materia de precios ofertando al Concurso por el tipo máximo. Hay
datos abrumadores en el expediente, relatados muchos de ellos en
los hechos probados, que confirman la intención de coludir a tra-
vés de Mundosocial AIE, como sociedad instrumental, causando
el resultado proscrito de restringir la competencia. En Mundoso-
cial AIE se fraguaron acuerdos, decisiones, recomendaciones,
actos, exhortaciones o como se les quiera llamar entre competido-
res reales importantes que están taxativamente prohibidos por el
artículo 1 de la LDC.

Ante estas imputaciones, se alega que se debe considerar el
contexto histórico en que se convoca este Concurso en el que con
anterioridad a la Agrupación Mundosocial, tales programas eran
organizados y ejecutados por la mercantil Viajes Ceres, siendo
conocida, por la repercusión que tuvo en su día, la mala actuación
de esa entidad en relación a los viajes para la tercera edad y, con-
cretamente, la situación a la que se llegó por parte de esa mercan-
til que generó deudas millonarias.

Se debe decir respecto a este punto, en primer lugar, que es
significativo que, en aquellas ocasiones, una sola empresa de
mucha menor profesionalización, experiencia e implantación en el
sector turístico que las ahora imputadas por transgresión de la
LDC sí que licitó por sí sola. Pero, en segundo lugar y principal-
mente, el Tribunal tiene que señalar que en el presente expediente
se imputan cargos respecto al Concurso para la temporada 95/96,
fechas muy alejadas ya de aquellas fechas de la temporada 91/92
en que se planteó tal cuestión problemática respecto a la continui-
dad del Programa. Si ya entonces las empresas que licitaron
debieron también respetar la LDC ya vigente entonces (aunque
quizás las circunstancias hubieran ejercido un efecto atenuante en
la consideración de las conductas y de las posibles sanciones),
más escrupulosos debieron ser los licitantes con la normativa
sobre competencia en los concursos posteriores a los que se pre-
sentaron y, mucho más, en el presente Concurso donde aquellas
circunstancias atenuantes no tienen ninguna influencia. Menos,
habiendo sido repetidas estas prácticas en los distintos concursos
anuales sucesivos.

Otra alegación reiterada a lo largo del procedimiento se refiere
a que el Pliego de Prescripciones Técnicas establece requisitos tan
exigentes que no existe ninguna empresa española que por sí sola
pudiera cumplir esos requisitos. Se señala que la existencia de un
Consorcio, esto es, de un acuerdo entre empresas, viene impuesta
por la propia actuación de la Administración al definir las condi-
ciones que han de reunir las agencias para presentarse al Concur-
so. Así, en el informe de los profesores de la Universidad de las
Islas Baleares se afirma que «Dichas condiciones no eran cumpli-
das de manera individual por ninguno de los socios de Mundoso-
cial AIE Incluso el cumplimiento de manera agrupada era sola-
mente parcial». Y en el informe de Pricewaterhousecoopers se
concluye que «si analizamos el número de agencias u oficinas de
los grupos empresariales objeto del presente estudio observamos
que ni individualmente, ni en su conjunto, ninguno de ellos cum-
ple la condición descrita en el pliego (…). No existe el menor
margen de maniobra en mi representada para elegir u optar entre
presentarse al Concurso de forma independiente o hacerlo en for-
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ma agrupada: sólo formando un consorcio, sea UTE, AIE, o cual-
quier otra fórmula de asociación, se pueden ir complementando
las distintas implantaciones territoriales de las diferentes empre-
sas». Según la agencia, estos pactos y acuerdos entre las cuatro a
través de Mundosicial AIE no son ilícitos, sino que son imprescin-
dibles para dar cumplimiento a los requisitos técnicos y econó-
micos que impone el Pliego.

Efectivamente, dicho Pliego exigía, entre otras condiciones,
que para la comercialización se debía establecer un sistema infor-
mático centralizado, a cuya red debían conectarse todas las agen-
cias de viaje que deseasen intervenir en el Programa y se requería
disponer de un punto de venta por capital de provincia, un punto
de venta en cada localidad española superior a 40.000 habitantes y
que en cada localidad española con población superior a 200.000
habitantes existiese un punto de venta por cada 20.000 habitantes
o fracción.

En contestación a estas alegaciones recurrentes se debe decir
que las condiciones del Pliego señalan lógicamente la necesidad
de subcontratar previamente, en una primera fase anterior al Con-
curso, los factores de producción (agencias de comercialización,
transportes y hoteles) necesarios para el adecuado desarrollo del
programa; pero ello no significa en absoluto que cada agencia lici-
tante deba contar por sí misma con agencias de comercialización
en todo el territorio nacional. Basta con subcontratar previamente
los factores necesarios en cumplimiento del Pliego para poder ser
licitante y oferente del programa. La entidad, profesionalización,
experiencia e implantación en el mercado turístico de cada uno de
los cuatro grupos que se unieron hacen que hubieran sido capaces
de crear redes independientes con otras empresas para licitar com-
pitiendo con las demás. Téngase en cuenta que, si bien ciertos
acuerdos de comercialización entre competidores pueden no res-
tringir la competencia si las partes del acuerdo no ostentan cierto
poder de mercado significativo, los acuerdos entre estos cuatro
grandes grupos sí que restringen gravemente la competencia al
poseer conjuntamente un relevante poder de mercado.

El asentamiento y desarrollo solvente de la libre empresa, en
donde se enmarca la LDC, está directamente relacionado con la
definición y clarificación de las responsabilidades y los derechos
de propiedad de cada operador económico, así como con el princi-
pio de autonomía de comportamiento por parte de los actores de
la trama económica que resulta vital para el desarrollo de una
competencia dinámica y enriquecedora. La gestión común entre
empresas independientes puede dar lugar a comportamientos
prohibidos y produce en ocasiones resultados peores de los que se
trata de obviar mediante la misma al anular una parte de los meca-
nismos de mercado que son los que habitualmente tienden a
garantizar la solución de los problemas planteados.

No es lógico pensar que —pudiendo subcontratar diversos
aspectos con otras entidades menores en una fase anterior al Con-
curso sin cláusulas de no competencia y con cláusulas suspensivas
caso de no resultar finalmente adjudicataria del mismo— cada una
de las cuatro empresas que se presentaron no fuese capaz, inde-
pendientemente de las otras tres y con plena autonomía de com-
portamiento, de coordinar una red solvente de oficinas, servicios
de comercialización, transporte y hoteleros que accediera por sí
sola al conjunto del Programa o a cualquiera de sus 3 lotes. Tén-
gase en cuenta que las empresas que se presentaron con pactos
entre ellas a través de Mundosocial AIE son cuatro de las seis pri-
meras empresas del sector y que forman grupos muy importantes
en facturación, recursos tecnológicos, presencia y profesionaliza-
ción que poseen además muchos de los factores de producción
necesarios para llevar a buen puerto el cabal cumplimiento del
Pliego de condiciones técnicas y administrativas. Así, el grupo
Viajes Iberia facturó en 1994 en torno a los 106.000 millones de
pesetas estando formado ya entonces por once agencias de viajes,
cuatro Tour Operadores, una compañía hotelera y una correduría
de seguros además de las inercias y el posible aprovechamiento de
parte del «know how» de la compañía Iberia de navegación aérea;
Viajes Halcón contaba con una agencia de viajes con 272 oficinas,
dos Tour Operadores, una compañía de autocares y también una

compañía aérea facturando 33.228 millones de pesetas; Viajes
Barceló, que facturó 68.000 millones de pesetas, disponía también
entonces de cuatro agencias de viajes con 91 oficinas, tres Tour
Operadores y dos compañías hoteleras; por su parte, el grupo en el
que se enmarca Viajes Marsans, que facturó ya en 1994 más de
108.000 millones de pesetas, estaba formado por dos agencias de
viajes con 192 oficinas, cinco Tour Operadores, dos compañías de
autocares y una compañía aérea, Spanair, S.A. Con plena autono-
mía e independencia de las otras tres podía cada una haberse pre-
sentado al concurso compitiendo con las demás para adjudicarse
cada lote, dos o los tres con el total de las 360.000 plazas y los
más de 6.000 millones de subvención en cada concurso. De
hecho, en años anteriores se presentaron empresas como Viajes
Cemo, S.A. o la UTE de Viajes Olimpia, S.A. y Viajes Tep, S.A.
que son entidades de envergadura muy inferior, pero que se
encontraron capacitadas para poder competir y acceder al concur-
so aunque al final no consiguieran ser adjudicatarias del mismo.

Entiende el Tribunal que las cuatro empresas imputadas, que
concertaron sus ofertas a través de su Agrupación de Interés Eco-
nómico, pudieron y debieron competir entre sí para conseguir
autónomamente el concurso en su conjunto o alguno de los lotes.
En este último caso, las negociaciones posteriores para la coordi-
nación de los aspectos técnicos y de comercialización necesarios
se podrían realizar con transparencia respetando las responsabili-
dades y los derechos de propiedad adquiridos en buena lid compe-
tencial.

Si también se alega que, lógicamente, las distintas empresas
adjudicatarias debían de estar en una perfecta coordinación para
que la calidad que pudieran ofrecer en cada lote fuera homogénea
y en aras a la obtención de la mejor calidad perseguida por la
Administración, se debe responder a dicha alegación que no hay
mejor posibilidad de coordinación y homogeneidad en aras a esa
mejoría en la calidad de los servicios prestados que cuando es una
misma empresa independiente, con el prestigio, seriedad, rigor y
solvencia de cualquiera de las cuatro, la que organiza y ensambla
toda la ejecución del Programa. Adjudicados y clarificados los
derechos de propiedad y las responsabilidades concretas una vez
se pronunciara la Mesa de Contratación perfectamente podían
acordarse «a posteriori», sólo aquellos aspectos que fuesen estric-
tamente necesarios. Lo que no se puede admitir es un acuerdo «a
priori» conjunto de todos los aspectos entre cuatro o cinco de las
seis primeras empresas del sector concursando de hecho conjunta-
mente y por el tipo máximo. Si bien pudiera ser cierta la conclu-
sión del informe de los profesores de la Universidad de las Islas
Baleares cuando dice que «la gestación conjunta del Programa
por parte de los integrantes de Mundosocial mejoró la eficacia en
la comercialización del mismo, eliminando uno de los grandes
problemas del mismo que era la ineficiente gestión de las plazas
disponibles», ello no quiere decir que sin vulnerar la competencia
en el acceso al Concurso ofertando autónomamente cada una con
responsabilidad y libertad propias, no se hubiesen conseguido
iguales o mejores resultados en la comercialización posterior del
Programa con la coordinación fácil entre las que ya hubiesen sido
ganadoras del Concurso. Lo que no se puede admitir desde el pun-
to de vista de la LDC son los pactos previos entre las cuatro
empresas licitadoras que garantizaban, fuese cual fuese el resulta-
do, que las cuatro iban a ejecutar finalmente los contratos.

Efectivamente, desde el momento en que las empresas que
licitaron habían constituido la AIE y habían pactado la ejecución
conjunta del programa, el proceso de contratación quedó desvir-
tuado y la licitación quedó convertida en mera ficción. Se atentó
así gravemente a la competencia restringiéndola y falseándola.
Cercenando la competencia en el único momento en que existe
libertad, esto es, en el acceso al Concurso se consigue acceder a
un mercado de 360.000 clientes. Al ser un programa subvenciona-
do, como parte del precio lo paga el beneficiario pero a unos pre-
cios muy inferiores a los del mercado, la demanda crece notable-
mente. Siempre ocurre que a unos menores precios las cantidades
demandadas de bienes y servicios crecen. Si esos menores precios
son claramente inferiores la demanda se incrementará mucho más.
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De ahí que la ocupación del Programa haya sido prácticamente
completa. No se precisa captar cliente por cliente en la contienda
competencial diaria de los mercados abiertos sino que, consi-
guiendo adjudicarse el Concurso con estos pactos concertados, se
consiguen de una vez todos los clientes.

En definitiva, si el acceso de nuevos operadores sólo es posi-
ble en el momento del concurso, si las cuatro únicas empresas que
se presentan (pertenecientes a cuatro grupos de los más importan-
tes del sector) no compiten de hecho entre sí sino que pactan con
anterioridad el reparto del total del concurso, si en éste se concede
una preferencia sustancial al adjudicatario anterior y si, en el perí-
odo entre concursos, las empresas ya implantadas tienen posibili-
dades, que materializan con frecuencia, de extender los servicios
concedidos sin necesidad de concursar, resulta evidente que los
pactos colusorios constituyen una barrera de entrada adicional. Al
quedar los tres lotes del concurso de manera continuada en manos,
de hecho, de la misma agrupación de empresas, aumenta la posibi-
lidad de su monopolio, con el deterioro de la competencia antes
mencionado. El mercado se reduce y los potenciales entrantes ven
así mermadas sus oportunidades de acceso. Queda por todo ello
acreditada la transgresión del artículo 1 de la LDC por parte de
Viajes Iberia, S.A., Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A.,
Viajes Barceló, S.A. y Mundosocial AIE.

Sexto: Tanto respecto a estos primeros cargos como a todos
los demás, también se alega con profusión por parte de las denun-
ciadas, primero ante el Servicio y luego ante el Tribunal, el princi-
pio de confianza legítima según el cual las Agencias de Viajes
obraron amparadas en la buena fe y la legítima confianza de que
no existía infracción alguna en materia de defensa de la competen-
cia en la formulación de ofertas. Plantean que fue el regulador
quien les incitó a la ilegalidad en materia de competencia.

Afirman que el INSERSO indujo a las cuatro empresas a pre-
sentar una oferta en común al resultar imposible licitar y ejecutar
el contrato de forma individual por las propias condiciones
impuestas en el Concurso. Dicen, además, que advirtieron expre-
samente en sus ofertas a la Administración que, en el caso de que
alguna de ellas resultara adjudicataria, el programa sería ejecutado
conjuntamente. Si la Administración no hubiera querido aceptar
esta fórmula de operar, debería haber declarado desierto el con-
curso. Lo que no cabe es que la Administración consintiera esta
condición y que ahora otros Servicios de la misma acusen a las
empresas de haber obrado ilícitamente, puesto que ello supondría
una vulneración del citado principio de confianza legítima.
Entienden que la repetida adjudicación del concurso en años suce-
sivos y el hecho de que el Director General del INSERSO autori-
zara a los tres adjudicatarios del Concurso la subcontratación de la
ejecución del programa a Mundosocial AIE según consta en el
Hecho Acreditado 4.6 del Pliego de Concreción de Hechos avalan
la existencia de confianza legítima y error invencible. Según ellas,
tanto las manifestaciones del Director General de INSERSO en la
prueba testifical, como la asistencia de un miembro del Servicio
Jurídico en la Mesa de Contratación, como la negativa a otorgar la
clasificación a Mundosocial AIE por parte de la Junta Consultiva
de Contratación, son actuaciones de la Administración que hacen
confiar a los ahora imputados.

El principio de la confianza legítima en este ámbito tiene su
origen en el Derecho Administrativo alemán. Aunque no está
recogido expresamente en ningún precepto legal del ordenamiento
jurídico español, sí que se ha utilizado en algunas sentencias, tam-
bién del Tribunal Supremo. Significa que es legítimo y, por tanto,
jurídicamente exigible, que el ciudadano pueda confiar en la
Administración, delimitándose así los derechos y obligaciones de
ambos en un sentido objetivo, según lo que se puede esperar de
acuerdo con las reglas del «tráfico jurídico», y no en sentido sub-
jetivo, según la creencia de las partes. Este principio, por ejemplo,
no puede invocarse para amparar cualquier tipo de convicción psi-
cológica producida en el ciudadano, sino la confianza que se basa
en signos o hechos externos de la Administración, lo suficiente-
mente concluyentes para que induzcan racionalmente a aquél, a

confiar en la apariencia de legalidad de una actuación administra-
tiva concreta moviendo su voluntad a realizar determinados actos.

El principio de confianza legítima es uno más (y no el más
importante) de los principios de carácter general, de tal forma que
no se puede considerar solamente éste de forma unilateral. En este
caso, es preciso tener en cuenta de forma especial el principio de
legalidad de la acción administrativa que debe ser respetado de
forma relevante. La LDC estipula una serie de conductas prohibi-
das que las empresas imputadas deberían haber evitado y que des-
de luego conocían o debían conocer. Tan importante es el princi-
pio de legalidad respecto a las normas de esta Ley que en su
Exposición de Motivos se dice que «la competencia, como princi-
pio rector de toda economía de mercado, representa un elemento
consustancial al modelo de organización económica de nuestra
sociedad y constituye, en el plano de las libertades individuales,
la primera y más importante forma en que se manifiesta el ejer-
cicio de la libertad de empresa. La defensa de la competencia,
por tanto, de acuerdo con las exigencias de la economía general
y, en su caso, de la planificación, ha de concebirse como un man-
dato a los poderes públicos que entronca directamente con el artí-
culo 38 de la Constitución.

La presente Ley responde a ese objetivo específico: Garanti-
zar la existencia de una competencia suficiente y protegerla frente
a todo ataque contrario al interés público (…)». Se inspira ade-
más en las normas comunitarias de política de competencia.

No es ocioso recordar aquí ahora que el artículo 38 de la
Constitución Española, donde se reconoce la libertad de empresa
en el marco de la economía de mercado y donde también se dice
que los poderes públicos garantizan y protegen su ejercicio así
como la defensa de la productividad, se encuentra situado en el
Título Primero «De los derechos y deberes fundamentales», en el
Capítulo II «Derechos y libertades» y en la sección 2.ª «De los
derechos y deberes de los ciudadanos». El principio de legalidad
en el caso de la LDC es un valor fundamental a tener en cuenta.
En este caso, el interés individual que se podría derivar de la posi-
ble confianza legítima difícilmente puede prevalecer sobre el inte-
rés general.

El Derecho de la competencia, además, ha ido progresivamen-
te alcanzando mayores cotas de importancia para el mejor desa-
rrollo económico y riqueza de las naciones ampliando el ámbito
de influencia de dichas normas desde su original aplicación exclu-
siva a las empresas privadas hasta que también los distintos entes
y empresas públicas, así como las Administraciones Públicas en
muchas ocasiones, son los destinatarios de dicho Derecho. Todo
ello es consecuencia lógica de la constitucionalización del princi-
pio de libre competencia y leal concurrencia.

El artículo 90 del Tratado de Roma, por ejemplo, contiene un
mecanismo que permite supervisar las actuaciones públicas cuan-
do conceden derechos preferentes a determinadas empresas que
les sitúan en ventajas competitivas. Por otra parte, el hecho de que
una de las políticas de la Unión Europea consista en el estableci-
miento de un régimen que asegure que la competencia no sea fal-
seada en el mercado común y que el artículo 5 obligue a todos los
Estados a adoptar las medidas para el cumplimiento de estos fines
permite que la actividad de los Estados, incluso la normativa, esté
sometida a la supervisión de las instituciones europeas para com-
probar si responden o no al principio de la libre competencia. Las
normas de la competencia por lo tanto se aplican también a las
Administraciones Públicas, no sólo cuando actúen como oferentes
de bienes y servicios, sino también cuando actuaren como deman-
dantes de tales bienes y servicios. Los preceptos contenidos en la
LCAP y en la Directiva 93/36/CEE del Consejo, de 14 de junio de
1993, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación
de contratos públicos de suministro tienen relación directa con las
normas de la competencia. Las normas que contribuyen a asegurar
la transparencia y la igualdad de concurrencia en la contratación
pública tienen varios objetivos, pero no puede descartarse que
entre estos objetivos se encuentre la finalidad concurrencial. En la
medida en la que se trata de conseguir que la totalidad de oferen-
tes puedan presentarse a la contratación pública en igualdad de
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condiciones y sin privilegios, la finalidad de tales normas de regu-
lar la actividad concurrencial aparece evidente.

El principio de confianza legítima, como se ha dicho de origen
alemán, fue frecuentemente utilizado, en el inicio, por litigantes
alemanes, ante el Tribunal de Justicia, y por tanto, es un principio
reconocido en el ordenamiento jurídico comunitario. Pero, sin
embargo, del análisis detallado de las sentencias comunitarias en
las que se menciona se desprende que el Tribunal de Justicia ape-
nas ha estimado que se produjese una violación de este principio.
El Tribunal de Justicia en muy contadas ocasiones considera que
se ha vulnerado el principio de confianza legítima, debido al
carácter perturbador del mismo frente a los poderes públicos y
porque puede cuestionar el principio de legalidad.

Analizando sus Sentencias se observa que el origen del recur-
so suele ser un cambio normativo, generalmente la promulgación
de un nuevo Reglamento que modifica el existente y nunca sobre
la base de un acto verbal de la Administración comunitaria, ni
siquiera por la elaboración de documentos escritos como puede
ser una Comunicación.

Para juzgar este caso, teniendo en cuenta que dicho principio
se incluye en la jurisprudencia española tomándolo de la jurispru-
dencia comunitaria, es muy importante y decisivo tener en cuenta
que en la Sentencia de la Sala Quinta del Tribunal de Justicia de
26 de abril de 1988, citando también otras Sentencias anteriores,
se dice: «El Tribunal de Justicia consideró que un comportamien-
to culpable de la Comisión o de sus funcionarios, al igual que una
práctica de un Estado miembro que no se atenga a la normativa
comunitaria, no puede originar una confianza legítima en el ope-
rador económico beneficiario de la situación así creada (véase
sentencia de 16 de noviembre de 1983, Thyssen, 188/82, Rec.
1983, página 3721, y sentencia de 15 de diciembre de 1982, Mai-
zena, 5/82, Rec. 1982, página 4601).

Se deduce que el principio de la protección de la confianza
legítima no puede invocarse en contra de un precepto preciso de
un texto de Derecho comunitario, y que el comportamiento de una
autoridad nacional encargada de aplicar el Derecho comunitario,
que está en contradicción con este último, no puede basar, en un
operador económico, una confianza legítima para beneficiarse de
un tratamiento contrario al Derecho comunitario».

En la ilegalidad, por lo tanto, no cabe la confianza legítima.
Debe evitarse el peligro de que el principio de la confianza legíti-
ma se convierta en mero recurso retórico a fin de evitar razona-
mientos más complejos o para sustituir la aplicación de las leyes
por el sentimiento personal de justicia. No se puede perder de vis-
ta el establecimiento de una línea de argumentación sobre el con-
tenido de los distintos principios generales del Derecho, si se
quiere obtener un grado adecuado de consenso y, por tanto, de
seguridad en la certeza del Derecho.

Cabe señalar también que para que un acto administrativo sea
vinculante debe ser consecuencia de un título habilitante de actua-
ción administrativa por parte de ese órgano. Ello significa que ni
el Director General del INSERSO ni la Mesa de Contratación tie-
nen competencia o título habilitante de actuación en relación a si
una determinada conducta resulta o no restrictiva de la competen-
cia y, por tanto, las empresas no pueden confiar en que dichos
órganos se estén pronunciando sobre la legalidad de su actuación
en materia de competencia.

En este caso hay una cuestión de incompetencia del INSERSO
en tanto que órgano administrativo estatal que no puede dictami-
nar sobre materias de defensa de la competencia. De hecho, ni
siquiera lo puede hacer el Tribunal de Cuentas como queda
demostrado al pasar el informe que se cita en el Fundamento de
Derecho Primero al Ministro de Economía y al SDC. El mismo
INSERSO, además, consciente de ello, pidió informe al TDC que
contestó con lo expuesto en el Fundamento de Derecho Tercero.
La función del INSERSO debe ser ejercida (y así lo deben saber
las empresas) en los términos que establezcan las leyes y normas
reglamentarias que, en desarrollo de su legislación, dicte el Esta-
do. En este sentido, no está capacitado para dar seguridad jurídica

a las empresas sobre la materia de defensa de la competencia. En
el ordenamiento jurídico español no cabe otra interpretación del
título competencial en esta materia que la atribución de las funcio-
nes propias de defensa de la competencia a dos órganos de la
Administración Central: el Servicio y el TDC.

En materia de defensa de la competencia sólo el TDC puede,
en primera instancia, y con el control jurisdiccional posterior, dar
seguridad jurídica y confianza a los operadores económicos. En
1991, cuando se inicia este cártel, ya estaba vigente la LDC y las
empresas, así como las distintas Administraciones debían cono-
cerla y actuar en consecuencia.

Por todo lo anteriormente explicado no se puede alegar la con-
fianza legítima en este caso por parte de las empresas imputadas.

Por último, el Tribunal considera oportuno señalar que, si bien
en este caso el INSERSO no ha sido imputado por el Servicio, ni
en el Pliego de Concreción de Hechos ni en el Informe-Propuesta,
como transgresor de conductas prohibidas por la LDC, debe éste
tener cuenta, de cara a futuros concursos que, estando en sintonía
con la LDC, en la Exposición de Motivos de la Ley 13/1995, de
18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas, modi-
ficada por Ley 9/1996, de 15 de enero, se dice que trata de recoger
un común denominador sustantivo que asegure, de manera unita-
ria y en condiciones de igualdad los intereses generales de todos
los españoles, así como la necesidad de garantizar plenamente la
transparencia de la contratación administrativa y el respeto a los
principios de igualdad, no discriminación y libre concurrencia.
Hay que tener en cuenta también que el artículo 74 de dicha Ley
indica expresamente que «en el procedimiento abierto todo
empresario interesado podrá presentar una proposición» y en el
artículo 75 apartado 3 que «en el concurso de adjudicación recae-
rá en el licitador que, en su conjunto haga la proposición más
ventajosa, teniendo en cuenta los criterios que se hayan estableci-
do en los pliegos, sin atender exclusivamente al precio de la mis-
ma y sin perjuicio del Derecho de la Administración a declararlo
desierto».

Así, por lo tanto, conviene recordar que existen unos princi-
pios jurídicos que deben informar todo tipo de licitación como son
la publicidad, la competencia, contradicción y la igualdad de
oportunidades para los potenciales licitadores. Sobre estos princi-
pios generales deberán perfilarse unas cláusulas de selección que
sean, ni tan amplias que las cumplan fácilmente todas las empre-
sas ni tan estrictas que hagan difícil la concurrencia.

Séptimo: En el Informe-Propuesta, el Servicio, después de
realizar la instrucción pertinente, propone en tercer lugar al Tribu-
nal:

«Que se declare la existencia de conducta prohibida por el
artículo 1.1 a) y b) de la Ley de Defensa de la Competencia por
parte de Viajes Ecuador, S.A., Carlson Wagonslit Travel, Viajes
2000 S.A., Viajes Interopa, Viajes Cyrasa Internacional, Viajes
Ciberviaxes, Viajes Cavaltour, Viajes Internacional Expreso S.A.,
Viajes Sidetours S.A., Viajes Lamia Tours, S.A., Viajes Tep, S.A.,
Viajes Valdés y Mundosocial, AIE, consistente en la suscripción
de contratos entre Mundosocial y cada una de las Agencias men-
cionadas, en cuyas cláusulas se establece el compromiso por par-
te de dichas Agencias de no presentarse al concurso convocado
por el INSERSO para la ejecución del Programa de vacaciones
para la Tercera Edad correspondiente a la temporada 95/96, ni a
ayudar, colaborar o participar en la presentación de ninguna
candidatura de cualquier otra empresa».

El tenor literal de estos pactos de no competencia se encuentra
en el hecho probado 12.° y allí se explica también que Mundoso-
cial AIE había suscrito numerosos contratos con agencias de via-
jes para la comercialización de este Concurso, en una fecha ante-
rior a la convocatoria del Concurso, pero con una cláusula
suspensiva según la cual los efectos del contrato se subordinan a
la condición de que la AIE Mundosicial resulte adjudicataria bien
directa o indirectamente. En la gran mayoría de estos contratos
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firmados con las diferentes agencias (unas 342) simplemente se
establecen las condiciones de comercialización para la distribu-
ción, emisión y venta del paquete turístico. Sobre estos contratos
nada se tiene que objetar desde el punto de vista de la defensa de
la competencia, más bien al contrario.

Sin embargo, se firmaron también con anterioridad al Concur-
so varios contratos con las empresas citadas anteriormente, en los
que se pacta y acuerda una cláusula por la que la agencia se obliga
a no competir con Mundosocial AIE, directa o indirectamente,
comprometiéndose a no presentarse al Concurso ni a colaborar
con ninguna otra candidatura de otra empresa. Estos pactos, fir-
mados con importantes empresas del sector, alguna con un volu-
men de facturación parecido al de cada una de las partícipes de
Mundosocial AIE y otras con importancia relativa en distintos
ámbitos que hubiesen podido presentarse al concurso aliados con
otras de menor importancia que las imputadas (alguna lo hizo así
en concursos anteriores) fueron una pieza clave para que los cua-
tro partícipes de Mundosocial AIE, a los que ya se les habían
adjudicado los concursos en años anteriores, pudieran asegurarse
el cierre del mercado y la práctica seguridad de que no iban a
tener competidores en el acceso al concurso. Con ello, se posibili-
taba la presentación de ofertas idénticas entre ellos por el precio
máximo sin apenas riesgo de perder el Concurso por la presenta-
ción de ofertas mejores alternativas.

Recordemos de nuevo, para analizar este punto, que el ordena-
miento en vigor determina qué servicio será prestado por una
empresa a la que se le haya adjudicado el correspondiente concur-
so. El concurso se entenderá otorgado en régimen de exclusividad
y, por lo tanto, durante la duración del mismo ninguna otra empre-
sa podrá competir con las adjudicatarias disfrutando éstas de un
poder de mercado sólo limitado por las condiciones estipuladas en
el Pliego de Cláusulas Administrativas y de Prescripciones Técni-
cas. El acceso al mercado queda, así, cerrado durante el período
anual del Programa. Ahora bien, el proceso por el cual se determi-
na la empresa adjudicataria se desarrollará en libre competencia,
con los requisitos exigidos para presentarse al concurso. Requisi-
tos a su vez que la Administración concede de forma reglada a
toda empresa que acredite las necesarias condiciones de capaci-
tación profesional, honorabilidad y capacidad económica.

Esta preponderancia y ventaja comparativa de Mundosocial
AIE en el acceso al mercado que sólo se abría consiguiendo el
Concurso, hace que la red de pactos múltiples diseñada y materia-
lizada con cláusulas de no competencia agravara mucho más la
infracción del artículo 1 por parte de Mundosocial AIE que res-
pecto a los demás, a pesar de la necesaria bilateralidad que siem-
pre se da en las transgresiones de dicho artículo 1. Si dicho artícu-
lo de la LDC prohibe todo acuerdo que tenga por objeto, produzca
o pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la com-
petencia es evidente que quedan prohibidas tales cláusulas pacta-
das. La firma de cada una de ellas con Mundosocial AIE no sólo
pudo producir el efecto de impedir, restringir o falsear la compe-
tencia sino que de hecho lo produjo al evitar que cualquiera de
ellas pudiese liderar o incorporarse a otra red de contratos con
múltiples agencias que accediese también a la posible consecución
del concurso. También las filiales de las principales imputadas en
este expediente —en tanto en cuanto al firmar el pacto de no com-
petencia con Mundosocial AIE estaban imposibilitándose para
competir con las otras tres principales que se presentaron indepen-
dientemente en teoría al concurso y de las que no eran filiales—
consintieron en firmar una cláusula también prohibida por el artí-
culo 1. Pero, sin embargo, insistimos en que la gravedad mayor
era de la Agrupación de Interés Económico que era la que diseña-
ba toda la red de no competencia cerrando el mercado. Su infor-
mación, a través de la información de sus cuatro partícipes, era
privilegiada y actuaba como barrera de entrada significativa.

Se da también en este caso el problema de la información asi-
métrica y su afectación al funcionamiento del mercado que ha
sido ampliamente estudiado como barrera de entrada en un merca-
do. La información no es gratuita y el acceso a ella es tanto más
difícil cuanto menor es la competencia en el mercado. La informa-

ción sobre la demanda está en poder de quien suministra el bien o
servicio y cuanto menor sea el número de oferentes más dificulta-
des existirán sobre el acceso a la información por parte de los
potenciales competidores. En el caso extremo de los monopolios
sólo éstos disponen de una información precisa sobre las caracte-
rísticas de los clientes, ya que éstos, por definición, son clientes en
exclusiva.

El mercado afectado en este caso por el lado de la demanda,
consiste en un amplio número de personas de la tercera edad y, en
consecuencia, la información obtenida mediante la explotación
está exclusivamente en manos de los adjudicatarios que, a su vez,
están coordinados entre sí de forma pactada. Ello tiene como con-
secuencia, en definitiva, el cierre del mercado por el lado de la
oferta con los efectos perjudiciales que ello acarrea sobre los con-
sumidores y, desde luego, sobre los contribuyentes.

La creación de una única agrupación de empresas que ha crea-
do antes de concursar una amplia red de contratos (los más impor-
tantes) con cláusulas de no competencia y que presta todo el servi-
cio del Programa, afecta al proceso concursal futuro de forma
determinante, con una probabilidad muy elevada de empeorar las
condiciones de competencia del mismo. En particular, aumentan
las posibilidades de constreñir el mercado por el lado de la oferta
impidiendo, en definitiva, el funcionamiento de los mecanismos
del mercado en competencia.

Hay que tener en cuenta, además, que los acuerdos prohibidos
son especialmente graves cuando ejercen una profunda influencia
sobre la competencia en el mercado y cuando determinan la con-
ducta de gran número de operadores económicos del sector o sec-
tores adyacentes. Se debe considerar asimismo que varias cláusu-
las de no competencia son más nocivas precisamente por su efecto
acumulador.

Por todo ello, queda acreditado también este cargo por parte
de las imputadas aunque con responsabilidades diferentes.

Octavo: El Servicio propone en cuarto y quinto lugar al Tribu-
nal en el Informe-Propuesta:

«Que se declare la existencia de conducta prohibida por el
artículo 6.2. b) y e) de la Ley de Defensa de la Competencia con-
tra Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes Iberia, S.A.,
Viajes Barceló, S.L y Mundosocial, AIE, por abuso de posición de
dominio conjunta consistente en la conducta descrita en el cargo
anterior y que ha tenido como resultado la expulsión del mercado
de potenciales competidores, ya que desde la temporada 1995/96
hasta la fecha, ninguna otra empresa, ni UTE, ni AIE intentó con-
cursar a dichos Programas».

Y también: «Que se declare la existencia de conducta prohibi-
da por el artículo 6.2.d) de la Ley de Defensa de la Competencia
contra Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes Iberia,
S.A., Viajes Barceló, S.L. y Mundosocial, AIE, por abuso de posi-
ción de dominio conjunta consistente en el compromiso de las
cuatro Agencias de que, en caso de ser adjudicataria de todos o
parte de los lotes, ejecutarán el programa conjuntamente, bien de
forma directa o indirecta a través de Mundosocial, AIE, con el
resultado de repartirse el mercado entre las cuatro Agencias,
cualquiera que sea la resolución del concurso».

Para dictaminar si se ha vulnerado el artículo 6 de la LDC lo
primero que se debe hacer es definir el mercado relevante de pro-
ducto y geográfico para, a continuación, estudiar si existe posición
de dominio y, por último, si se ha abusado de ella.

Desde el punto de vista de la evaluación de las condiciones de
competencia, el criterio básico que debe tenerse en cuenta para la
definición del mercado de producto es la intercambiabilidad o sus-
tituibilidad de los bienes y servicios a efectos de su utilización por
los consumidores. De hecho, en su Comunicación relativa a la
definición del mercado relevante, la Comisión de la Unión Euro-
pea considera que el mercado de producto de referencia «com-
prende la totalidad de los productos y servicios que los consumi-
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dores consideren intercambiables o sustituibles en razón de sus
características, su precio o el uso que se prevea hacer de ellos.»

Como ya se ha dicho en el Fundamento de Derecho tercero,
muchos proyectos de obras, servicios, programas subvencionados
o concesiones administrativas que salen a concurso o se subastan,
si son en exclusiva, se caracterizan por el hecho de que el produc-
to es único ya que cada concurso o lote del mismo, como en este
caso, consta de una serie de características que condicionan total-
mente su teórica sustituibilidad con otros productos. No se compi-
te durante la prestación del servicio o la realización de la obra,
sino que la competencia se establece en cada momento en que se
lleva a cabo un concurso.

Al analizar además el ámbito geográfico del mercado relevan-
te se debe tener en cuenta que en el caso de los concursos no se
puede aplicar sin más el concepto de mercado geográfico que nor-
malmente se aplica en otros expedientes sancionadores. De acuer-
do con la Comisión «el mercado geográfico de referencia com-
prende la zona en la que las empresas afectadas desarrollan
actividades de suministro de los productos y de prestación de los
servicios de referencia, en las que las condiciones de competencia
son lo suficientemente homogéneas y que pueden distinguirse de
otras zonas geográficas próximas debido, en particular, a que las
condiciones de competencia en ella prevalecientes son sensible-
mente distintas a aquélla. Pero, como se ha dicho, si bien el pro-
grama al que se concursa delimita un ámbito geográfico, no se
puede hablar en estos casos concursales y concesionales de condi-
ciones de competencia en esos lugares porque ya hemos dicho que
se suelen explotar en régimen de monopolio por el adjudicatario.

Las peculiaridades de los sistemas concursales suelen hacer
necesario un análisis más detallado del ámbito geográfico del
mercado relevante. Desde el lado de la oferta, existen elementos
en este caso que indican el carácter nacional del mercado ya que
no sólo el Programa es subvencionado a nivel nacional y para el
conjunto de personas de la Tercera Edad, sino que también la
regulación específica aplicable es la estatal que determina el
alcance del ámbito geográfico competencial de la Autoridad
Administrativa encargada de determinar las condiciones técnicas
y económicas del concurso y de decidir su adjudicación. Estos
elementos distinguen esta zona geográfica de otras posibles y que
determina las condiciones de competencia. El ámbito de actuación
de la Administración que otorga los concursos es un elemento
relevante para definir el mercado geográfico, elemento que no
puede obviarse aun cuando, desde el lado de la demanda, cual-
quier empresa podría presentarse a los concursos. Por todo ello, la
definición del mercado geográfico en estos casos resulta muchas
veces prácticamente irrelevante.

Hechas las consideraciones anteriores sobre el mercado rele-
vante, respecto al posible abuso de posición de dominio conviene
recordar que el artículo 6 de la LDC no prohíbe la posición domi-
nante, sino el abuso de la misma y enumera, a título de ejemplo,
una serie de supuestos de manera no exhaustiva. Se tienen que dar
simultáneamente: posición dominante y abuso.

A la hora de concretar esa posible explotación abusiva, el artí-
culo 6 de la LDC señala que podrá consistir, entre otros muchos
posibles, en la imposición, de forma directa o indirecta de precios
u otras condiciones comerciales o de servicio no equitativos; la
subordinación de la celebración de contratos a la aceptación de
prestaciones suplementarias que, por su naturaleza o con arreglo a
los usos de comercio, no guarden relación con el objeto de tales
contratos, o la aplicación en las relaciones comerciales o de servi-
cio, de condiciones desiguales para prestaciones equivalentes, que
coloquen a unos competidores en situación desventajosa frente a
otros. Y, por último, el apartado 3 del artículo 6 termina diciendo
que se aplicará también la prohibición a los casos en los que la
posición de dominio en el mercado de una o varias empresas haya
sido establecida por disposición legal.

En este caso podría haberse dado la situación de posición
dominante colectiva por agrupación de las cuatro y la conexión a
través de los pactos de no competencia con otros competidores
posibles. Todo ello en tanto en cuanto tendrían independencia de

comportamiento suficiente como para poder actuar, a través de
Mundosocial, sin tomar en consideración en todos sus efectos las
posibles reacciones de sus competidores. Podría haber lazos de
unión suficientes que les permitan a todas ellas actuar al unísono
respecto a determinados elementos de competencia en el concurso
perdiendo todas su autonomía individual. Le resultaría muy difí-
cil, además, a un nuevo entrante en dicho mercado acceder al con-
curso.

Sin embargo, el Tribunal entiende que no es necesario entrar a
razonar y pronunciarse en este caso sobre la correcta o incorrecta
definición del mercado relevante por parte del Servicio, ni sobre
la existencia o no de una posición de dominio colectivo en dicho
mercado que es la condición necesaria para que se pueda infringir
el artículo 6 de la LDC abusando de dicha posición de dominio. Y
no es necesario porque, tal y como han alegado las partes y tam-
bién lo señala el Servicio en su Informe-Propuesta, aplicando el
principio de «non bis in idem», el cargo quinto del Informe es
subsumible en el cargo segundo y el cargo cuarto lo es en el terce-
ro. Se evita así la duplicidad de concurso de tipos —artículo 1 y
artículo 6 de la LDC— para unas mismas conductas restrictivas.
El Tribunal ha considerado más apropiado en este caso que preva-
lezcan las transgresiones del artículo 1, tal y como se ha razonado
en los Fundamentos de Derecho cuarto y quinto por considerar
que se ajustan mejor a las conductas restrictivas cometidas.

Noveno: Teniendo en cuenta todo lo anterior, habiendo queda-
do acreditado que las imputadas transgredieron el artículo 1 de la
LDC al haber practicado unas conductas prohibidas y contrarias a
la libre competencia, es preciso intimar a sus autoras para que
cesen en la realización de las mismas y en lo sucesivo se absten-
gan de adoptar acuerdos y prácticas similares a las anteriores.

Producidas unas prácticas prohibidas por la LDC, las mismas
deben ser sancionadas y así el artículo 10 de la LDC dice que el
Tribunal podrá imponer a los agentes económicos, empresas, aso-
ciaciones, uniones o agrupaciones de aquéllas, que, deliberada-
mente o por negligencia infrinjan lo dispuesto en los artículos 1, 6
y 7 multas de hasta 150 millones de pesetas, cuantía que podrá ser
incrementada hasta el 10 por 100 del volumen de ventas corres-
pondiente al ejercicio económico inmediato anterior a la Resolu-
ción del Tribunal.

1. Tal y como se ha razonado en los Fundamentos de Derecho
cuarto y quinto ha quedado acreditada la transgresión del artículo
1 de la LDC consistente en la absoluta identidad de las ofertas
presentadas por Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans, S.A., Viajes
Iberia, S.A. y Viajes Barceló, S.L. al Concurso público número
19/95 en el que se adjudicaban los contratos de asistencia para la
ejecución del «Programa de vacaciones para personas de la tercera
edad durante la temporada 1995/1996» gestionado por el INSER-
SO, así como la existencia de conductas también prohibidas por
dicho artículo 1 por parte de las cuatro empresas citadas y Mundo-
social AIE consistentes en que cualquiera que hubiera sido el
resultado de la licitación, es decir, aunque se hubiera adjudicado a
una sola de las cuatro empresas licitadoras, a dos, a tres o a las
cuatro, la interposición de la AIE y los pactos entre ellas garanti-
zaban que las cuatro empresas licitadoras iban a ejecutar final-
mente el contrato, resultaran o no adjudicatarias del concurso, lo
que desvirtuó todo el proceso de contratación.

Tal conjunto de conductas se encuadran entre las infracciones
más graves de la LDC tal como ha recordado en innumerables
ocasiones este Tribunal. Si ya la concertación horizontal de pre-
cios es grave, la gravedad se acrecienta cuando tal concertación se
produce para ofertar los mismos precios en un concurso, ya que en
este supuesto, tal y como se señala en la Resolución del Expedien-
te 395/97 de fecha 30 de septiembre de 1998, Vacunas Antigripa-
les, la sustitución de la competencia se realiza en un terreno en el
que la afectación del interés público resulta especialmente rele-
vante. «Si una Administración pública convoca un concurso para
obtener precios más bajos en los suministros, y esa finalidad es
vetada por el acuerdo entre los concursantes, el interés público



BOLETIN ECONOMICO DE ICE N° 2679
DEL 22 AL 28 DE ENERO DE 2001 69

S E C C I O N
J U R I D I C O -
E C O N O M I C A

resulta dañado doblemente ya que, por un lado, se distorsiona el
funcionamiento del mercado, al igual que en cualquier otra con-
ducta colusoria y, por otro, se evita el ahorro público perseguido
por la convocatoria del concurso, al impedir ofertas más bajas de
las convenidas». A esta gravedad cualificada se añade la produci-
da con los pactos en Mundosocial AIE que hicieron que la lici-
tación quedara convertida en mera ficción al haber pactado la eje-
cución conjunta del programa desvirtuando, como se ha dicho,
todo el proceso de contratación con la fórmula elegida para concu-
rrir.

Teniendo en cuenta que el artículo 10 citado señala en su apar-
tado 2 que la cuantía de las sanciones se fijará atendiendo a la
importancia de la infracción, para lo que se tendrá en cuenta una
serie de circunstancias, el Tribunal —considerando la modalidad
ya señalada y el alcance de la restricción de la competencia, la
dimensión del mercado afectado directamente por dicho Concurso
así como la afectación a mercados conexos, la cuota que ostentan
las empresas autoras de las conductas en los mismos y el efecto de
la restricción de la competencia sobre los competidores efectivos
o potenciales— estima justo imponer una multa de 600 millones
de pesetas en total por estos cargos distribuidos entre los cuatro
socios de Mundosocial AIE en proporción a sus participaciones,
esto es: 204 millones de pesetas (34 por 100) a Viajes Iberia, S.A.;
138 millones de pesetas (23 por 100) a Viajes Halcón, S.A.; 138
millones de pesetas (23 por 100) a Viajes Barceló, S.L. y 120
millones de pesetas (20 por 100) a Viajes Marsans, S.A. Con estas
cifras resulta una cuantía proporcionada a la gravedad y demás
circunstancias de las conductas aun cuando aún se encuentre muy
lejos del límite del 10 por 100 del volumen de ventas correspon-
diente al ejercicio económico inmediato anterior a la Resolución
del Tribunal.

2. Respecto a la transgresión acreditada del artículo 1 de la
LDC por parte de Mundosocial AIE y doce agencias de viajes con
las que suscribió contratos en cuyas cláusulas se establece el com-
promiso por parte de ellas de no presentarse al concurso convoca-
do por el INSERSO para la ejecución del Programa de vacaciones
para la Tercera Edad correspondiente a la temporada 95/96, ni
ayudar, colaborar o participar en la presentación de ninguna can-
didatura de cualquier otra empresa, tal y como se argumenta en el
Fundamento de Derecho séptimo, también considera el Tribunal
que es una conducta grave en tanto que contribuye a cerrar el mer-
cado por parte de Mundosocial, AIE que es la principal autora de
esta conducta prohibida múltiple, con los pactos de no competen-
cia.

Considerando, también ahora, los criterios indicados en el
apartado 1 anterior, en especial la gravedad, modalidad, dimen-
sión del mercado afectado y los notables efectos de la restricción
de la competencia sobre los competidores por parte de la Agrupa-
ción de Interés Económico, el Tribunal estima adecuado fijar la
multa de 150 millones a Mundosocial AIE por esta transgresión
múltiple del artículo 1 de la LDC diferente de la sancionada ante-
riormente.

Respecto a Viajes Ecuador, S.A., Carlson Wagonslit Travel,
Viajes 2000, S.A., Viajes Interopa, Viajes Cyrasa Internacional,
Viajes Ciberviaxes, Viajes Cavaltour, Viajes Internacional Expre-
so, S.A., Viajes Sidetours, S.A., Viajes Lamia Tours, S.A., Viajes
Tep, S.A. y Viajes Valdés se estima necesario, al haber quedado
también acreditado que transgredieron la LDC practicando una
conducta contraria a la libre competencia, intimar a sus autores
para que cesen en la realización de la misma y en lo sucesivo se
abstengan de adoptar acuerdos, decisiones y prácticas semejantes
a la anterior.

Sin embargo, así como Mundosocial AIE sí que era consciente
de que estaba protegiéndose y levantando barreras de entrada de
acceso al concurso con dicha red de contratos en los que algunos
contenían cláusulas de no competencia, las demás, que las firma-
ban individualmente, no tenían por qué conocer el conjunto del
entramado que se estaba formando con el resto de contratos y las
cláusulas de no competencia que firmaban las otras.

Tal y como también se dice en la Resolución de fecha 27 de
julio de 2000, (Expediente 468/99, Texaco 2), siendo aplicables al
Derecho administrativo sancionador los principios que rigen el
derecho penal, como recuerda la STS de 23 de febrero de 2000 en
un recurso cuyo origen era una Resolución del TDC, y entre ellos
el de la culpabilidad, podemos concluir que en el supuesto exami-
nado no se encuentra en la conducta del resto de empresas (excep-
tuando Mundosocial AIE) al firmar sus respectivos contratos,
indicios suficientes que permitan concluir la existencia de inten-
cionalidad para limitar la libre competencia o de que los mismos
hubieran podido prever este mismo resultado, lo que hubiera per-
mitido atribuirles algún grado de culpabilidad, siquiera a título de
culpa consciente.

Por ello, de acuerdo con estos postulados y de conformidad
con el texto de la Ley 16/1989, de Defensa de la Competencia,
que permite acoger los principios enunciados al condicionar en su
artículo 10 la imposición de multas sancionadoras a que los suje-
tos infractores hayan actuado deliberadamente o con negligencia,
se debe concluir la no imposición de sanción económica en este
caso, al no concurrir uno de los elementos esenciales para multar
que se indica en dicho artículo 10.

3. El Tribunal considera también que, por razones de ejempla-
ridad y para evitar confusión en todos estos aspectos respecto a la
aplicación de la Ley, hay que dar a la presente Resolución una
amplia difusión. Así pues, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 46.5 de la LDC, el Tribunal ordena la publicación, a costa
de los sancionados y en proporción a las multas pecuniarias, de la
parte dispositiva de esta Resolución en el Boletín Oficial del Esta-
do y en las secciones de economía o de nacional de dos diarios de
información general que se distribuyan en todo el territorio espa-
ñol.

Décimo: Por último, el Tribunal entiende también convenien-
te, a la vista de todo lo actuado, que se traslade copia de esta
Resolución y de los particulares que sean precisos al Fiscal Gene-
ral del Estado por si se encontraran indicios de conductas ilegales
de otra naturaleza que no corresponde al TDC enjuiciar ni resol-
ver.

Vistos los preceptos citados y demás de general aplicación, el
Tribunal de Defensa de la Competencia

HA RESUELTO

Primero: Declarar que en el presente expediente ha quedado
acreditada la realización de prácticas restrictivas de la competen-
cia prohibidas por el artículo 1 de la Ley 16/1989, de Defensa de
la Competencia por parte de Viajes Halcón, S.A., Viajes Marsans,
S.A., Viajes Iberia, S.A., Viajes Barceló, S.L. y Mundosocial AIE,
consistentes en acordar la absoluta identidad de las ofertas presen-
tadas por las cuatro primeras al Concurso público número 19/95
—correspondiente a la adjudicación de los contratos de asistencia
para la ejecución del «Programa de vacaciones para personas de la
tercera edad durante la temporada 1995/1996»—, programa ges-
tionado por el INSERSO —así como realizar una ejecución con-
junta cualquiera que hubiera sido el resultado de la licitación—; es
decir, aunque se hubiera adjudicado a una sola de las cuatro
empresas licitadoras, a dos, a tres o a las cuatro, la interposición
de Mundosocial AIE y los pactos entre ellas garantizaban que las
cuatro empresas licitadoras iban a ejecutar finalmente el contrato,
resultaran o no adjudicatarias del concurso, lo que desvirtuó todo
el proceso de contratación con la fórmula elegida para concurrir a
la licitación, que quedó convertida en mera ficción desde el
momento en que las empresas que licitaron habían constituido la
Agrupación de Interés Económico y habían pactado la ejecución
conjunta del programa.

Segundo: Declarar que también ha quedado acreditada la reali-
zación de otra práctica prohibida por el artículo 1 de la Ley
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16/1989, de Defensa de la Competencia por parte de Mundosocial
AIE, Viajes Ecuador, S.A., Carlson Wagonslit Travel, Viajes 2000
S.A., Viajes Interopa, Viajes Cyrasa Internacional, Viajes Cibervia-
xes, Viajes Cavaltour, Viajes Internacional Expreso S.A., Viajes
Sidetours S.A., Viajes Lamia Tours, S.A., Viajes Tep, S.A. y Viajes
Valdés consistente en la suscripción de contratos entre Mundosocial
AIE y cada una de las Agencias mencionadas, en cuyas cláusulas se
establece el compromiso por parte de dichas Agencias de no presen-
tarse al concurso convocado por el INSERSO para la ejecución del
Programa de vacaciones para la Tercera Edad correspondiente a la
temporada 95/96, ni a colaborar, ayudar o participar en la presenta-
ción de ninguna candidatura de cualquier otra empresa.

Tercero: Requerir a los citados autores de las conductas
declaradas prohibidas anteriormente, para que cesen de inmediato
en las mismas y en lo sucesivo se abstengan de adoptarlas y prac-
ticarlas de nuevo.

Cuarto: Imponer las siguientes multas:

a) A Viajes Iberia, S.A. una multa de 204 millones de pesetas,
equivalentes a 1.226.064,693 euros.

b) A Viajes Halcón, S.A. una multa de 138 millones de pese-
tas, equivalentes a 829.396,704 euros.

c) A Viajes Barceló, S.L. una multa de 138 millones de pese-
tas, equivalentes a 829.396,704 euros.

d) A Viajes Marsans, S.A. una multa de 120 millones de pese-
tas equivalentes a 721.214,525 euros.

e) A Mundosocial AIE una multa de 150 millones de pesetas,
equivalentes a 901.518,156 euros.

Quinto: Ordenar la publicación —en el plazo de dos meses a
contar desde su notificación— de la parte dispositiva de esta
Resolución a costa de las multadas (y en la misma proporción que
las multas) en el Boletín Oficial del Estado y en las secciones de
economía o de nacional de dos diarios de información general que
se distribuyan en todo el territorio español.

Sexto: La justificación de lo ordenado en esta Resolución
deberá hacerse ante el Servicio de Defensa de la Competencia.

Séptimo: Ordenar que se traslade copia de esta Resolución y
de los particulares que sean precisos al Fiscal General del Estado
por si se encontraran indicios de conductas ilegales de otra natura-
leza que no corresponde al Tribunal de Defensa de la Competen-
cia enjuiciar ni resolver.

Comuníquese la presente Resolución al Servicio de Defensa
de la Competencia y notifíquese a los interesados, haciéndoles
saber que contra ella no cabe recurso alguno en vía administrativa,
pudiendo interponer recurso contencioso-administrativo ante la
Audiencia Nacional en el plazo de dos meses contados desde la
notificación de esta Resolución. ■


